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INTRODUCCIÓN. 

La presentación del  s iguiente informe, const i tuye un 

esfuerzo arduo para lograr e l  cumpl imiento de un pre -requisi to 

académico para poder optar a l t í tu lo de Licen ciado en Ciencias 

Juríd icas,  que a lo largo del c ic lo I I  del  presente año se ha 

t rabajado en los aspectos metodológicos y de selección del  tema 

que será nuestro t rabajo de graduación que se ejecutará el  

s iguiente año.  

 

Esta invest igación t iene como f inal i dad pr imordia l  presentar 

a l  lector una clara  y objet iva realidad juríd ica a la cual nos 

enf rentamos día a día,  en la creación y apl icación de leyes que 

benef ic ian a determinado sector económicamente poderoso en el  

país,  ent iéndase el  sector f inanciero, y que no existe just i f icación 

juríd ica suf ic ientemente lógica que nos pueda l levar a pensar que 

la s imple restr icción de herramientas de defensa para una de las 

partes dentro de un proceso, nada t iene que ver con la vio lación 

al  pr incip io de igualdad estable cido en la Const i tución de la 

Repúbl ica, por e l  contrar io se vivi f ica la desigualdad que surge 

de la l imitación en una herramienta fundamental  de defensa como 

lo son las excepciones.  
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Es muy fáci l  y hasta senci l lo  para algunos anal istas de 

legis lación secundaria,  quienes además solamente interpretan la 

Ley conforme a sus intereses, hacer comentar ios tales como: 

“Con el  propósito que el  desarrol lo económico y socia l  del país 

tenga un sistema f inanciero conf iable,  solvente,  moderno y 

compet i t ivo.  Se hace necesario proyectar una mayor apertura y 

global ización de la economía, es decir  crear y contar con un 

marco legal basado en pr incip ios internacionales de regulación y 

supervis ión bancaria para asumir condiciones favorables que 

propic ien un sistema f inanciero só l ido y compet i t ivo.  

 

Este es un comentar io que se real iza a la luz de la creación 

de la actual  Ley de Bancos 1,  no obstante no deja de ser una 

simple apreciación  que no va más al lá de ser una perspect iva 

con nombre y apell ido,  es decir  que no necesariament e lo que se 

expresa en dicho comentar io es lo que parece ser,  por lo que nos 

hemos tomado el  atrevimiento de t ratar de demostrar a l  menos a 

nivel  juríd ico el  verdadero signi f icado de la Ley de Bancos en el  

desarrol lo de la economía de un país.            

                                                
1
 D .L No .697 de fecha 02/09/99 .  D iar io  Of ic ia l  num ero 181,  Tom o 34,  de l  

30 /09/1999.  
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In ic iamos nuestro informe, p lanteando el  problema de 

invest igación,  part iendo de la ubicación del problema 

determinando la evolución histór ica que atravesaron los bancos 

desde la nacional ización de la banca por la Junta Revolucionaria 

de Gobierno en la Ley de Nacional ización de las Inst i tuciones de 

Crédito y de las Asociaciones de Ahorro y Préstamo, emit ida por 

Decreto de la Junta Revolucionaria de Gobierno Nº 158 de fecha 

7 de marzo de 1979, publ icado en el  Diar io Of ic ia l  No. 48,  Tomo 

266 de la misma fecha, estat izó y centra l izó las refer idas 

Inst i tuciones mediante expropiación de sus acciones, por 

minister io de Ley,  obedeciendo a una polí t ica intervencionista de 

Estado; esta noción pol í t ica cambió a desl igar progresivamente al 

Estado de sus obl igaciones ubicándolo en una posic ión de 

garante y no de part íc ipe,  imperando las l ibertades individuales; 

en el año 1989 se el igió como presidente de la Repúbl ica al  

l icenciado Alf redo Fél ix Crist iani  Burkard,  de ARENA, quien bajo 

una noción l iberal impulsó la pr ivat iza ción de la Banca, pasando 

este patr imonio nacional a manos de los part iculares,  mediante la 

ley de pr ivat ización de los bancos comercia les y de las 

asociaciones de ahorro y préstamo, los bancos hoy en día se 
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convir t ieron en el grupo de poder  mas important e de nuestro 

país pues manejan el  gran capita l ,  hasta el  punto de inf luenciar 

las medidas económicas.  

 

 Es de aquí de donde surge la nueva ley de bancos, 

pr ivi legiando los crédi tos bancarios y d isminuyendo al  mismo 

t iempo las oportunidades de defensa de lo s deudores que no solo 

se encuentran en una posic ión económica más débi l ,  s ino que 

también en una posic ión juríd ica mater ia l  y procesal de 

desventaja.  

 

La problemát ica radica en la d isminución de las 

oportunidades reales de defensa que t ienen los usuarios del 

s istema f inanciero,  vio lentando así e l  pr incip io de igualdad 

establecido en la Const i tución de la Repúbl ica.  

 

 El  tema de invest igación lo determinamos mediante:  a) La 

del imitación teór ica,  enmarcándonos en el derecho 

const i tucional,  con referencia esp ecíf ica al  derecho mercant i l ;  b) 

La del imitación espacia l  de la invest igación la cual será real izada 

en los c inco t r ibunales de los mercant i l  de San Salvador;  c) Y 
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temporalmente nos enmarcaremos en los ju ic ios e jecut ivos 

mercant i les fenecidos presentados desde el  pr imero de enero del  

2002 al  pr imero de enero del  2003.  

  

Por lo anter ior,  nuestra invest igación busca desentrañar 

cuáles son las just i f icaciones o fundamentos juríd icos,  para 

otorgar mayores pr ivi legios a un grupo económicamente poderoso 

en nuestro país que está dejando práct icamente sin producción 

interna a los sectores pr imarios y secundarios de la economía, y 

respaldando desde el  punto de vista juríd ico el  patr imonio de ese 

pequeño grupo hegemónico,  que habrá  de desbaratar por 

completo la economía del país quedando únicamente dicho sector 

e l  cual realmente no produce nada, s ino solamente se encarga de 

redistr ibuir  e l  ingreso entre la población, y que además es 

protegido con la creación de leyes a favor de la protección de su 

patr imonio.   
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CAPITULO I 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 

1. Ubicación del problema de Investigación  

 

Los establecimientos bancarios son inst i tuciones de crédi to 

que actúan como simples intermediar ios entre un sector de 

personas que les conf ía sus ahorros,  y otro sector d ist into  que 

obt iene dinero de las mismas en forma de préstamos o 

inversiones; estas re laciones económicas son los motores que 

impulsan  la economía nacional en la actual idad.  

 

Es por la importancia de la act ividad que real izan los 

bancos que el  Estado no puede ni  debe dejar enteramente las 

decis iones al arbi tr io de los dueños de la empresa. Por que, la 

act ividad f inanciera no solo t iene repercusión respecto a los 

usuarios del  s istema, ya sean los que depositan sus ahorros en 

la inst i tución o los que obt ienen prestamos del mismo, como 

empresas que producen servic ios,  s ino que además esta 

act ividad t rasciende a la economía general  del  país.  

 

Por lo tanto,  la act ividad f inanciera y las inst i tuciones 

bancarias requieren de una legis lación especia l ,  adecuada a su 

natura leza, a l  medio nacional y a l  importante papel que 

desempeñan en la vida económica del país,  por lo que se hace 

necesario conocer e l  desarrol lo h istór ico de la legis lación 

bancaria de nuestro país.  
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Entre 1880 y 1933, no había en el  país más regulación 

bancaria que las contenidas en los contratos de concesión de los 

d ist intos bancos emisores que fueron autor izados y que l legaron 

a fundarse, de acuerdo a la s iguiente cronología:  “Banco 

Internacional de El Salvador en 1880, e l  Banco Part icular de El 

Salvador en 1885 que se convir t ió en 1891 en el  Banco 

Salvadoreño, e l  Banco Occidental en 1889, e l  Banco de 

Nicaragua en 1893 que se t ransformó poster iormente en London 

Bank of  Centra l  America  en 1896, en 1895 se fundan el  Banco 

Agrícola Comercia l  y e l  Banco Industr ia l  de El Salvador.   Esas 

disposic iones se l imitaban a otorgarles los derechos de emisión y 

a concederles f ranquicias y pr ivi legios de var iada naturaleza, 

pero en general  no regulaban sino el  l ímite de emisión y e l  

encaje en moneda metál ica que debían mantener en respaldo de 

los b i l le tes en circulación 2.  

 

El  cuatro de enero de 1898 la Asamblea Legislat iva decretó 

la inconvert ib i l idad de los b i l le tes y una morator ia para los 

deudores bancarios,  y  además una “Ley de Inst i tuciones de 

crédi to”,  que contenía no rmas sobre bancos de emisión, bancos 

hipotecarios y otras inst i tuciones de crédi to.  

 

El  s iguiente año la Asamblea Legislat iva derogó la “Ley de 

Inst i tuciones de Crédito” y d icto una nueva “Ley de Bancos de 

                                                
2
 Expos ic ión  de Mot ivos  de la  Le y d e Ins t i tuc iones  de Créd i to  y 

Organ izac iones  Aux i l i a res ,  que  pos ter io rm ente  se  conocerá  com o L ICOA,  

Pág.  5 -6 .  
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Emisión” e l  cuatro de Mayo de 1899, s iendo la pr im era ley 

general  bancaria que se ha dictado en el  país.  

 

El  veint iocho de Octubre de 1933 se creó la “Contraloría 

General  de Bancos y de Sociedades Anónimas”  

 

La legis lación de este período, a parte de las d isposiciones 

sobre el  capita l  mínimo, sobre el  enc aje metál ico y sobre 

inspección,  se caracter iza por la gran l ibertad que otorgaba a los 

bancos para decid ir  a su propia d iscreción el  volumen, la 

composición y la dirección del  crédi to 3.   

 

En el  año de 1934 durante la administración del  General 

Maximi l iano Hernández Mart ínez,  se adoptó en El Salvador un 

nuevo ordenamiento con respecto al  régimen de emisión 

monetar ia,  los Bancos renuncian a esta potestad y se 

convir t ieron en Bancos Comercia les, e l  Estado procedió a crear 

e l  Banco Central  de Reserva de El Sal vador4,  como único 

Inst i tuto emisor.  El  BCR fue const i tuido como sociedad Anónima 

pr ivada, concesionaria del  Estado, formada por accionistas 

part iculares,  por los bancos establecidos en el país y por la 

Asociación Cafetalera de El Salvador.  

 

Con la creación del  BCR se adoptó el patrón de cambios oro 

y se abandonó el  patrón oro puro,  se centra l izaron las reservas 

                                                
3 Ídem .  Pág.  6  
4
 En ade lante  se  abrev iara  Banco  Cen t ra l  de  Reserva  de E l  Sa lvador  com o 

BCR.  
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de dicho metal y luego se f i jó y estabi l izó e l  t ipo de cambio a 

razón de una paridad de 2.50 colones por un dólar de los Estados 

Unidos de América.  

El  18 de dic iembre del mismo año, e l  Estado creó el  Banco 

Hipotecario de El Salvador,  como inst i tución de crédi to 

inmobi l iar io,  encargado de conceder crédi tos de ref inanciamiento 

y de producción.  

 

En 1950, la Asamblea Const i tuyente incorporó en la 

Const i tución dictada el  s iete de Sept iembre de ese año dos 

disposic iones fundamentales sobre el  régimen monetar io del 

país,  en el  art ículo 47 se dispuso que corresponde a la Asamblea 

Legislat iva en su atr ibución décimo novena establecer y regular 

e l  s istema monetar io nacional,  y resolver sobre la admisión y 

c irculación de la moneda extranjera;  y en el  art ículo 143 

determinaba que la emisión de especies monetar ias correspondía 

exclusivamente al Estado, e l  cual podía ejercer lo d irectamente o 

por medio de un inst i tuto emisor de carácter públ ico,  e l  Estado a 

su vez debía de or ientar la pol í t ica monetar ia con el  objeto de 

promover y mantener las condiciones más favorables para el 

desarrol lo ordenado de la economía nacional 5.   

 

En 1961 mediante un Decreto Ley expedido el  veinte de 

Abri l  por la Asamblea Legislat iva se nacional izó el  BCR, el  cual 

se convir t ió en una inst i tución públ ica,  cuya Ley Orgánica se 

dictó en el  mismo año el quince de dic iembre.  En esta ley se 

introdujeron disposic iones apl icables a todas las inst i t uciones de 
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crédi to como: la creación y funciones de la Superintendencia de 

Bancos y Otras Inst i tuciones Financieras,  y normas referentes a 

la estabi l idad monetar ia y l iquidez del  Sistema Financiero.  

Es en Diciembre de 1967 que se hace un esfuerzo por 

unif icar y actual izar la legis lación bancaria,  es por e l lo que se 

presenta el proyecto de la “Ley de Inst i tuciones de crédi to y 

Organizaciones Auxi l iares”,  inspirada en los conceptos modernos 

sobre el  derecho mercant i l ,  considerando los actos de comercio, 

y entre e l los las operaciones de las inst i tuciones de crédi to como 

actos de  una empresa efectuados en masa, que conl levan el 

predominio de los contratos de adhesión y que demandan una 

regulación especia l  para garant izar los intereses del públ ico;  

fundamentándose en la regulación separada de cada rama de 

operaciones de crédi to y una l imitación racional a l  numero de 

ramas que una misma empresa puede desarrol lar 6.  

 

En este orden de ideas los Bancos de El Salvador formaban 

parte del  patr imonio nacional según la Ley  de Nacionalización de 

las Inst i tuciones de Crédito y de las Asociaciones de Ahorro y 

Préstamo7,  que estat izó y centra l izó las refer idas Inst i tuciones 

mediante expropiación de sus acciones, por minister io de Ley.  

 

 Esto obedeció a una noción pol í t ica del  s istema 

intervencionista del  Estado, donde se tenía por f in que el  Estado 

                                                                                                                                           
5 Exposic ión de Mot ivos de la LICOA, Op. Cit .  Pág. 10  
6
 Ídem .  Pág.16  

7
Decre to  de la  Junta  Revo luc ionar ia  de  Gob ierno Nº  158 de fecha 7  dem arzo 

de 1980,  pub l icado  en e l  D iar io  Of ic ia l  No.  48 ,  Tom o 266 de la  m isma fecha.  
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fuera el  benefactor de sus ciudadanos, que les sat isf ic iera todas 

las necesidades, legis lando en concordancia con esta noción.  

La evolución de la h istor ia y esta noción de 

intervencionismo cambió, se marcó otra nueva tendencia 

or ientada a desl igar progresivamente de las obl igaciones al 

Estado, t ratando de evi tar toda intervención del mismo sobre todo 

en la economía, ubicándolo en una posic ión de garante pero no 

de part ic ipe,  lo que se vino a l lamar s istema neol iberal ista,  donde 

imperan las l ibertades individuales,  donde el  Estado debe 

garant izar e l  e jercic io de la l ibertades individuales sin 

obstacul izar las,  de igual manera nuestro ordenamiento juríd ico 

cambió en este sent ido.  

 

 En el  año de 1989 se el igió en nuestro país como 

presidente de la Repúbl ica de El Salvador a l  L icenciado Alf redo 

Fél ix Crist iani  Burkard,  del  Part ido Al ianza Republ icana 

Nacional ista ARENA, el  cual bajo esta noción l iberal  implementó 

en el  país una polí t ica neol i beral  obedeciendo al  nuevo 

ordenamiento mundial  de la d istr ibución de la r iqueza, esta nueva 

noción impulsó la Privat ización de la Banca, pasando este 

patr imonio nacional a manos de los part iculares,  mediante la ley 

de pr ivat ización de los bancos comercia l es y de las asociaciones 

de ahorro y préstamo.  

 

        Poster iormente en las administraciones presidencia les del 

Doctor Armando Calderón Sol,  se pr ivat izaron las 

te lecomunicaciones, e l  s istema de pensiones, e l a lumbrado 

eléctr ico,  f inalmente en la adminis tración del  Presidente 
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Francisco Flores Pérez,  se dolar izó la economía 8,  agudizando la 

pobreza en nuestro país pues esta medida benef icia a l  gran 

capita l  f inanciero y no al  c iudadano común que aún a esta fecha, 

mayo de dos mi l t res, a un año y cuatro meses  de haberse 

dolar izado la economía no se ven los f rutos de la misma en el 

aumento del  salar io mínimo, o en la mejoría del poder 

adquisi t ivo,  por e l contrar io hay desmejora,   se cont inua además 

con la mecánica de pr ivat ización de los servic ios públ icos, 

intentando en este momento la pr ivat ización de servic ios como la 

salud,  e l  agua, CEPA, y de forma encubierta los servic ios de 

mantenimiento de la red via l ,  y e l  nuevo modelo de t ransporte 

públ ico de pasajeros,  provocando actualmente gran inestabi l idad 

en el  país.  

 

 Los Bancos, en el  t ranscurr i r  de nuestra h istor ia se han 

forta lecido al  grado de const i tu irse en el  grupo de poder 

económico más importante,  teniendo por tanto gran inf luencia en 

la pol í t ica,  pues son los que manejan el  gran capita l  de nuestro 

país,  y las medidas económicas adoptados por las 

administraciones presidencia les de Arena han contr ibuido a ese 

forta lecimiento.   

 

La Ley de Bancos 9 actual  responde a esta evolución 

histór ica,  pr ivi legiando los crédi tos bancarios,  d isminuyendo las 

oportunidades de defensa de los deudores que no solo se 

                                                
8
 Le y m onetar ia  que ent ró  en  v igenc ia  e l  p r im ero  de Enero  de 2002.  

9
 Decre to  Leg is la t i vo  Nº :  697 Fecha:  2 /9 /99  D.  Of ic ia l :  181 Tom o: 34 ,   en  

ade lante  nos  re fer i rem os  a  es ta  m ism a Ley,  pud iendo abrev iar la  com o LB.  
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encuentran en una posic ión económica más débi l ,  sino que por 

ley también se encuentran en una posic ión juríd ica infer ior, 

vio lentando así e l art ículo 3 de la Const i tución de la repúbl ica; 

desde la Ley del  Banco Hipotecario de El Salvador de 1934, se 

establecían preferencias para el pago de  las deudas                                                                                   

contraídas a favor del  mismo, la misma tendencia fue adoptada 

por la Ley de Bancos y  Financieras10 de 1991 y la Ley de Bancos 

vigente.  

 

 

1.1 Identificación de la Situación Problemática  

 

En la práct ica juríd ica,  los usuarios del  s istema f inanciero 

se ven l imitados en cuanto al e jercic io del  derecho de defensa 

f rente a los Bancos, por la res tr icción en el  t ipo y número de 

excepciones que pueden alegar en el  ju ic io e jecut ivo mercant i l  

regulado en la Ley de Bancos, así como vulnerados en el 

e jercic io del derecho de igualdad regulado en el  art ículo 3 de la 

Const i tución de la Repúbl ica 11.  

 

 Lo anter ior se deduce desde la entrada en vigencia de la 

nueva Ley de Bancos, la cual en el  art ículo 217 Li teral  “a”, 

reduce las excepciones que se pueden interponer a:  e l  pago 

efect ivo,  la prescr ipción de la acción y e l  error en la l iquidación.   

 

                                                
10

 D .L .N°  765 de l  19 /04 /91,  Pub l icado en e l  D .O.92  Tom o 311,  de l  22 /05/91,  

en  ade lante  se  abrev iará  LBF  
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Dejando fuera las contempladas en el  art ículo 133 del 

Código de Procedimientos Civi les y 639 Código de Comercio que 

son en el  pr imer cuerpo normat ivo:  las excepciones de ci tación 

de evicción,  excusión,  incompetencia de jur isdicción, i legi t imidad 

de la persona de alguna de las partes,  oscuridad e informal idad 

de la demanda y (en el  caso de que se ejerci ten acciones 

derivadas de un tí tu lo valor) las de prescr ipción de la acción, 

a l teración del texto del documento,  caducidad y las fundadas en 

la omisión de los requisi tos que el  t í tu lo o e l  acto incorporado 

deben l lenar o contener,  y que la ley no presuma expresamente, 

entre otras señaladas en la d isposic ión legal ya ci tada del Código 

de Comercio,  así como otras contempladas por la doctr ina, 

l imitando así e l  derecho de defensa que t ienen los usuarios del 

Sistema f inanciero,  quienes no solo t ienen dif icul tad para 

acceder a los crédi tos bancarios, por e l  s istema rígido de 

selección que t ienen los Bancos, pues no cualquier c iudadano 

t iene la capacidad de obtenerlo,  sino que ademá s la Ley de 

Bancos los pone en una si tuación procesal de desventaja.  

 

 Esto se agrava por la s i tuación económica nacional,  pues 

los grandes índices de pobreza, y e l  decrecimiento de la 

Economía por parte de los sectores productores, industr ia les,  y 

una buena parte del  sector comercio,  se han visto obl igados a  

endeudarse con el  s istema f inanciero,  aceptando 

incondicionalmente por necesidad, todas las c láusulas de los 

contratos aunque estas sean abusivas,  para poder suf ragar sus 

                                                                                                                                           
11

D.L.  N°  38 de l  15 /  12 /83,  D.O 2 34 Tom o 281,  pub l icado e l  16 /12/83 en  

ade lante  se  abrev iará  com o Cn.  
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necesidades,  e l  poco poder adquisi t ivo y la inestabi l idad en el 

mismo provoca que con f recuencia no puedan cumpl ir  con sus 

obl igaciones credi t ic ias,  cayendo con faci l idad en mora, teniendo 

que pagar los a l tos intereses,  y s iendo f inalmente embargados, 

s i tuación juríd ica que permite que los bancos se apropien de los 

b ienes de los deudores sin problema alguno; A la fecha se 

establece que el  setenta por c iento de las t ierras productoras en 

el  país se encuentran hipotecadas a favor de los Bancos, según 

el  L icenciado Fernando González 12 representante del  sector 

agrícola cafetalero en El Salvador,  f rente al  gobierno.  

 

 La restr icción en las excepciones que establece el  art ículo 

217 l i teral  “A” de la Ley de Bancos, reduce la oportunidad real  de 

defensa, pues como establece la Corte Suprema de Just ic ia en 

re i teradas ocasiones, e l  Derecho de defensa no se ejerce por e l 

s imple hecho de poder asist i r  a ju ic io,  s ino que se le 

proporcionen todas las posib i l idades para defenderse, y la 

restr icción en las excepciones no otorga todas las posib i l idades 

para defenderse, estando el  individuo común, e l  usuario del 

s istema f inanciero en desventaja económica y procesal f rente a 

los Bancos.  

 

El  art ículo 217 de la Ley de Bancos establece una regla 

procesal especia l a apl icarse en los ju ic ios e jecut ivos en los 

cuales el  demandante sea una inst i tución bancaria,  se contrae a 

pr ivi legiar e l  crédi to a favor de los Bancos, re legando a un 

                                                
12 Conferencia of recida en la Fundación Fr iederich Eberth,  e l  día 

26 de Octubre de 2002.  
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segundo plano los crédi tos de terceros para con el  mismo deudor, 

no importando para estos efectos la cal idad de los mismos o sus 

garantías reales o personales,  lo que contraría e l  pr incip io de 

Igualdad procesal.  

 

Además, le da las s iguientes prerrogat ivas:   

 

a) e l Banco ejecutante es el  depositar io de los b ienes 

embargados sin la obl igación de rendir  f ianza, lo que no ocurre 

cuando el  acreedor es una persona natural  u otra persona 

juríd ica dist inta a un Banco, ¿y que sucede con los f rutos que se 

obt ienen de esos bienes embargados, a l  menos el  depositar io 

debe rendir  informe de dichos f rutos si  es que con el lo se podría 

perfectamente amort izar la deuda?,  

 

b) n inguna anotación prevent iva impedirá la subasta o 

adjudicación de los b ienes embargados por e jecución del  banco 

ejecutante, excepto que se t rate de obl igaciones al iment ic ias, 

salar ios,  prestaciones socia les y cuando se demandare en ju ic io 

la propiedad de bienes inmuebles.   

 

El  cr i ter io de dist inción que otorga pr ivi legios a los Bancos 

no obedece a cr i ter ios de técnica juríd ica,  s ino a la inf luencia de 

estos en la real idad nacional,  s in tomar en cuenta los 

legis ladores que el  Bien Púb l ico pr iva sobre el  Pr ivado 13.   

 

                                                
13

 Ar t .  246  par te  f i na l  Cn.  
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1.2 Delimitación del Tema de Investigación  

 

Delimitación Teórica  

 Nuestro tema lo enmarcamos dentro del  derecho 

Const i tucional,  con la referencia a l  campo específ ico del  Derecho 

Mercant i l ,  pero desde una posic ión const i tuci onal ista.  

 

Delimitación Espacial  

 El  campo espacial  de Trabajo que se abarcará serán los 

c inco Juzgados de lo Mercant i l  de San Salvador.  

 

Delimitación Temporal  

 Tomaremos los ju ic ios e jecut ivos mercant i les fenecidos de  

los Juzgados de lo Mercant i l  de San Salvador en el  período del 

pr imero de Enero del  año dos mi l  dos al  pr imero de enero del  dos 

mi l  t res,  en los que haya intervenido como demandante un 

Banco. 

 

 En vista de lo p lanteado anter iormente enunciamos nuestro 

problema de la s iguiente manera:  

 

“¿En que medida la restricción en el  t ipo y numero de 

excepciones que se alegan en el juicio ejecutivo mercantil  

regulado en la Ley de Bancos, incide en una violación al 

principio de igualdad reconocido en nuestra Constitución?”.  
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2. JUSTIFICACIÓN 

 

La invest igación está basada en la real ización de un estudio 

ser io,  crí t ico sobre la restr icción de las excepciones del ju ic io 

e jecut ivo de acuerdo a la ley de Bancos, vulnera el pr incip io de 

igualdad consagrado en la const i tución de la Repúbl ica f rente a 

los usuarios del  s istema f inanciero.  

 

La creciente concentración de poder del  mercado Bancario 

en El Salvador y la absorción de los anter iores operadores del 

s istema f inanciero por otros con mayor capacidad económica, 

han terminado por reducir  drást icamente el  número  de 

operadores económicos ocasionando un correlat ivo aumento de 

su tamaño y potencia l  f inanciero.   

 

Esto hace posib le la creación de ol igopol ios f inancieros que 

t ienen la facultad de imponer sus intereses en la sociedad a 

t ravés de leyes como la que se estudia en esta invest igación.   

 

Así la ley de Bancos (decretada en 1999) establece en el 

art iculo 217 l i teral  “a”,  una clara restr icción a las excepciones 

que los deudores pueden plantear lo que se aparta de la ley 

general14.  Disminuyendo los mecanismos de de fensa, ya que solo 

permite las excepciones del pago efect ivo,  error en la l iquidación 

y prescr ipción de la acción,  dejando fuera las otras que establece 

el  Art .  133 Código de Procedimientos Civi les y 639 Código de 

                                                
1 4

 E l  Cód igo C iv i l  y  de  Proced im ientos  C iv i les .  
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Comercio. Pr ivi legiando con el lo e l  crédi t o de los acreedores 

bancarios.  

 

Entonces, en el  t rámite del  ju ic io e jecut ivo en los términos 

de la Ley de Bancos, ¿Dónde queda el  pr incip io de igualdad 

( informador de todos los demás derechos fundamentales)?,  ¿Por 

qué se establecen prerrogat ivas especia les  procesales para los 

bancos si  const i tucionalmente no existen fundamentos suf ic ientes 

para hacer d iferencias o d iscr iminación? ¿Por qué los usuarios 

del  s istema f inanciero,  de acuerdo a la d isposic ión ya 

mencionada no son tratados con las reglas procesales  

generales? 

 

Tenemos pues, que en el  t ramite del  ju ic io e jecut ivo,  en 

cualquiera de los t r ibunales de lo mercant i l  de San Salvador,  la 

restr icción de las excepciones hecha por ley,  afecta a los 

deudores de los bancos, or iginando una clara afectación en el 

patr imonio de el los y sobre todo atentando contra e l  pr incip io de 

igualdad establecido en el  Art .  3 de la Const i tución.  

 

 Un anál is is superf ic ia l  de las d isposic iones legales 

apl icables o necesarias a la invest igación,  nos l leva a la 

conclusión de que la naturaleza de la operaciones de crédi to y la 

necesidad de un expediente efect ivo,  para la recuperación de los 

act ivos cedidos a interés por los bancos, just i f icarían la inclusión 

dentro de nuestro s istema legal de procedimientos especia les 

encaminados a ta l  f in.  
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No obstante, a pesar de que la regla especia l  p lanteada 

toca aspectos únicamente procesales es indudable que en la 

práct ica viene a afectar todo nuestro s istema juríd ico.   

Esto da lugar a un cuest ionamiento sobre la jur id ic idad de 

los pr ivi legios ya  comentados con re lación al pr incip io de 

igualdad. 

 

 Por e l lo es que es importante nuestra invest igación ya que 

dicha jur id ic idad  t rasciende lo puramente normat ivo y afecta 

otros ámbitos de la real idad ( la economía de los usuarios del 

s istema f inanciero local) .   

 

 El  cuest ionamiento de la jur id ic idad de ta les pr ivi legios nos 

sirve como parámetro para  determinar que existe una directa  y 

c lara vio lación a derechos fundamentales. Por Todo lo anter ior es 

importante nuestra invest igación.  

 

 

¿A qué contribuirá la investigación? 

 

El  tema es novedoso ya que no ha sido desarrol lado en  

n inguna invest igación  en referencia a la restr icción de las 

excepciones del juic io e jecut ivo establecido en la Ley de Bancos 

de 1999, y eso se expl ica por la reciente creación de d icho 

cuerpo normat ivo.   

 

La invest igación pretende ser un aporte,  una referencia 

para otras invest igaciones y a l  mismo t iempo, establecer que el 
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pr incip io de igualdad debe ser recogido íntegramente en todo 

cuerpo normat ivo,  y sobre todo mater ia l izarse aunq ue sea de 

forma adjet iva en la t ramitación del ju ic io e jecut ivo,  aunque el lo 

impl ique la modif icación de disposic iones de la legis lación 

secundaria para entrar en armonía con la norma const itucional.  

 

 

3. OBJETIVOS 

 

 

Objetivo General 

 

 Anal izar la restr icc ión en el  t ipo y número de excepciones 

que se alegan en el  ju ic io e jecut ivo mercant i l   regulado en la Ley 

de Bancos y su incidencia  en la efect ividad del princip io de 

igualdad establecido en la Const i tución de la Repúbl ica.  

  

 

Objetivos Específicos 

 

1) Ident if icación del  or igen y desarrol lo h istór ico del 

ju ic io e jecut ivo,  e l  pr incip io de igualdad, y las excepciones.  

 

2) Proporcionar las bases doctr inar ias que sustentan la 

re lación que debe de exist i r  entre el  ju ic io e jecut ivo,  e l  pr incip io 

de igualdad y sus excepciones, estableciendo con dichas bases 

doctr inar ias  que la restr icción en el  t ipo y número de 
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excepciones que se alegan  en el  ju ic io e jecut ivo mercant i l  según 

la Ley de Bancos vulnera el  pr incip io de igualdad  reconocido en 

la Const i tución de la Repúbl ica.  

 

3) Anal izar la redacción de la Legislación Bancaria  

encaminada a pr ivi legiar a un reducido sector poderosamente 

económico en El Salvador.   

 

4) Recopi lar la opin ión de los especia l istas conocedores 

de la problemát ica de la restr icción en las exc epciones 

establecida en la Ley de Bancos.  

 

5) Establecer la incidencia de las restr icciones en el  t ipo 

y número de excepciones en el  ju ic io e jecut ivo mercant i l  en la 

Ley de Bancos, en la apl icación de la Ley,  por parte de los 

operadores del  s istema.  

 

6) Determinar e l efecto de las restr icciones en el t ipo y 

número de excepciones en el  ju ic io e jecut ivo mercant i l  en le Ley 

de Bancos como vio lación del  derecho de igualdad de los 

usuarios del  s istema f inanciero en El Salvador.  

 

7) Determinar la adecuación  de l a legis lación secundaria 

en mater ia bancaria a los pr incip ios establecidos en la 

Const i tución y la Legislación Internacional.  
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4. MARCO DE REFERENCIA 

 

4.1 Antecedentes de la investigación 

 

El t rabajo de graduación de  Frankl in Brizuela Gut iérrez 15  

t i tu lado La Apl icación del  Debido Proceso en la Ley de bancos y 

f inancieras de 1991, hace énfasis de  cómo el  Art .  116 de la 

mencionada ley vio lenta del  debido proceso generando una serie 

de abusos en detr imento de los usuarios del  s istema f inanciero.   

 

El  enfoque de la tesis es consti tucional aunque hace 

algunas anotaciones en mater ia del  procedimiento civi l .  

 

En el  t rabajo de Graduación de Ana Guadalupe Zeledón 

Vi l la l ta de la Universidad Doctor José Matías Delgado 16,  

encontramos que trata de una manera ampl ia la s excepciones en 

el  ju ic io e jecut ivo en los términos de la ley general ,  const i tuye 

una buena referencia para invest igaciones y estudios que versen 

sobre los mecanismos de defensa en el procedimiento ejecut ivo.  

Hace también de antecedentes histór icos de las  excepciones así 

como una ampl ia clasi f icación.  

 

 

                                                
15 Br izuela Gut iérrez,   Frankl in,  La Apl icación del  Debido Proceso 

en la Ley de Bancos y Financieras,  Tesis Universidad de El 

Salvador.   1994. Pág. 17.   
16

Zeledón Vi l la l ta ,  Ana Guada lupe Las  Excepc iones  en e l  Proceso C iv i l ,  

Tes is  Un ivers idad Doc tor  José Mat ías  De lgado,  1989.  
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En el t rabajo de graduación de El izabeth Canales 

Menéndez17,  encontramos específ icamente el  t rámite del  ju ic io 

e jecut ivo en la derogada ley de bancos y f inancieras de 1991.  

 

 También se hace énfasis en el  Ar t .  116 de dicha ley, 

haciendo además una diferencia entre e l  procedimiento del  ju ic io 

e jecut ivo civi l  y e l  mercant i l .   

 

En el  t rabajo de graduación de Tom Alberto Hernández 

Chávez18 de noviembre de 1994, encontramos ampl iamente 

desarrol lado lo que es el ju i c io e jecut ivo mercant i l ,  

general idades, h istor ia y evolución,  pero sin t ratar sobre  su 

t rámite en el  s istema f inanciero, únicamente lo desarrol la a n ivel 

de la ley general  (código de procedimientos civi les y la ley de 

procedimientos mercant i les).   

 

No obstante es un t rabajo de gran interés que profundiza en 

aspectos como antecedentes histór icos del  procedimiento 

ejecut ivo y e l  t rámite de este en la Ley general .  

 

En la d irección electrónica de la Corte Suprema de Justic ia,  

 

                                                
17

 Cana les  Menéndez,  E l i zabeth .  E l  Ju ic io  E jecut ivo  Mercant i l  en  la  Ley de 

Bancos  y F inanc ieras ,  Tes is  Un ivers idad de E l  Sa lvador,  1994,  Pág.  23  
18

 Hernández Chávez ,  Tom  Alber to ,  E l  Ju ic io  C iv i l  E jecu t ivo ,  Tes is  

Un ivers idad de E l  Sa lvador,  1994,  Pág.  19 .  
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www.csj .gob.sv/bar_infe.htm 19 ,  encontramos un pequeño ensayo 

a cargo de Romeo Fort ín Magaña sobre las acciones ejecut ivas,  

es de hacer notar que recoge ampl iamente lo contemplado en la 

legis lación civi l  (Código de Procedimientos Civi l es),  dando 

además bases doctr inar ias sobre la naturaleza, c lasif icación del 

ju ic io e jecut ivo y su t rámite.   

 

En el  s i t io  www.monograf ias.com/derecho 20 se encuentra un 

ensayo a cargo de Gui l lermo Icer Mu nguía  sobre las acciones 

ejecut ivas,  s iempre con un enfoque procesal y teór ico sobre el 

t rámite del  ju ic io e jecut ivo y e l t i tu lo que da lugar a reclamar la 

acción ejecut iva.   

 

En el  s i t io www.fusades.com.sv 21,  encontramos un 

pronunciamiento de dicha inst i tución con respecto al  Art .  116 de 

la ant igua ley de bancos y f inancieras,  en el  cual se concluye que 

dicha disposic ión (que cont iene reglas procedimentales sobre el 

t ramite del  ju ic io e jecut ivo) vulnera el  pr in cip io de igualdad y e l  

debido proceso por generar una serie de abusos y omisiones en 

cuanto a otras normas procesales y mecanismos de defensa para 

los deudores al  momento de t ramitarse un ju ic io e jecut ivo en el 

                                                
19

 For t ín  Magaña,  Rom eo,  Las  Acc iones  E jecut i vas ,  sus  fundam entos  y  

Aspec tos  Jur íd icos .  Doc t r ina  pub l icada en las  rev is tas  e laboradas  por  e l  

Cent ro  de  Docum entac ión  Jud ic ia l ,  Cor te  Suprem a de Jus t ic ia  San  

Sa lvador,  2001 www.cs j .gob.sv/bar  in fe .h tm   
20

 I cer  Munguía ,  Gu i l le rm o El  Ju ic io  E jecut ivo  Mercan t i l ,  

www.m onogra f ias .com / t raba jo6/ jue j / j ue j .sh tm l  

 

 

 

http://www.csj.gob.sv/bar_infe.htm
http://www.monografias.com/derecho
http://www.fusades.com.sv/
http://www.csj.gob.sv/bar%20infe.htm
http://www.monografias.com/trabajo6/juej/juej.shtml
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cual e l  acreedor sea un banco, concluyen que existen pr ivi legios 

por ley a favor de los bancos que no t ienen ningún fundamento 

const i tucional.  

 

 

4.2 Marco histórico 

 

En un estado primit ivo de la organización juríd ica,  la 

e jecución era real izada por e l  propio t i tu lar del  derecho, los 

pr imeros impulsos  del  sent imiento del  derecho lesionado 

consisten,  en una vio lenta reacción contra la in just ic ia causada, 

lo que or igina la defensa pr ivada y la venganza. Todo derecho 

t iene su or igen en la defensa pr ivada y la venganza como 

especie de just ic ia salvaje.  

 

Se comprenden tres aspectos sobre la just ic ia pr ivada: 22 

 

   1) La defensa pr ivada o defensa contra lesiones inminentes.  

 

 2) La venganza o desquite de un mal que ha sido causado.  

 

3) La just ic ia pr ivada en sent ido estr icto o aprobación de la   

cosa a la cual  creemos tener derecho.  

 

                                                                                                                                           
21

 au tor  desconoc ido,  La  v io lac ión  a l  p r i nc ip io  de  Igua ldad y la  Ley de 

Bancos  y F inanc ieras ,  www. fusades .com .sv/ed i to r ia les   
22

 Enc ic loped ia  Jur íd ica  Om eba,  Tom o XVI I I ,  Jac t -Lega,  Ed i to r ia l  Dr isk i l l ,  

S .A.  Buenos  A i res  1978,  Pág.  358.  

http://www.fusades.com.sv/editoriales


 30 

El sent imiento juríd ico se confunde con el  sent imiento del 

derecho propio e l  derecho pr imit ivo responde pues, a l 

sent imiento de venganza. 23 

 

En el  Derecho Romano las ejecuciones se r igieron, durante 

el  t ranscurso de su evolución por  cuatro inst i tuciones   la 

bonorum vendit io,  y  la bonorum dessio,  que eran formas 

universales de adquir i r,  mientras que la manus in ject io,  y la 

p ignoris capio, eran acciones legales,  de carácter solemne, una 

de just ic ia pr ivada y la otra de just ic ia publ ica ,  respect ivamente.  

  

La manus in ject io pr ivada fue el  nexum, por medio del cual 

se garant izaban las deudas con la persona del deudor,  que 

permaneciendo juríd icamente l ibre, tenia e l  estado civi l  de 

obl igado a nexi .  

  

Si  e l deudor no pagaba en la fecha y fo rma convenida, e l 

acreedor tenia e l  derecho de ejerci tar la acción legal  e jecut iva 

de la manus in ject io,  por la que pedía autor ización al magistrado 

para detener a l  deudor en su causa, hacerlo t rabajar y cast igar lo 

con azotes durante el  termino de t re inta  días, t iempo en el  que 

l levaba al  deudor o nexi  a l  mercado, ahí se le exhibía cargado de 

pesos que no podía exceder de quince l ibras,  para ante cualquier 

persona que pagara la deuda, e l  deudor quedaba somet ido a 

servidumbre y se le podía vender como escla vo pasados sesenta 

                                                
23

Hernández Chávez,  Tom  Alber to ,  Op.  C i t   Pág.  7  
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días.  Pero cuando los acreedores eran var ios podía matarse al 

nexi  y repart i rse el  cuerpo en pedazos en pago de las deudas 24.  

 

Por e l lo era que el deudor que no pagaba, debía entregarse 

al  acreedor para indemnizarlo del per ju ic io que le o casionaba la 

fa l ta de pago. Y no solo su cuerpo sino  también sus bienes y 

famil ia;  El  acreedor es realmente dueño del deudor,  t iene un 

verdadero derecho de propiedad sobre la persona del deudor.  El 

procedimiento ejecut ivo de las obl igaciones, en el  ant igu o 

derecho romano estaba const i tu ido por e l  régimen de ejecución 

personal en el  que el  deudor l legaba a quedar reducido a 

esclavi tud por consecuencia de su fa lta de pago. El  acreedor 

adquir ía así e l  derecho de vender a su deudor o de darle muerte 

s i  eso le p lacía.  Ese sistema fue abol ido en el  s iglo IV Antes de 

Cristo,  pero subsist ió la servidumbre por deudas hasta degenerar 

poco a poco en simple pr is ión. 25 

 

La esclavi tud del  deudor t raía como consecuencia la 

adquisic ión tota l  de su patr imonio por parte del a mo. El  s istema 

atenuado de la servidumbre l levaba también en si  la 

consecuencia de que el  e jecutante adquir ía toda la hacienda de 

su deudor.  En aquel los t iempos, e l  incumpl imiento de la 

obl igación val ida,  equival ía a un del i to,  así la e jecución tenia por 

objeto,  más que dar sat isfacción al  acreedor,  imponerle por su 

capit is deminut io el  cast igo que merecía.   

                                                
24

 Ídem ,  Pág.  9  
25

 Tom as ino Hum ber to :  E l  Ju ic io  E jecut ivo  en  la  Leg is lac ión  Sa lvadoreña,  

Ed i to r ia l  Jur íd ica  Sa lvadoreña,  2ª .  Ed ic ión ,  San Sa lvador.  Pág.  10  
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Esa ejecución l levada a ese extremo, requería naturalmente 

como act ividad previa,  la decis ión de culpabi l idad del deudor,  por 

e l  procedimiento que correspondía a la naturaleza de la 

reclamación. A veces se l legaba a el los mediante el 

procedimiento por cognición,  que se vent i laba ante el  pretor,  en 

forma de jur is, en el  cual pr ivaba la potestad autor i tar ia de aquel 

magistrado tenido como delegado del sobe rano. En los casos en 

que ese procedimiento  era apl icable,  la decis ión era considerada 

como de valor incontrovert ib le, por efecto inherente de la 

persona del pretor.  Tal  decis ión no tomaba la designación de la 

sentencia s ino que se le l lamaba decreto o in terdicto.  Otras 

veces se l legaba al  procedimiento ejecut ivo por efecto del 

procedimiento in iudi t io,  e l  cual era el verdadero ju ic io y 

terminaba con la sentencia.  Este úl t imo era el  procedimiento 

ordinario que af i rmaba que la e jecución era una consecuencia  

obl igada de la sentencia o de la decis ión del  soberano que se 

encargaba al  pretor. 26 

 

Como puede verse,  no exist ía en esos t iempos remotos el 

ju ic io e jecut ivo actual  caracter izado por la intervención del 

Estado para que se cumpla lo convenido, antes de res olverse,  

por sentencia pasada en autor idad de cosa juzgada, la 

responsabi l idad def in i t iva del  deudor. 27 

                                                
26

 For t ín  Magaña,  Rom eo:  La  Acc ión  E jecut i va ,  sus  Fundam ento s  y Aspec tos  

Jur íd icos ,  Doc t r ina  Pub l icada  en las  rev is tas  e laboradas  por  e l  Cent ro  de 

Docum entac ión  Jud ic ia l ,  Cor te  Suprem a de Jus t ic ia ,  San Sa lvador,  2001.  

Pág.  3 ,  en  s i t io  W eb:  www.cs j .gob.sv/bar  in f e .h tm   
27

 For t ín  Magaña,  Romeo.  Op.  C i t .  Pág.  4  

http://www.csj.gob.sv/bar%20infe.htm
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Fue mas tarde, que el pretor introdujo la acción directa contra e l 

patr imonio del  deudor o e jecución real  en forma de missio in 

bona, por lo cual se adjudicaba al  acreedor que lo sol ic i taba, la 

posesión de todos los b ienes de su deudor.  Ese procedimiento 

causaba un concurso de acreedores.  Hubo una ley  que concedió 

a los deudores el  derecho de evi tar esa missio in bona por 

recurso de ceder espontáneamente sus bienes a los acreedores. 

Este recurso fue reconocido por cesio bonorum y daba lugar a l 

benef ic io de competencia a favor del deudor.  

 

Esas acciones generales fueron después a favor del deudor, 

creada por e l  propio Pretor,  como una forma especif ica de 

ejecución dir igida contra determinados bienes mediante embargo, 

esto fue,  en acciones pignorat ic ias,  e l  l lamado pignus in judicati 

causa captum y era concedido por e l magistrado a su arbi t r io.  

 

Toda esa evolución del  procedimiento ejecut ivo siguió 

asentándose; Sin embargo en cualquiera de esos dos pi lares de 

que antes se ha hablado, e l  decreto autor i tar io del  pretor o la 

sentencia pasada en autor idad de cosa juzgada.  

 

La palabra “sentencia” estaba reservada en Roma a las 

resoluciones que tenían fuerza de cosa  juzgada, esto es la res in 

iudi tum  deducida,  o sea lo que ya ha sido controvert ido y que 

const i tuye así e l  b ien juríd icamente protegido.  

 

El  procedimiento ejecut ivo de los romanos or iginado como 

se ha dicho, como una consecuencia necesaria del  cumpl imien to 
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coact ivo de la sentencia o del  derecho del pretor,  d istaba mucho 

de ser e l procedimiento moderado de la actual idad. Abarcaba, 

como hemos visto,  medidas de apremio en la persona y en la 

tota l idad de los b ienes del deudor,  pudiendo con estas medidas 

l legarse a establecer la esclavi tud de los deudores con derecho 

de vida y muerte.  Ya se ve pues, que el  procedimiento retardado 

romano, esta perfectamente just i f icado entre las consecuencias 

que se derivan de la sentencia,  hay sin embargo que aclarar que 

era todo un progreso en mater ia de procedimientos,  la e jecución 

especia l  que se fundaba en el  p ignus in causa judiat i  captum, 

pero no hay que confundir  esos procedimientos con el  moderno 

ju ic io e jecut ivo,  también, s i  por la denominación se va,  los 

papiros gr iegos demuestran la existencia de un procedimiento 

monitor io basado en t í tu los que l levaban aparejada ejecución.  

 

En los contratos las partes se sujetaban, para el  caso de 

incumpl imiento, a la e jecución sin ju ic io previo (pactum 

execut ivum) además fundándose en los actos y mas 

específ icamente,  en los contratos celebrados con intervención 

notar ia l  y en muchos lugares también, basándose en simples 

documentos pr ivados, se producía una sentencia,  que se hacia 

cargo tan solo de las excepciones de pronta y fáci l  prue ba, y en 

su defecto condenaba conservando al deudor del  derecho de 

hacer valer mas tarde las otras excepciones. 28 

 

Moderadas las consecuencias de la sentencia,  tenían 

también que irse estableciendo así procedimientos más rápidos 
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que fueran independientes de  la sentencia pasada en autor idad 

de cosa juzgada y  -mas aun- de todo decreto autor i tar io,  que 

fuera semejante al que pronunciaba el  pretor.  

 

En la edad moderna cont inuo teniendo siempre la sentencia 

consecuencias graves para el  deudor,  la pr is ión por deu das es de 

el iminación  reciente en la mayor parte de las legis laciones, 

subsist iendo todavía en var ias naciones.  

 

La inf luencia germánica indudablemente fue grande en el 

procedimiento,  estando de acuerdo la mayor parte de los autores 

en que el  procedimiento actual  es de t ipo romano germánico.  Así 

vamos l legando al  procedimiento especia l  que nos interesa, o sea 

a la forma moderna del ju ic io e jecut ivo.  

 

 

4.3 Marco Doctrinario 

 

Podemos tomar como referencia para la categoría del 

debido proceso algunas nociones  importantes que sobre ta l 

concepto t ienen las legis laciones de Argent ina y Estados Unidos, 

así pues, en el  derecho const i tucional argent ino existe inst i tu ida 

la garantía que en los Estados Unidos se denomina el  debido 

proceso legal aunque sea de forma sus tant iva,  como garantía 

innominada y genérica de la l ibertad individual  

 

                                                                                                                                           
28 I b i d em ,  P á g .  4  
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El Juicio Ejecutivo 

 

El ju ic io e jecut ivo es el  procedimiento que se emplea a instancia 

de un acreedor contra su deudor moroso para exigi r le breve y 

sumariamente el  pago de la cant idad l iquida que le debe de plazo 

vencido y en vi r tud de documento indubitado. El  ju ic io e jecut ivo 

no se dir ige a declarar los derechos dudosos o controvert idos, 

s ino a l levar a efecto los que se encuentran reconocidos por 

actos o en t í tu los de ta l  fuerza que e l  derecho del actor es 

legít imo. En el  ju icio ordinario,  a l  presentarse la demanda ante el 

juez,  cumpl idos los requisi tos,  e l  órgano jur isdiccional comunica 

la demanda al  demandado, señalando plazo para que se 

const i tuya como ta l  en l i t igio,  e l  procedimien to se desenvuelve 

regularmente,  dentro de las d isposic iones precept ivas de la ley 

procesal.29 

En el  ju ic io e jecutivo,  sucede algo dist into,  e l  juez no sólo 

debe cuidarse de examinar los requisi tos generales de la 

demanda, s ino que la pet ic ión de un procedim iento especia l  le 

p lantea al  juzgador,  e l  problema de la legi t imidad de concederlo 

s i  reúne todas las condiciones a que la ley la subordina. Luego 

sin audiencia del  deudor,  expide contra é l  una t r ip le autor ización: 

mandato,  amenaza y actuación coact iva de la amenaza.  

 

La naturaleza juríd ica del  ju ic io e jecut ivo es la de un proceso 

sumario.  La palabra ejecut iva denota la idea de ejecución. No 

                                                
29

 I cer  Munguía ,  Gu i l le rm o El  Ju ic io  E jecut ivo  Mercan t i l ,  ensayo  en s i t i o  

web:www.m onogra f ias .com / t raba jo6/ jue j / j ue j .sh tm l .pag.  2  
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están de acuerdo todas las legis laciones en cuanto al momento 

en que deben efectuarse las medidas de apremio personal ;  en 

algunas como la nuestra,  e l  apremio personal es al  in ic iarse el 

ju ic io e jecut ivo,  juntamente con la admisión de la demanda, 

mediante el embargo, anter ior a todo conocimiento del asunto por 

parte del  demandando. En otras legis laciones el  ju ic io e jecut i vo 

está d ivid ido perfectamente en dos períodos, e l  de conocimiento 

rápido o cognición que termina con la sentencia y e l  de apremio 

que es su consecuencia.  Conserva así,  en esa úl t ima forma, más 

semejanza con el  ju ic io ordinario,  del  cual es -d igamos así-  una 

reproducción en miniatura,  pues el  ju ic io ordinario t iene también 

período de conocimiento que termina con la sentencia pasada en 

autor idad de cosa juzgada y período de ejecución,  reducido en la 

fase de apremio30.  

No obstante,  la forma abreviada de ju ic io  de que l legó a 

revest i rse la acción ejecut iva,  no podía,  en manera alguna 

sat isfacer a l  interés públ ico como forma def in i t iva,  apropiada 

para resolver la cuest ión debat ida.  Se aceptó aquel ju ic io 

especia l  como forma obl igada por la necesidad económica, pe ro 

con la salvedad de que la act ividad que se ponía en juego, por 

d isposic ión del  juez no impl icaba en sí la resolución de que el 

e jecutado estaba irremisib lemente condenado. Esa resolución 

judic ia l  del  ju ic io e jecut ivo l leva imvívi ta la duda de si  el 

e jecutado es realmente deudor;  cuest ión  que sólo puede ser 

resuelta en el  ju ic io ordinario correspondiente.  La sentencia del 

                                                
30 Icer Munguía,  Gui l lermo El Juic io Ejecut ivo Mercant i l ,  ensa yo 

en si t io web:www.monograf ias.com/trabajo6/ juej / juej .shtml.pag.3  
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ju ic io e jecut ivo está d ic iendo: "Tú, e jecutado, podrás ser o no 

deudor de la suma que se te reclama: cuest ión es esa que sólo la 

sentencia def in i t iva en ju ic io ordinario puede resolver;  lo que 

aquí se ve,  únicamente,  es que tú f i rmaste ese documento o que 

en alguna forma te obl igaste a lo que expresa, que no has 

opuesto en término excepción vál ida que lo desvir túe,  n i  en 

cuanto a tu capacidad para obl igarte,  n i en cuento a la existencia 

de la misma; por consiguiente,  por corta providencia, s i  dentro 

del  término de la e jecutor iedad de este fa l lo,  no ha sido pagada 

la suma que expresa el  documento,  e l  juez tomará el  puesto tuyo 

y hará en tu nombre pago directo de la suma que el  documento 

expresa.  

 

Estando así implíc i ta,  como se ve,  la duda acerca de si  la  

persona ejecutada es o no deudora,  la sentencia del  ju ic io 

e jecut ivo no puede ser nunca condenator ia en cuanto se ref iere 

a l  fondo de la cuest ión debat ida.  El  proceso judic ia l  debe 

conservar su fondo propio,  en cada una de sus manifestaciones. 

Con razón se ha dicho que el  procedimiento ejecut ivo que nace 

de instrumento que t iene fuerza ejecut iva es la e jecución 

ant ic ipada de la sentencia,  dando por supuesto que esa 

sentencia ha de ser favorable a la parte e jecutante.  

 

  Si  la sentencia del  ju ic io e jecut ivo deja como queda dicho, 

abierto e l  campo para que sea def in ido poster iormente si  se debe 

o no la suma reclamada, con todas las consecuencia s juríd icas 

que ese fa l lo tendría,  no hay razón just i f icable para que sean 

cambiados los a lcances del ju ic io e jecut ivo y para que en la 
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práct ica se considere ese ju ic io como condenator io. No necesita 

tergiversarse la importancia del  procedimiento para que sea 

obtenida y sat isfecha la pretensión de la parte demandante:  ésta, 

lo que busca es que la act ividad coerci t iva judic ia l  se sust i tuya a 

la parte deudora,  para obtener la prestación que reclama 31 

 

El  t í tu lo e jecut ivo t iene dos signif icados: sustancia l  y  formal :  

 

  Sustancia l :  consiste en la declaración en él contenida y en 

esa declaración es que debemos buscar los requisi tos de 

fondo (certeza, l iquidez,  exigib i l idad).  

 

  Formal :  los requisi tos de forma se ref ieren al  documento 

mismo, a l  t í tu lo,  a l documento que  cont iene esa 

declaración.  Hay muchas clases; documentos públ icos, 

documentos pr ivados, documentos emit idos por funcionarios 

judic ia les,  administrat ivos,  emit idos exclusivamente por los 

part iculares que serán los pr ivados, mercant i les,  c ivi les,  

muchas clases de documentos, entonces la ley toma alguna 

de esas clases de documentos y d ice:  estos son 

documentos en algunos casos exige requisi tos más que 

otros,  es decir un documento que or iginalmente,  

pr imordia lmente no ejecut ivo,  se puede hacer e jecut ivo por 

e jemplo:  El  documento pr ivado, se puede hacer e jecut ivo 

mediante el  reconocimiento judic ia l .   

                                                
31

 I cer  Munguía ,  Gu i l le rm o El  Ju ic io  E jecut ivo  Mercan t i l ,  

www.monograf ias.com pag.4  
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Requisitos del juicio ejecutivo:  

 

Los requisi tos de fondo y forma están contenidos en la 

def in ic ión de Manresa y Navarro.  Dice Manresa y Navarro 32 que 

el  ju ic io e jecut ivo es el procedimiento que se emplea a instancia 

de un acreedor para exigi r le a su deudor moroso, breve y 

sumariamente el  pago de una cant idad l íquida,  de plazo vencido 

y que conste en documento indubitado. Este es el  t í tu lo 

e jecut ivo.  Aquí def ine Manresa el  ju ic io e jecut ivo de dar.  En esta 

def in ic ión se encuentran los requisi tos del  ju ic io e jecut ivo 

conforme la jur isprudencia,  ant igua.  

 

Esos requisi tos son, la existencia de:  

1) acreedor c ierto  

2) un deudor también cierto  

3) una deuda l iquida 

4) p lazo vencido o mora como dice nuestro Código  

5) Finalmente el  t í tu lo e jecut ivo,  Documento Mater ia l .  

 

Los requisi tos de fondo son tres:  

 

El t í tu lo e jecut ivo debe ser c ierto ,  la  certeza quiere decir  

que el  juez a pr imera vista,  con sólo leer e l  t í tu lo e jecut ivo deb e 

quedar informado de quien es el  acreedor y de quien el  es 

deudor.  La sola lectura del  t í tu lo e jecut ivo debe suministrar los 

datos suf ic ientes y bastantes.  Si  los datos que se necesitan para 

                                                
32

 Manresa  y Navar ro ,  Derecho Procesa l  C iv i l ,  Tom o I I ,  E d i to r ia l  Har la ,  

España ,  1966,  Pág.  405.  
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l iquidar la deuda no aparecen en el  t í tu lo e jecut ivo,  entonces 

carece de este segundo requisi to de fondo para ser considerado 

como t í tu lo e jecut ivo.   

 

La l iquidez de la obl igación de la deuda, por medio de datos 

que of rezca el  mismo t í tu lo e jecut ivo,  e l  mismo documento no 

datos extrat í tu los, es decir,  sólo conocer lo q ue se debe, s ino 

cuánto se debe; en eso consiste la l iquidez,  ha de ser l íquida la 

obl igación para poder exigirse en la vía e jecut iva o  lo que es 

igual,  cant idad cierta y determinada.  

 

La exig ib i l idad :  vamos a ver en qué consiste la exigib i l idad, 

porque nuestro código al  def in ir  e l  ju ic io e jecut ivo dice que el 

deudor ha de ser deudor moroso, así lo d ice también Manresa y 

Navarro 33 cuando af i rma que el  procedimiento que se emplea a 

instancia de un acreedor para exigi r le su deudor moroso breve y 

sumariamente el pago de una cant idad l iquida exigib le que 

resulta de un documento indubitado. ¿El concepto de mora en el 

ju ic io,  es e l  mismo que tenemos en los ju ic ios ordinarios,  es 

decir  con cr i ter ios c ivi l is tas? No, no es el mismo concepto. El 

concepto de mora con c r i ter io c ivi l is ta es aquel que resulta 

después de la int imación judic ia l  o extra judic ia l .  De modo que al  

deudor para colocarle en mora hay que int imarlo de previo 

porque la mora impl ica la facul tad del  acreedor a cobrar le al 

deudor moroso, daños y perju ic ios, impl ica si tuación de culpa, de 

modo que no se confunde con el  s imple retardo cuando vence el 

p lazo, no es el día e l que interpela, no es el día del  vencimiento 
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del  p lazo el  que const i tuye en mora al  deudor,  s ino que la 

int imación,  porque si  se deja pasar e l  p lazo y e l  acreedor no 

cobra hay que suponer que ese acreedor no necesita e l  

cumpl imiento de la obl igación,  esa es una act i tud graciosa de su 

parte.  Pues, en el  ju ic io e jecut ivo,  la s i tuación de mora se 

confunde con la de retardo, de modo que la deud a es exigib le 

e jecut ivamente desde que ha vencido el  p lazo, desde que ha 

sucedido la condición a la cual estaba subordinada la exigencia, 

e l  reclamo de la obl igación,  de modo que usted no lo t iene que 

colocar en estado de mora en una si tuación de mora prev ia a ese 

deudor para poder e jecutar lo,  por e l vencimiento del  plazo ya es 

deudor moroso como dice la def inic ión de nuestro código,  es 

deuda exigib le.  Sólo en las obl igaciones de hacer es que 

requiere la int imación del deudor para poder e jecutar lo en una 

si tuación previa de mora. Pero en las obl igaciones de dar como 

en las de no hacer,  no es necesaria la int imación judic ia l  n i  

extra judic ia l ,  e l  vencimiento del  p lazo lo coloca en estado de 

mora para los efectos de la e jecución.  De modo que en el  ju ic io 

e jecut ivo como dice Emil io Reus, no se t rata de decid ir  o de 

conocer,  sobre lo derechos dudosos o controvert idos,  se t rata 

más bien de l levar a e jecución lo que consta,  lo que aparece en 

el  t í tu lo e jecut ivo,  derechos claros, def in idos,  indiscut ib le,  pero 

toda esta jur isprudencia ant igua se ha modif icado. Hoy, e l  ju ic io 

e jecut ivo más bien const i tuye una modal idad del ju ic io de 

cognición,  del  proceso de cognición,  solo que la fase 

cognosci t iva queda reducida a su mínima expresión.  En el  ju ic io 

e jecut ivo el  juez le cree al  actor,  cree por lo menos hasta ese 

                                                                                                                                           
33 Manresa y Navarro,  Op. Cit .  Pág. 419.  
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momento que t iene la razón y por e l lo es que condena in nomine 

l i t is  inaudita parte,  a l  e jecutado a pagar.  (En el  ju ic io ordinario e l 

juez ¿cuándo ordena pagar? Cuando queda dicta sentencia, y s i  

no paga en el  ac to le embarga sus bienes, pero eso no queda 

f i rme).  

 

El Debido Proceso 

 

Es necesario para t ratar lo concerniente al  debido proceso 

hacer mención de cómo se encuentra regulado en el  derecho 

comparado para el  caso, pues en el  Derecho Const i tucional 

Argent ino existe inst i tu ida la garantía que en los Estados Unidos 

se denomina el  debido proceso legal (sustant ivo) como garantía 

innominada y genérica de la l ibertad juríd ica individual.  

 

Esta formula gramat ical  “debido proceso” no esta 

mencionada expresamente en la Const i tución  Argent ina,  por lo 

que es una garantía innominada pero sí existen los pr incip ios 

const i tucionales del  debido proceso legal,  es decir  del  aspecto 

procesal,  que impl ica una garantía de ciertas formas procesales, 

y un debido proceso sustant ivo que t iene como signi f icados 

ciertos contenidos o mater ia de fondo, p lasmados en la ley 

pr imaria y leyes secundarias.  

 

Para ampl iar de manera más especif ica la parte procesal 

adjet iva y la parte procesal sustant iva,  d iremos que con respecto 

al  debido proceso adjet ivo se establece que nadie puede ser 

pr ivado judic ia l  o administrat ivamente de sus derechos 
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fundamentales sin que se cumplan ciertos procedimientos 

establecidos en las leyes,  por una ley que deberá dar al  individuo 

razones de su defensa y de igualdad procesal,  así como también 

en lo re lat ivo a un debido proceso sustant ivo,  es decir  como 

patrón estándar axio lógico de Razonabi l idad siendo lo que 

enmarca la garantía procesal de la l ibertad individual,  p lasmada 

en la Const i tución Argent ina.  

 

Mencionamos ahora los l ineamientos en general  del  debido 

proceso en los Estados Unidos, s iendo estos los s iguientes:  en 

su “ faz” procesal,  const i tuye un conjunto de reglas y 

procedimientos t radic ionales que el  legis lador y e l  e jecutor de la           

ley deben observar cuando en el  cumpl imiento de las normas 

condicionan la act ividad los órganos  e jecut ivo,  legis lat ivo y 

judic ia l ,  además de regular la conducta de las personas.  

 

Dicho de otra manera,  estas reglas vienen a const i tuir  las 

garantías procesales adjet ivas y sustant ivas que consti tuyen en 

su parte adjet iva procedimientos en cuanto a la restr icción de 

derechos individuales y asimismo, la prohib ic ión de afectar los 

derechos por leyes retroact ivas como la obl igación de apl icar 

formal idades de not if icación y audien cia a l  proceso en toda 

causa o ju ic io.  

 

El  debido proceso es un instrumento ingeniosamente 

elaborado para viabi l izar e l  contro l  const i tucional de los actos del 

Estado legis lador, y por e l lo es una garantía.  Esto es una tute la 

f rente a los posib les excesos del legis lador,  cuando atenido a sus 
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funciones legis lat ivas puede atentar contra los derechos de los 

part iculares,  ta les como la vida,  la l ibertad,  la propiedad, etc.  

 

El  debido proceso legal,  pues,  es un conjunto de derechos 

establecidos en la Const i tución,  cuyo respeto es imprescindib le 

para afectar los derechos de una persona, y lo conceptual iza 

también como el  conjunto de condiciones y requisi tos juríd icos 

procesales necesarios a una persona.  

 

Este conjunto de condiciones y requisi tos const i tuyen el 

mínimo de garantías esencia les tendientes a tute lar e l  l ibre 

e jercic io,  y goce de los derechos.  

 

El  concepto actual  por vía posi t iva del  debido proceso en su 

faz procesal,  const i tuye  un conjunto de reglas y procedimientos 

t radic ionales que el  legis lador y e l e jecutor de la ley  deben 

observar cuando el  cumpl imiento de las normas que condicionan 

la act ividad de esos órganos (e jecut ivo,  legis lat ivo,  judic ia l) 

regulan juríd icamente la conducta de los individuos y restr inge la 

l ibertad civi l  de los mismos.  

El  concepto del debido proceso en su fase sustant iva 

const i tuye un patrón o modelo de just ic ia para determinar dentro 

del  arbi t r io que deja la const i tución a los t res órganos,  lo 

axio lógica mente val ido del  actuar de dichos órganos, es decir,  

hasta donde pueden restr ingir  en el  e jercic io su arbi t r io la 

l ibertad o el goce de otros derechos del individuo. Para nosotros, 

e l  debido proceso legal es un procedimiento que dicta e l 

legis lador,  que consiste en un patrón de just ic ia,  encaminado a 
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cumpl ir  los preceptos const i tucionales concret izado en leyes 

secundarias,  para garant izar los derechos individuales 

sustant ivos y su parte procesal.  

 

Principio De Igualdad 

 

El pr incip io de igualdad juríd ica se fundamenta en la ét ica y 

se proyecta como condición juríd ica exigida por la idea de la 

persona humana. La igualdad signi f ica paridad formal ante el  

Derecho –igualdad ante la ley-;  y asimismo cont iene como 

desiderátum la promoción de un estado de cosas en que haya 

igualdad de oportunidades.  

 

La doctr ina contemporánea acepta  que la igualdad, mas que 

un derecho fundamental  autónomo es un pr incip io informador del  

e jercic io de los derechos fundamentales.  La igualdad carece de  

contenido propio, funcionando como cr i ter io de desarrol lo de los 

derechos fundamentales 34.   

 

En la idea l iberal  c lásica,  abol iéndose los pr ivi legios y 

consagrada la l ibertad y la igualdad, los c iudadanos son iguales. 

La ley por tanto debe ser general ,  es decir,  igual para todos. La 

general idad de la Ley es el  instrumento para preservar esa 

igualdad de los c iudadanos existentes en el punto de part ida,  los 

cuales deben acomodarse a ley para optar a sus benef ic ios.  

 

                                                
34

 José A lb ino  Tine t t i ,  y  o t ros ,  Manua l  de  Derecho Cons t i t uc iona l ,  Tom o I I ,  

UCA Ed i to res ,  E l  Sa lvador,  1999,  Pág.  795.  



 47 

La idea socia l ista por e l  contrar io cr i t ica la general idad de 

la ley,  porque ese era el instrumento concreto para perpetuar la 

desigualdad, Más bien dicen los socia l istas el  legis lador debe 

introducir  desigualdades para lograr la igualdad real  de todos los 

administrados35.  

 

En la acepción t radic ionalmente aceptada, la igualdad 

signi f ica que varias personas en número indeterminado, que se 

encuentran en una misma si tuación,  tengan la posib i l idad y 

capacidad de ser t i tu lares de las mismas obl igaciones y derechos 

que se derivan de ese mismo estado, o sea como  una apl icación 

regular,  correcta de las d isposic iones const i tucionales y legales,  

s in otra restr icción que las que el las mismas determinen.  

 

La concepción contemporánea de igualdad que es con la 

que nos ident if icamos y que se recoge en nuestro ordenamiento 

juríd ico,  d ist ingue entre igualdad ante la ley y la igualdad en la 

ley.  La pr imera,  se interpreta como una apl icación de la ley 

conforme a la ley,  como una apl icación regular,  correcta,  de las 

d isposic iones legales,  s in  otras dist inciones de supuestos que 

los determinados por la ley;  y la segunda se hace resid ir  en un 

t ratamiento juríd ico igual para  supuestos de hecho iguales y en 

un t ratamiento juríd ico di ferenciado de esos supuestos cuando 

haya una just i f icación razonable.  

 

                                                
 
35

 José A lb ino  Tine t t i ,   y  o t ros ,  Op.  C i t .  Pág .  797 .  
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La igualdad ante la ley establece que todas las personas 

son iguales ante la ley,  es decir  que f rente a supuestos de hecho 

iguales,  las consecuencias deben ser las mismas, evi tando toda 

desigualdad arbi trar ia y no just i f icada. Además por e l lo se 

reconoce la prohib ic ión de pr ivi legios jur íd icos,  basados en 

circunstancias diferencia les de los individuos.  

 

Hay que precisar muy bien el  contenido del pr incipio de 

igualdad de acuerdo con su vis ión contemporánea así tenemos 

que  en sent ido real  y efect ivo de ta l  pr incip io se derivan 

corolar ios los cuales para el caso concreto que nos corresponde, 

por su importancia son:  

 

a)  El  legis lador  puede, s in reducirse a la pura 

igualdad ante la ley introducir  conscientemente ciertas 

di ferencias de t ratamiento   juríd ico con vistas a lograr la 

igualdad real  y efect iva.  

b) Existe una proporcional idad entre la f inal idad 

const i tucionalmente l íc i ta de dar una igualdad real y los 

medios empleados para el lo. Esto just i f ica, bajo c iertos 

supuestos, que determinadas desigualdades juríd icas 

t iendan a corregir  desigualdades de hecho y por tanto,  a 

conseguir  la igualdad real .  

 

c)  La función de la igualdad real  y efect iva no 

puede dar lugar a resultados contrar ios a los derechos y 

l ibertades fundamentales,  n i  pueden producirse normas 

contrar ias a otros preceptos o pr incip ios const i tucionales, 



 49 

como tampoco se puede con ta l mot ivo vulnerar e l  la 

igualdad, que rechaza di ferencias discr iminator ias.  

d) La medida diferencia l  debe ser necesaria para la 

protección de bienes y derechos pretendida  por e l 

legis lador,  y por este f in, ser asimismo relevante.   

 

No puede el  legis lador establecer d ist inciones art i f ic iosas o 

arbi t rar ias entre s i tuaciones homogéneas o cuyas di ferencias 

reales,  s i existen,  l lámense económicas,  socia les,   pol í t icas,  o de 

cualquier otra c lase, carecen de  re levancia,  para un t rato 

juríd ico procesal di ferente.  

 

A nuestro cr i ter io tomando en consideraci ón todo lo anter ior 

debe exist i r  una completa  armonía entre e l  ju ic io e jecut ivo,  e l  

debido proceso y del  pr incip io de igualdad porque a pesar de que 

la modernidad y la naturaleza y resguardo de los intereses 

económicos haga necesario una efect iva y rápida  apl icación de 

las normas procesales,  precisamente por e l lo deben estar d ichas 

formas impregnadas del debido proceso y del  pr incip io de 

igualdad. Así pues si  la f inal idad del legis lador era proteger el 

crédi to,  e l  interés económico de las inst i tuciones ban carias (que 

ya de por s i  en una economía de l ibre mercado como 

supuestamente es  la nuestra  esta perfectamente resguardado) 

debió s iempre de atender a l  debido proceso legal y a l  pr incip io 

de igualdad. Y no crear d isposic iones como el  Art .  217 de la Ley 

de Bancos que da lugar a una serie de abusos y restr icciones en 

el  t rámite del  ju ic io e jecut ivo según la Ley ya mencionada.  
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4.4 Marco Normativo Jurídico 

 

Las disposic iones legales que se ut i l izaran son los art ículos 

3,  11,  183 y 185 de la Const i tución de l a Repúbl ica 36 y los 

art ículos 587, 588, 589, 590, 593, 594, del  Código de 

Procedimientos Civi les 37,  e l  art ículo 2 de la Ley del  Notar iado 38,  

e l  art ículo 49 de la Ley de Procedimientos Mercanti les 39,  y la 

d isposic ión legal que consideramos que vulnera pr incip io s 

const i tucionales,  el   art ículo 217 l i teral  a) de la Ley de Bancos 40 

 

De la Const i tución es necesario mencionar que el  Art .  3 

establece que todas las personas son iguales ante la ley,  la 

igualdad impl ica pues la no -discr iminación y se presenta como 

una re lación en vir tud de la cual cabe reconocer a todos los 

hombres sus derechos fundamentales y su plena dignidad 

evi tando discr iminaciones arbi t rar ias.   

 

El  mismo impl ica la necesidad de dársele igualdad de 

oportunidades a cada uno de las partes para el solo e fecto de 

que puedan defender sus posic iones y derechos que est imen 

tute lables.  

 

                                                
36

Cons t i t uc i ón  de  la  Repub l i ca  de  E l  Sa l vado r,  Ed i t o r ia l  L i s ,  E l  Sa l vado r,  2001 .  
37

Cód igo  de  P roced im ien tos  C i v i les ,  Ed i to r i a l  Ju r íd ica  Sa l vado reña ,  E l  Sa l vador,  

1999 .  

 

 

 
38

Recop i l ac i ón  de  Leyes  en  Ma te r i as  Nota r ia l es  y  Reg ís t ra l es ,  E l  Sa l vado r   2002 .  
39

 Ley  de  P roced im ien tos  Mercan t i l es ,  Ed i t o r ia l  L i s ,  E l  Sa l vado r,  2000 .  
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Corolar io del  pr incip io de igualdad regulado en el  Art .  3,  es 

e l  Art .  11 también de la const i tución, e l  cual establece que “nadie 

puede ser pr ivado de sus derechos fundamentale s sin ser 

previamente oído y vencido en ju ic io con arreglo a las leyes “.  

 

 Ahora bien, para nuestro caso concreto es necesario 

determinar cuales son las d isposic iones de la ley secundaria que 

deben atenerse al  pr incip io de igualdad, así tenemos que el 

Código de Procedimientos Civi les en los  art ículos.  593 -599, 

establece el  procedimiento normal para el  ju ic io e jecut ivo que a 

grandes rasgos t iene las s iguientes fases:  

 

a) Demanda, con t i tu lo que contenga fuerza ejecut iva.  

b) Admisión de la demanda, decreto de emb argo, 

c) Not i f icación del  decreto de embargo (emplazamiento)  

d) Contestación de la demanda (3 días),  aquí se pueden 

alegar todas las excepciones posib les y at inentes al  

caso. 

e) Término de prueba (8 días)  

f ) Sentencia de Remate,  Absolutoria,  Desest imator ia, 

Inhib i tor ia,  Sobreseimiento,  etc.  

g)  Publ icación de carte les y  

h) Subasta.  

 

Con respecto al  punto 1,  la demanda con t i tu lo e jecut ivo,  e l  

art ículo 587 del Código de Procedimientos Civi les d ispone cuales 

                                                                                                                                           
40

 Ley  de  Bancos ,  Cen t ro  de  I n fo rmac ión  de  l a  Supe r i n tendenc ia  de l  S i s tema 

F inanc ie ro ,  e l  Sa l vado r,  2001 .  
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son los instrumentos que traen aparejada ejecución, tenemos que 

estos son: 

a) los instrumentos públ icos  

b) los autént icos 

c) e l  reconocimiento y  

d) la sentencia  

 

Luego el  art ículo 588 del mismo código establece que a la 

pr imera clase pertenecen entre otros:  

 

Las escr i turas públ icas or iginales o de pr imera saca otorgadas 

según las leyes,  y las copias poster iores sacadas del protocolo o 

del  l ibro de t ranscr ipciones con las formal idades legales;  

 

Las disposic iones testamentar ias legalmente comprobadas en 

todo lo que no sea favorable a la testamentaría;  

 

Los test imonios de tomas de razón d e hipotecas expedidos en 

la forma debida,  en el caso del Art ículo 276 y los test imonios de 

la cabeza, p ie e h i juela de part ic ión;  

 

Los instrumentos públ icos emanados de país extranjero, 

cuando se hubieren l lenado las formal idades requeridas en el 

art ículo 261. 

 

Para nuestra tesis no t iene mayor importancia t ratar a los 

instrumentos Autént icos a que se ref iere e l  Art ículo 589 del 

Código de Procedimientos Civi les,  por e l lo no se describ irán.   
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El Art .  590 señala los de la tercera clase que son, entre otros 

también: 

 

1º . ) El  instrumento pr ivado reconocido con juramento 

o s in é l  ante el juez competente, o e l  que la ley da por 

reconocido en los casos de los ordinales  1º .  Y  4º .   Del Art .  

265; lo mismo que los documentos y atestados reconocidos 

ante abogado, confo rme a los decretos legis lat ivos del  23 de 

abri l  de 1904 y 6 de marzo de 1905; (Decretos Derogados por 

la Ley de Notar iado,  D. O. del 07/12/62, la cual regula 

actualmente la legal ización de documentos por Notar io)  

 

2º . ) Las letras de cambio,  l ibranzas, val es y pagares 

a la orden contra e l  l ibrador o endosante,  s i fueren 

protestados en t iempo y forma, previo e l  reconocimiento  del 

respect ivo responsable ante juez competente,  o s i  se dan por 

reconocidos en los casos que indica el  número anter ior;  

 

3º . ) Las mismas letras,  l ibranzas, etc.,  contra e l 

aceptante que no hubiere opuesto tacha de fa lsedad a su 

aceptación al  t iempo del protesto por fa l ta de pago, s in 

necesidad de previo reconocimiento;  

 

4º . ) Los dividendos de cupones vencidos de acciones 

u obl igaciones al  portador,  emit idas por compañías o 

empresas; y las mismas obl igaciones vencidas o las acciones 

a las que haya cabido la suerte de amort ización,  s iempre que 
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ta les documentos conf ronten con sus t í tu los o ta lonarios 

respect ivos.  

 

Resultando conforme la conf rontación,  no será obstáculo a 

que se despache la e jecución la protesta de fa lsedad que en el 

acto h ic iere el  d irector o persona que represente a la compañía, 

quien podrá  a legar en forma esa protesta como una de las 

excepciones del juic io.  

 

5º . )  Los bi l le tes al  portador emit idos por los bancos 

siempre que conf ronten con los l ibros ta lonarios,  a no ser 

que como en el  caso anter ior,  se proteste en el  acto de la 

conf rontación de la fa lsedad del b i l le te por persona 

competente;(La Ley sobre Bancos de Emisión fue derogada 

por e l  Art .  253 de la LICOA)  

 

6º .)  Los documentos pr ivados registrados en la 

Alcaldía Municipal  correspondiente,  con arreglo a lo 

prevenido en la ley de 19 de febrero de 1881.  

 

A la cuarta c lase, es decir   a las sentencias,  ta l  como lo 

establece el  art ículo 591, pertenecen:  

 

1º . )  Las ejecutor ias de las sentencias de los 

t r ibunales,  Jueces de Primera Instancia y de Paz, árbi t ros 

arbi t radores con ta l  que no este prescr i ta la acción 

ejecut iva;  
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2º.) Las sentencias a que la ley da apelación sólo en 

el  efecto devolut ivo.  

3º .)  Los l ibramientos  de los Jueces contra los 

depositar ios de los b ienes embargados por su orden;  

4º .)  Los cargos declarados l íquidos por autor idad 

competente;  

5º .)  La cert i f icación del  ju ic io conci l ia tor io,  en el 

caso del art ículo 179. 

 

Todos en re lación al  Art .  2 de la ley del  Notar iado que 

establece que “ los instrumentos notar ia les o instrumentos 

públ icos son escri tura matr iz,  que es la que se asienta en el 

Protocolo,  escr i tura públ ica o test imonio,  que es aquel la en que 

se reproduce la escr i tura matr iz,  y actas notar ia les, que son las 

que no se asientan en el  protocolo”,  pero aquí se contemplan 

únicamente los de carácter c ivi l ,  pero el  procedimiento ejecut ivo 

mercant i l  se l leva a cabo en idént icas circunstancias con la 

var iante de que al  presentar la demanda se fundamenta en el  

t i tu lo e jecut ivo mercant i l ,  sobre su enumeración regula e l  Art .  49 

de la Ley de Procedimientos Mercant i les,  que establece que: “En 

mater ia mercant i l ,  t raen aparejada ejecución los documentos 

siguientes:   

 

Los comprendidos en los art ículos 588,  589, 590, ordinales  

1º  y 2º  del  Art .  591 del Código de Procedimientos Civi les.  

 

1º . ) Los t í tu los valores.  
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2º.) Los documentos a que se ref ieren los art ículos.  51 y 52 

de la c itada.  

 

3º . ) Ley de Procedimientos Mercant i les  en las c ondiciones 

que en ta les art ículos establecen.  

 

4º . ) Cualesquiera otros documentos a los cuales el  Código de 

Comercio conf iera fuerza ejecut iva, con los requisi tos y 

a lcances que el  mismo código determine, pero 

manteniendo las reglas procesales.  

 

Ahora, e l  ju ic io e jecut ivo como ya ha quedado establecido es 

un procedimiento sumario breve por e l  que se t rata de l levar a 

efecto,  por embargo y venta de bienes, e l  cobro de crédi tos que 

constan por a lgún t í tu lo que t iene fuerza suf iciente para 

const i tu ir,  por sí mismo,  p lena probanza. Siendo un 

procedimiento extraordinario,  solo puede usarse en 

circunstancias determinadas que el  legis lador ha previsto,  y 

cuando medie la existencia de un t i tu lo que l leve aparejada 

ejecución,  conforme a lo d ispuesto por los preceptos lega les.  

 

Es necesario ahora aclarar que el  decreto de embargo 

(594 C.Pr.C),  hecho por e l  juez es una medida cautelar que 

previene o asegura que el  acreedor t iene protegido su derecho, 

lo cual no signif ica que se pone en plan de indefensión al  deudor,  

pues este cuenta con las excepciones que se alegan en la 

contestación de la demanda las que se regulan en los art ículos 

128-133 C.PrC.  Y que son val idas incluso para mater ia mercant i l  
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y las que señala el  Art ículo 639 Código de Comercio, cuando se 

t rate de acciones derivadas de un t í tu lo valor.  El  art ículo 595 del 

Código de  Procedimientos Civi les,  establece que ta les 

excepciones deben ser probadas dentro del  término probator io de 

ocho días.  

Es precisamente sobre el  punto de las excepciones que 

se pueden alegar en que la norma especia l ,  para el  caso 

concreto el art iculo 217 en el l i tera l  a),  de la Ley de Bancos que 

se aparta de la norma general ;  Dicho art ículo 217 desarrol la e l 

t ramite del  ju ic io e jecut ivo cuando interviene como acreedor un 

banco ( lo que se regula así por la especia l idad del sujeto actor),  

y en el  l i tera l  a) del  mismo encontramos lo que consideramos que 

atenta o vulnera el  pr incip io de igualdad de la Const i tución ¿de 

que forma? Al restr ingir  e l  t ipo de excepciones, reducir  su 

número ya que en ta l  d isposic ión tenemos que, “ . . . .   a) El  término 

de prueba (del  ju ic io e jecut ivo) será de ocho días y como 

excepción únicamente se admit i rá la de pago efect ivo,  la 

prescr ipción de la acción y e l  error en la l iquidación”.  ¿Dónde 

quedan entonces las otras que men ciona el  art ículo 133 del 

Código de Procedimientos Civi les,  como son las de oscuridad en 

la demanda o citación de evicción y las señaladas en el  Art ículo 

639 Código de Comercio como prescr ipción, caducidad de la 

acción, a l teración del texto del  documento e ntre otras de la 

d isposic ión legal ya mencionada?, así como las excepciones de 

fondo y las establecidas en la doctr ina. Tenemos pues que se ha 

creado con dicha disposic ión una si tuación que vulnera el 

pr incip io de igualdad (art ículos 3 y 11 de la Const i tuc ión)  porque 

existen pr ivi legios adjet ivos o procesales,   otorgados a las 
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inst i tuciones bancarias (cuando son acreedores),  en detr imento 

de los usuarios del  s istema f inanciero.   

 

Ahora bien,  a l  momento de t ramitarse un ju ic io e jecutivo 

en los términos de la Ley de Bancos según el  Art .  217, un juez 

t iene la facultad de declarar inapl icable e l  l i tera l a) de tal 

d isposic ión fundamentándose en el  contro l  d ifuso de la 

Const i tución a que lo faculta e l  art ículo 185 de la Const i tución el 

cual d ispone que “dentro de  la potestad de administrar just ic ia, 

corresponde a los t r ibunales, en los casos en que tengan que 

pronunciar sentencia,  declarar la inapl icabi l idad de cualquier ley 

o d isposic ión de los otros Órganos, contrar ia a los preceptos 

const i tucionales”.  

 

Con esta disposic ión para los casos concretos y según el 

cr i ter io de los juzgadores,  la d isposic ión en comento puede 

declararse inapl icable,  pero el contro l  d ifuso de la 

const i tucional idad t iene efectos solo para los casos concretos es 

Inter.  Partes y no vincula.  Pero lo que debería buscarse es la 

declarator ia de inconst i tucional idad en los términos del Art.  183 

de la Const i tución,  es decir  buscar e l  contro l  d irecto de la 

const i tucional idad para que específ icamente el  l i tera l  a) del  Art .  

217 sea declarado inconst i tucional por vulnerar e l  pr incip io de 

igualdad, es decir  los art ículos 3  y 11 de la Const i tución,  porque 

se otorgan pr ivi legios a los acreedores bancarios al  restr ingir  e l 

numero y t ipo de excepciones que pueden plantearse en el 

t ramite del  ju ic io e jecut i vo,  lo que va en detr imento de los 

deudores o usuarios del  s istema f inanciero.  
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5. HIPÓTESIS 

“Las restricciones en el tipo y numero de excepciones en 

el juicio ejecutivo mercantil  establecido en la ley de 

bancos, son violatorias al principio de igualdad establecido  

en la Constitución de la república.” 

 

6. OPERACIONALIZACION DE LA HIPÓTESIS 

 

Variable Independiente       Variable 

Dependiente 

 

 

 

 

 

            

            

            

           

 

 

 

   

 

  

 

 
Art .  3 de la 

Const i tuc ión de 

la Repúbl ica.  

1)  Rest r icc ión en 

e l  Número De 

Excepciones  

En e l  ju ic io Ejecut ivo,  

t ramitado en  mater ia Civi l ,  o 

Mercant i l ,  exis te un mayor  

número de excepciones que 

pueden oponerse 

Lo que produce una 

vio lac ión a l  pr inc ip io de 

igualdad.  

Únicamente 

posib i l i ta  t res 

excepciones,  

de todas las  

que exis ten 

en otros 

ju ic ios 

e jecut ivos  

2)  Restr icc ión  

en e l  Tipo de 

Excepciones  

Vio lenta e l  pr inc ip io 

de igualdad y  e l lo  

únicamente produce 

un benef ic io a l  

acreedor,  en per ju ic io 

del  deudor.  
Únicamente  admite las 

excepciones  

De pago efect ivo,  error  

en la l iqu idación,  y 

prescr ipc ión de la acc ión  
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7. ASPECTOS METODOLÓGICOS 

 

TIPO DE INVESTIGACIÓN :  

 

De Gabinete:  en tanto que se dir ige al  anál is is 

hermenéut ico jurídico de la Ley.  

Bib l iográf ica: debido a que con la invest igación también se 

pretende hacer un estudio de todas las fuentes bib l iográf icas 

re lacionadas con la temát ica.  

De Campo: ya que  recogeremos la opin ión de expertos 

conocedores de la temát ica a invest igar,  así como la opin ión de 

los apl icadores de la ley.   

 

MÉTODOS: 

 

a) Síntesis de la Observación de la fuente bib l iográf ica.  

b) Muestreo No Probabi l íst ico,  o Muestreo Select ivo de 

Informantes claves,  real izando entrevistas a jueces, así 

como a especia l istas en el  tema.  

 

TÉCNICAS: 

 

Guía de entrevista:  la que se estructura de forma que pueda 

ser adecuada a obtener la información necesaria de la fuente 

directa de informantes claves.  
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INSTRUMENTOS: 

 

       1-  Guía de Entrevista;  

   2-  Cuest ionario o Cédula de Entrevista;  

3-  Guía de Observación.  

 

Informantes claves: 

 

  L ic.  Raúl Antonio Chatara Flores, Consultor nacional de la 

UTE, Catedrát ico de la Universidad de El Salvador.  

  L ic.  José Reinerio Carranza, Jefe del Departamento de 

Derecho Privado y Procesal de la Facultad de 

Jur isprudencia y Ciencias Socia les, de la Universidad de El 

Salvador. -   

  L ic.  Juan José Castro Galdámez, catedrát ico de la Facultad 

de Jur isprudencia y Ciencias Sociales,  de  La Universidad 

de El Salvador,  L i t igante en Mater ia Bancaria.  

  Dr.  Carlos Amilcar Amaya, especia l ista en Derecho 

Procesal.  

  L ic.  Alex Mauric io Larios Romero, Anal ista Juríd ico de la 

Superintendencia del  Sistema Financiero  

  L ic.  Javier Castro,  Anal ista y Asesor Juríd ico de FUSADES 

  L ic.  Carlos Gui l lermo Cordero Recinos,   Asesor d e Alto 

Nivel  de la Asamblea Legislat iva,  Catedrát ico de la Facultad 

de Jur isprudencia  y Ciencias Socia les,  de la Universidad 

de El Salvador.  
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  L icenciada María Flor Si lvestre López Barr iere,  Juez 1º de 

Lo Mercant i l  

  L icenciado Oscar Lacayo Meyer Juez 2º  de Lo Mercant i l  

  L icda. Ana María Cordón  Escobar,  Juez Tercero de lo 

Mercant i l  de San Salvador.  

  L icenciado Eduardo Jaime Escalante Díaz Juez 4º de Lo 

Mercant i l .  

  Dr.  Salvador Cano Gut iérrez,   Juez 5ª de Lo Mercant i l .  

 

Lista De Instituciones: 

 

  Unidad Técnica Ejecut iva (UTE).  

  Fundación de estudios para la apl icación del  derecho 

(FESPAD) 

  FUSADES 

  Superintendencia del  Sistema Financiero.  

  Banco Central  de Reserva.  

  Juzgado Primero de lo Mercant i l  

  Juzgado Segundo de lo Mercant i l  

  Juzgado Tercero de lo Mercant i l  

  Juzgado Cuarto de lo Mercant i l  

  Juzgado Quinto de lo Mercant i l  

 

Lista de Instrumentos:  

a) Guía De Entrevista  

b) Cuest ionario O Cedula De Entrevista  

c) Guía De Observación 
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POBLACIÓN Y MUESTRA 

 

  En la presente invest igación,  debido a ser un t ipo de 

invest igación en la que la fuente directa de anál is is e información 

habrá de provenir  de  especia l istas,  y conocedores de la 

temát ica,  y no de una gran población,  no tomaremos una 

población,  n i  una muestra para  determinar los datos obtenidos o 

recabados durante la invest igación.  
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CAPITULO II  

ORIGEN Y DESARROLLO HISTÓRICO DE LAS 

EXCEPCIONES Y EL JUICIO EJECUTIVO 

 

 

ORIGEN  DE  LAS  EXCEPCIONES 

 

El  or igen histór ico de la denominación excepción se  

encuentra en el Derecho Romano, fue introducida por los 

pretores para mit igar los r igores del  Derecho Civi l  y evi tar así 

que una sentencia,  s iendo legal,  fuera in justa o inequitat iva. 41 

 

 El  Derecho Civi l  no consideraba en ese entonces los vic ios 

de voluntad solamente la forma externa de los actos.   

 

En el  pr imer período formular io de Roma, bajo e l 

Sistema de las Acciones de la Ley (per legis act iones),  en todos 

los casos en que el  actor probaba los extremos de su demanda, 

aunque la condena fuera in justa o de mala fe,  s iempre se 

ejecutaba; por e jemplo cuando tenía que resolverse un caso de 

estr icto derecho vic iado de dolo,  fuerza o error,  aún así  tenia que 

condenarse al  demandado 42.   

                                                
41

 Derecho Procesa l  C iv i l .  C ipr iano  Gom ez Lara .  Ed i to r ia l  Tr i l las ,  Méx ico .  1ª  

Im pres ión .  D ic iem bre de 1990.  Pág.  172  
42

 Las  Excepc iones  en e l  Derecho Procesa l  C iv i l  Sa lvadoreño.  Tes is  

Doc tora l  Un ivers idad de E l  Sa lvador.  R icardo Hernán Cor tez Mar t ínez.  

1974 .Pág.  6 .  
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En esta fase, e l Juez tenía un carácter de árbi t ro, casi  

de funcionario pr ivado; No exist ían reglas especia les sobre la 

prueba e imperaba el  s istema de la l ibre apreciación.  

 

Las excepciones consist ían en una cláusula accesoria, 

dentro de la fórmula,  que l imitaba o condicionaba los poderes del 

juez ( iudex).   

 

La fórmula no era sino una especie de instrucción que 

daba el  magistrado al  juez pr ivado, indicándole cuál era la 

mater ia sobre la que debía de resolver y qué poderes o 

atr ibuciones se le daban para que decid iera.   

 

La evolución del derecho formular io hace que por 

razones de equidad, e l  pretor cuando enviaba la fórmula al juez 

pr ivado, le agregaba una pequeña parte en donde le advert ía que 

si  se presentaban determinadas circunstancias poster iores (ahí 

nace la excepción),  tendría que resolver en determinado sent ido.  

 

La excepción nació indudablemente en el  segundo 

período Formular io Romano, bajo e l  Sistema formular io creado en 

t iempos de Cicerón y César Augusto,  por medio de la Ley Aebut ia 

y las dos Leyes Jul ias,  las cuales pusieron f in a l  Sistema de 

Acciones de la Ley y or igina ron el  Sistema de Acciones 

Formular ias43.  

 

                                                
43

 Ídem .  
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  Just in iano def in ió la Excepción como la defensa a 

favor del  demandado 44.  En el  sent ido más ampl io de la palabra, 

se denomina  excepción a la oposic ión que el  demandado formula 

f rente a la demanda 45.   

 

  Chiovenda menciona que histór icamente la inst i tución 

excepción se une a la estructura especia l  del  proceso romano 

clásico y a la función del  pretor,  respecto a las lagunas de la ley 

Civi l  ( jus c ivi le).  

 

  La tu i t io pretor is, en cuanto al  demandado, actuaba 

mediante la excepción (except io),  la cual era una adic ión a la 

fórmula por la que venía ordenado al juez tener en consideración 

circunstancias,  que según la Ley civi l  en su sent ido estr icto (e l 

estr icto jus c ivi le),  no tenia por que valorar,  recordemos que solo 

interesaba la forma de los actos no las voluntades de las partes, 

y est imando estas circunstancias podía absolver a l  demandado 

aunque en el  estr icto sent ido tenía que condenarlo 46.  

 

 

 Los romanos dist inguieron lo que es la defensa de lo que es 

la excepción prop iamente dicha47.  Dentro de la estructura del 

                                                
44 Ibídem. Pág.7 
45 I n s t i t u c i o n es  d e  D e r e c ho  P r oc e s a l  C i v i l .  R a f a e l  d e  P i n a  y  J o s é  C a s t i l l o  L a r r a ñ a g a .  

E d i t o r i a l  P o r r u a .  E d i c i ó n  XXI I .  Mé x i c o .  1 9 9 6 .  P á g .  1 7 1  

46  Í d em .  P á g .  1 7 2  

47 E l l os  l l am a b a n  d e f e ns a  a l  m e d i o  p o r  e l  c u a l  s e  s os t i e n e  l a  n e g a c i ó n  d e l  d e r e c h o  

m a t e r i a l  r e c l am a d o  p o r  e l  a c t o r.  L a  e xc e p c i ó n ,  e n  c am b i o ,  n o  s i r v e  pa r a  n e g a r  e l  

f u n d a m e n t o  d e  l a  d e m a n d a ,  s i n o  q u e  s e  i n v o c a  p o r  e l  d e m a n d a d o ,  u n  h e c h o  i n c o m p a t i b l e  c o n  e l  q u e  

a l e g a  e l  d e m a n d a n t e .  C o r t e z  M a r t í n e z .  “ L a s  E x c e p c i o n e s . . . . ”  O p .  C i t .  P á g .  8  
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proceso romano, las defensas se incluían  en la “ intent io” fuera 

de la formula,  mientras que las excepciones sí se incluían dentro 

de la formula48.  

 

  El  Derecho Romano clasif icó las Excepciones de la 

s iguiente forma: 1° Por razón de su or igen se conocieron las 

Excepciones de Derecho Pretoriano. -  Las pr imeras fueron 

establecidas por las leyes o por otros actos legis lat ivos,  como los 

actos de los Senado-Consultos y las Const i tuciones Imperia les; 

se ci tan como ejemplo La Just i  Domini i ;  la  contenida en la ley 

Cincia:  la Rest i tutae Hereditat is;  la Excepción “Si  non et i l l i  

solvendo sint” ,  esta u l t ima se concedía a los f iadores;  también 

estaba la excepción de Dolo y otras.  

 

Segundo, en razón de su naturaleza se dist ingui eron dos 

clases de excepciones, que fueron las Excepciones “In Rem” 49 y 

las excepciones “In Personam” 50.  Esta fue la c lasif icación más 

importante de la época.  

   

Se conoció en Tercer lugar la c lasif icación en razón de 

su duración,  y podían ser Excepciones Pe rpetuas y Perentor ias y  

                                                
48 N o c i o n e s  G e n e r a l e s  d e  D e r e c h o  P r o c e s a l  C i v i l .  H e r n a n d o  D e v i s  E c h a n d í a .  1 9 6 6 .  A g u i l a r  S .  A  

E d i c i o n e s ,  J u a n  B r a v o ,  3 8 ,  M a d r i d ,  E s p a ñ a .  P á g .  2 2 7 .  

49 “ L a s  E x c e p c i o n e s  I n  R e m  s o n  a q u e l l a s  q u e  s e  i n t e r p o n e n  n o  c o n  r e l a c i ó n  a  l a  p e r s o n a ,  s i n o  e n  

r e l a c i ó n  a  l a  c o s a  o  a  l a  d e u d a  m i s m a ,  y  p u e d e n  p e r s e g u i r s e  e n  m a n o s  d e  q u i e n  e s t e  s e a  d e l  

o b l i g a d o ,  d e  s u s  h e r e d e r o s  o  d e  q u i e n  t e n g a  l a  c o s a  e n  s u  p o d e r ” .  

50 “ L a s  e x c e p c i o n e s  I n  P e r s o n a n ,  s o n  a q u e l l a s  q u e  s e  i n t e r p o n e n  c o n  r e l a c i ó n  a  l a  p e r s o n a  q u e  s e  

o b l i g o ,  s i n  h a c e r  r e l a c i ó n  a  l a  c o s a ,  l o  q u e  i n t e r e s a  e s  e l  e l e m e n t o  p e r s o n a l ” .  
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Excepciones Temporales y Di lator ias,  c lasi f icación que fue 

seguida por e l  Derecho Canónico y de ahí pasa al Derecho 

Procesal Moderno51.  

   

Finalmente, en cuarto lugar en razón de su objeto,  se 

dist inguieron las Excepciones tendientes  a real izar e l  pr incip io de 

equidad y de buena fe,  a la par de estas,  se conoció la Excepción 

de la cosa juzgada (Rei Juicatae) 52.  

 

Es en la época de Diocleciano, que desaparece en el  

derecho Romano la d ivis ión de la instancia,  entre e l Magistrado y 

e l  Juez,  este instruía y fa l laba por sí mismo el  proceso, y las 

excepciones dejaron de ser fórmulas de procedimiento para 

convert i rse en simples medios de defensa.  

 

EL JUICIO EJECUTIVO 

 

En un Estado pr imit ivo de la organización juríd ica, la 

e jecución está real izada por e l  propio t i tu lar del  derecho: los 

pr imeros impulsos del  sent imiento del derecho lesionado 

consisten,  en una vio lenta reacción contra la in just ic ia causada, 

lo que or igina la defensa pr ivada y la venganza. Todo derecho, 

t iene su or igen  en la defensa pr ivada y la venganza, como 

especie de just ic ia salvaje.  

                                                
51 Hernando Devis Echandía.  Op. Cit .  Pág. 228.  
52 Acciones y Excepciones, Teoría General  y su Estudio en 

Nuestro Derecho Posit ivo.  Tesis Doctoral  Universidad de El 
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Iher ing,  comprende tres aspectos sobre la just ic ia pr ivada:  

 

1. La defensa pr ivada o defensa contra lesiones inminentes  

2. La venganza, o desquite de un mal que nos ha sido 

causado 

3. La just ic ia pr ivada en sent ido estr icto o aprobación de la 

cosa a la cual creemos tener derecho 53.  

 

El  sent imiento juríd ico se confunde con el  sent imiento 

del  derecho propio.  El  derecho pr imit ivo responde pues, a l 

sent imiento de venganza.  

 

En el  Derecho Romano las ejecuciones se r igieron, 

durante el t ranscurso de su evolución por cuatro inst i tuciones: la 

bonorum vendit io, y la bonorum cessio,  eran formas universales  

de adquir i r,  mientras que  la manus in ject io,  y la p ignoris capio, 

eran acciones legales,  de carácter solemne, u na de just ic ia 

pr ivada y la otra de just ic ia públ ica,  respect ivamente.  

 

La “manus in ject io” pr ivada, fue el  NEXUM, por medio del  

cual se garant izaban las deudas con la persona del deudor,  que 

permaneciendo juríd icamente l ibre, tenía el  estado civi l  de 

obl igado a nexi .  Si  e l  deudor no pagaba en la fecha y forma 

convenida, e l  acreedor tenía el  derecho de ejerci tar la acción 

legal e jecut iva de la manus in ject io,  por la que pedía autor ización 

                                                                                                                                           

Salvador.  Rafael Moran Castaneda. 1971. El  Salvador.  Pág. 77 y 

s iguientes.  
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al  magistrado para detener a l  deudor en su casa, hacerlo t rabajar 

y cast igar lo con azotes durante el  término de t re inta días,  t iempo 

en el  que se l levaba al  deudor o nexi  a l  mercado, ahí se le 

exhibía cargado de pesos que no podía exceder de quince l ibras, 

para que ante cualquier persona que pagara la deuda, e l  deudor 

quedaba somet ido a servidumbre y se le podía vender como 

esclavo pasados sesenta días,  pero cuando los acreedores eran 

var ios podía matarse al nexi  y repart irse el cuerpo en pedazos en 

pago de las deudas.  

  

Por eso el  deudor que no paga, debe entregarse al  

acreedor para indemnizarlo del  per ju ic io que le ocasiona la fa l ta 

de pago. Y no solo su cuerpo, s ino también sus bienes y sus 

hi jos:  e l  acreedor,  es realmente dueño del deudor, t iene un 

verdadero derecho de propiedad sobre la persona del deudor.  

 

El  procedimiento ejecut ivo de las obl igaciones, en el 

ant iguo derecho romano estaba const i tu ido por e l  régimen de 

ejecución personal en que el deudor l legaba a quedar reducido a 

esclavi tud por consecuencia de su fa lta de pago. El  acreedor 

adquir ía así e l  derecho de vender a su deudor o de darle muerte 

s i  eso le p lacía.  Ese sistema bárbaro fue abol ido en el  s iglo IV A. 

de C.,  pero subsist ió la servidumbre por deudas hasta degenerar 

poco a poco en simple pr is ión.  

 

                                                                                                                                           
53 Encic lopedia Juríd ica Omeba, Tomo XVII I ,  Jact -Lega, Editor ia l  

Driski l l ,  S.A. Buenos Aires 1978, Pág. 358.  
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La esclavi tud del deudor t raía como consecuencia la 

adquis ic ión tota l  de su patr imonio por parte del amo. El  s istema 

atenuado de la servidumbre l levaba también en sí la 

consecuencia de que el  e jecutante adquir ía toda la hacienda de 

su deudor.  

 

En aquel los t iempos, e l  no cumpl imiento de la obl igación 

vál ida,  equival ía a un del i to;  así la e jecución tenía por objeto, 

más que dar sat isfacción al acreedor,  imponerle,  por su capit is 

deminut io e l  cast igo que merecía.  

 

Esa ejecución, l levaba a ese extremo, requería 

naturalmente,  como act ividad previa,  la decis ión de culpa bi l idad 

del deudor,  por e l  procedimiento que correspondía a la 

naturaleza de la reclamación. A veces se l legaba a el lo mediante 

el  procedimiento por cognición, que se vent i laba ante el  Pretor, 

en forma de jur is, en el cual pr ivada la potestad autor i tar ia d e 

aquel Magistrado, tenido como Delegado del Soberano. En los 

casos en que ese procedimiento era apl icable,  la decis ión era 

considerada con valor incontrovert ib le,  por efecto inherente de la 

persona del Pretor.  Tal decis ión no tomaba la designación de 

sentencia s ino que se le l lamaba decreto o interdicto.  Otras 

veces se l legaba al  procedimiento ejecut ivo por efecto del 

procedimiento in judi t io,  e l  cual era el  verdadero ju ic io y 

terminaba por la sentencia.  Este úl t imo era el  procedimiento 

ordinario que af i rmarse que la e jecución era una consecuencia 

obl igada de la sentencia o de la decis ión del  Soberano que se 

encarnaba en el  Pretor.  
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Como puede verse,  no exist ía en esos t iempos remotos, 

e l  ju ic io e jecut ivo actual ,  caracter izado por la intervención del 

Estado para que se cumpla lo convenido, antes de resolverse,  

por sentencia pasada en autor idad de cosa juzgada, la 

responsabi l idad def in i t iva del  deudor.  

 

Fue más tarde que el  Pretor introdujo la acción directa 

contra e l  patr imonio del  deudor o e jecución real  en forma de 

missio in bona, por lo cual se adjudicaba al  acreedor que lo 

sol ic i taba la posesión de todos los b ienes de su deudor.  Ese 

procedimiento podía ocasionar un concurso de acreedores.  Hubo 

una Ley que concedió a los deudores el  derecho de evi tar esa 

missio in bona por recurso de ceder espontáneamente sus bienes 

a los acreedores. Ese recurso fue conocido por cescio bonorum y 

daba lugar a l  benef ic io de competencia a favor del  deudor.  

 

Esas acciones generales,  fueron después a favor del  

deudor,  creada por e l  propio Pretor una forma especia l  de 

ejecución dir igida contra determinados bienes mediante embargo; 

esto fue en acciones pignorat ic ias, e l  l lamado pignus in judicat i 

causa captum y era concedido por e l Magistrado a su arbi t r io.  

 

Toda esa evolución del  p rocedimiento ejecut ivo siguió 

asentándose en cualquiera de esos dos pi lares de que antes 

hemos hablado: el  decreto autor i tar io del  Pretor o la sentencia 

pasada en autor idad de cosa juzgada.  
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 En el Derecho romano desde la época de las doce 

tablas y del  procedimiento de las acciones de la ley,  habían dos 

procedimientos o formas de ejecución:  El  que correspondía a 

perseguir  a la de la persona del deudor (manus in ject io) y e l  que 

persegui las cosas del deudor (p ignoris capio) 54.  

 

Mediante la e jecución el acreedor se hacía dueño de la 

tota l idad del patr imonio del  deudor,  exceptuando las cosas que 

pertenecían no solo a l deudor s ino que a la vez pertenecían a la 

comunidad en general .  

 

Fue poster iormente que el pretor introdujo la acción 

directa contra e l  patr imonio  del  deudor o e jecución real  en forma 

de missio in bona,  por la cual se adjudicaba al  acreedor que lo 

sol ic i taba la posesión de todos los b ienes del deudor 55.  

 

 Al  cont inuar evolucionando, e l  apoderamiento se 

restr ingió a lo necesario para cubrir  e l  monto de la deuda, y la 

venta de los b ienes se hacia a l  detal le en los días de mayor 

movimiento en la ciudad.  

 

 A medida que las doctr inas morales,  pr incipalmente 

las cr ist ianas ejercieron inf lu jo en la sociedad, se excluyen del 

apoderamiento ciertos bienes del  deudor indispensables para su 

                                                
54 El  ju ic io Ejecut ivo en la Legislación Salvadoreña. Humberto 

Tomasino. Pág 11 
55

 Ídem .  Pág.  12  
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existencia,  como el  lecho, y las herramientas y út i les 

profesionales.  

  

El  procedimiento de los romanos tenía como 

consecuencia,  e l  cumpl imiento de una sentencia o e l  decreto del 

pretor,  l lamado interdicto. Pero dista mucho d e ser e l  proceso 

ejecut ivo actual  que conocemos.  

 

Es en la Edad Media donde realmente nace el  t i tu lo 

e jecut ivo,  l igado indisolublemente al ju ic io e jecut ivo,  creación de 

los comerciantes para contar con un instrumentos que les 

permit iera un t rámite judic ia l  rápido y abreviado, que supone la 

e laboración de un documento en el que el  deudor reconoce la 

deuda y se somete mediante este ant ic ipadamente al ju ic io 

e jecut ivo y a sus consecuencias 56.  

 

 Es la necesidad económica, más que todo, la que hizo 

que se buscaran medios judic ia les rápidos,  con el  f in de que el 

crédi to no se restr ingiera en vista de la resistencia de los 

deudores en cumpl ir  con sus compromisos. Todas las faci l idades 

judic ia les dadas para hacer efect ivos los cobros,  traen como 

consecuencia,  mayor c irculación de capita les y e l mejoramiento 

económico. 

 

 Se const i tuye entonces un procedimiento sumario 

determinado, nació en el  proceso medieval i ta l iano para ale jarse 

                                                
56

 Derecho Procesa l  C iv i l .  C ipr iano  Góm ez Lara .  Ed i to r ia l  Tr i l las ,  Méx ico .  1ª  

Im pres ión .  D ic iem bre de 1990.  Pág.  169  
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de los t rámites di latados y d i f íc i les del  proceso extraordinario;  la 

característ ica fundamental  de este ju ic io es la de ser de 

conocimiento l imitado, o sea que existe una fuerte l imitación a la 

oponibi l idad de excepciones 57.  

 

 Y este procedimiento sumario para ciertas acciones es 

el  pr incip io del  procedimiento ejecut ivo moderno.  

 

 En la Legislación Salvadoreña, e l  t rámite del  ju ic io 

e jecut ivo,  las excepciones y la importancia del  pr incip io de 

igualdad, han evolucionado de lo general  a lo part icular o 

especia l izado en cuanto a la legis lación bancaria se ref iere de la 

s iguiente manera:   

  

Nuestro  Código Civi l  decretado por e l General de 

Divis ión y Senador encargado de la Presidencia de la Repúbl ica 

de El Salvador,  Gerardo Barr ios,  en la Gaceta Of ic ia l  e l  veint i t rés 

de Agosto de mi l  ochocientos cincuenta y nueve,  recoge la 

herencia juríd ica Chi lena y esta a su vez la retoma de la r iqueza 

juríd ica Francesa.  

 

Siguiendo con esa l ínea, nuestro Código de Procedimientos 

Civi les vigente, t iene como antecedentes el  Código de 

Procedimientos Civi les y Criminales,  redactado por e l presbítero 

y doctor Is idro Menéndez; declarado Ley de la Repúbl ica por 

Decreto Ejecut ivo el  veinte de noviembre de mi l  ochocientos 

                                                
 
57

 Ídem .  
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cincuenta y s iete, publ icado en “ la Gaceta del Salvador” del día 

s iguiente,  y convi r t iéndose en nuestro pr imer Código de 

Procedimientos Civi les y Crimina les.  

 

Ahí es donde la Ley Salvadoreña def ine lo que para el la 

const i tuye el  ju ic io e jecut ivo,  def in ic ión que desde el  Código de 

1857 se mant iene casi  en los mismos términos 58.  

 

Poster iormente,  por las contradicciones encontradas en 

los códigos,  se reformaron y nacen dos cuerpos de leyes en un 

solo volumen, e l  doce de enero de mi l  ochocientos sesenta y 

t res;  e l  Código de Procedimientos Civi les y e l  Código de 

Instrucción Criminal.  De este Código de Procedimientos Civi les 

se hizo una segunda edic ión con reforma s en el año de mi l 

ochocientos setenta y ocho.  

 

Nuestro Código de Procedimientos Civi les vigente nace 

el  pr imero de enero de mi l  ochocientos ochenta y dos,  con 

reformas en mi l  novecientos cuatro, mi l  novecientos noventa y 

t res,  hasta el  veint iuno de Agosto  del dos mi l  dos.  

 

En el  art ículo 128 de nuestro Código de Procedimientos 

Civi les se def ine lo que se ent iende por excepción, 

c lasi f icándolas en el  art ículo 129 del mismo cuerpo normat ivo en 

                                                
58

 Hum ber to  Tom as ino.  Op.  C i t .  Pág.  22  
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perentor ias o d i lator ia y en reales o personales, c lasi f icación 

simi lar a la del  Derecho Romano 59.  

 

 Las excepciones di lator ias que se pueden interponer 

entre otras, según el  art ículo 133 inciso segundo son: a) c i tación 

de evicción,  b) excusión,  c) incompetencia de jur isdicción, d) 

i legi t imidad de la persona de alguna de  las partes, y e) oscuridad 

en informal idad de la demanda, este art ículo es i lustrat ivo,  no 

taxat ivo.       

 En el  Código de Comercio en el  Art ículo 639 establece 

que cuando se ejerci ten acciones derivadas de un t í tu lo sólo 

pueden oponerse (aparte de las de  incompetencia de jur isdicción 

e i legi t imidad de la persona de alguna de las partes) las 

s iguientes excepciones:              

a) las que se funden en no haber s ido el  demandado quién f i rmó 

el  documento,   

 

b) las de fa lta de representación,  de poder bastant e o de 

facul tades legales en quién suscr ib ió e l  t í tu lo a nombre del 

demandado,  

 

c) la de haber s ido incapaz el  demandado al  suscr ib ir  el  t í tu lo,  

 

d) las fundadas en la omisión de los requisi tos que el  t í tu lo o e l 

acto incorporado deben l lenar o contener,  y que la ley no 

                                                
59

 D .  E.   De l  31  de  D ic iem bre de  1881 .  D.  O de l  1 °  de  Enero  de 1882.  

Ar t ícu lo  595.  En ade lante  lo  abrev iarem os  CPrC.  
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presuma expresamente, o que no hayan sat isfecho dentro del 

término que señala el  Art ículo 627;  

 

e) la de al teración del  texto del  documento,   

 

f )  las que se funden en que el  t í tu lo no es negociable;   

 

g) las que se basen en la qui ta o pago  parcia l  que consten en el  

texto mismo del documento,  o en el  depósito de su importe,   

 

h) las que se funden en la suspensión del pago o en la 

cancelación del  t í tu lo valor,  ordenados judic ia lmente;   

 

i )  las de prescr ipción y caducidad, y las que se basen e n la fa lta 

de los demás requisi tos necesarios para el  e jercic io de la acción 

y  

j )  las personales que tenga el  demando contra e l  actor.  

 

La ley del  Banco de Fomento Agropecuario nació a la 

vida jur íd ica el  día veint ic inco de marzo de mi l  novecientos 

setenta y t res,  cuando fue publ icada en el  Diar io Of ic ia l 60.  

 

Esta ley nace con el  objet ivo de react ivar la agricul tura, 

y dest inar recursos  para faci l i tar e l f inanciamiento a mediano y 

largo plazo a productores agropecuarios,  encomendando la tarea 

                                                
60

 D .L No .  312 de l  10  de m arzo de 1973 ;  D.O  No.75 Tom o 239 de l  25  d e 

Marzo de  1973.  En ade lante  lo  abrev iarem os  LBFA.  
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de f inanciamiento al  Banco de Fomento Agropecuario como un 

organismo especial izado.  

 

 El  ju ic io e jecut ivo se encuentra regulado en el  Art ículo 

65 de la LBFA, respondiendo al  t rámite de las leyes comunes, 

con las característ icas especia les que enumera el mencionado 

art ículo,  dentro del  t rámite del  proceso ejecut ivo;  se aceptan 

únicamente como excepciones la de pago efect ivo y la de error 

en la l iquidación.  

 

En mi l  novecientos ochenta se Nacional izaron las 

Inst i tuciones de Crédito y las Asociaciones de Ahorro y 

Préstamo61.  Por ley;  en mi l  novecientos noventa,  diez años 

después se pr ivat izan de nuevo las inst i tuciones de Crédito en el 

País,  a t ravés de la Ley De Privat ización De Los Bancos 

Comercia les Y De Las Asociaciones De Ahorro Y Préstamo 62.  

 

En la Ley del  Banco Hipoteca rio de El Salvador de 1934, 

se establecían preferencias para el  pago de  las deudas 

contraídas a favor del  mismo.  

 

El  veint ic inco de marzo de mi l  novecientos noventa y 

uno, nació por Decreto Legislat ivo La ley de las cajas de crédi to 

                                                
61

 Decre to  de la  Junta  Revo luc ionar ia  de  Gob ierno Nº  158 de fecha 7  de  

m arzo de  1980,  pub l i cado en e l  D iar io  Of ic ia l  No.  48 ,  Tom o 266 de la  m ism a 

fecha.  En  Ade lante  se  abrev iará  LNICAP.  
62

 D .L .  No.  640 de fecha:  29 /11/90.  D .  O.  No .  280  Tom o No.  309 de l  

12 /12/90 .  En ade lante  se  abrev iará  LPBCYAP.  
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y de los bancos de los t rabajadores 63,  respondiendo según sus 

considerandos a la necesidad de propic iar la creación de un 

banco de propiedad de los t rabajadores como mandato 

const i tucional64,  incent ivando así e l  crédi to rural  y s irviendo al 

mismo t iempo de intermediar io en el  me rcado f inanciero.  

 

 La regulación de las acciones ejecut ivas en esta ley 

aparece en el  art ículo 79.  En donde se establecía que se regir ía 

por las leyes comunes, es decir  por el  t rámite que le da el  Código 

de Procedimientos Civi les v igente,  con característ i cas especia les 

descr i tas en dicha ley.  

 

 Como excepciones en esta ley,  únicamente se 

admit ían la de pago efect ivo,  la de error en la l iquidación y la del 

p lazo pendiente;  la ley de Bancos y Financieras 65 nació e l  día 

d iecinueve de mayo de mi l  novecientos no venta y uno, bajo la 

idea de la necesidad de volver ef ic iente y estable a l  s istema 

f inanciero;  lo que seria posib le s i se creaba un marco legal 

adecuado que promoviera la competencia y otorgara incent ivos 

correctos al  mercado.  

 

 En El Ti tu lo Quinto,  Dispos ic iones Generales,  Capitu lo 

I I  de la Ley de Bancos y Financieras fue t i tu lado:  

                                                
63 D . L  N o .  7 7 0  d e  F ec h a :  2 5 / 0 3 / 9 1 D .  O .  N o . 8 9  Tomo  3 11 ,  P u b l i c a d o  e l  1 7 / 05 / 9 1 .  Q u e  e n  

a d e l a n t e  s e  a b r e v i a r á  L C Y BT.  

64 C o n s t i t u c i ó n  d e  l a  R ep ú b l i c a  d e  E l  S a l v a d o r.  D e c r e t o  N o .  3 8  d e  l a  As am b l e a  

C o n s t i t u y e n t e  d e l  1 5 / 1 2 /1 9 8 3 .  D . O .  N o .  2 3 4 ,  Tomo  2 8 1 ,  d e l  1 6 / 1 2 / 1 9 8 3 .  A r t í c u l o  4 6 .  E n  

A d e l a n t e  s e  A b r e v i a r á  C n .  
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“PROCEDIMIENTO EJECUTIVO Y DE OTRAS ACCIONES 

LEGALES Y DERECHOS” 

La t ramitación del  ju ic io e jecutivo se encontraba 

regulado en el  Art.  116, art ículo único que regulaba el  proces o 

ejecut ivo,  y subsidiar iamente si  a lgo no estaba regulado en la ley 

se remit ía a l  Código de Comercio. - 

 

“CAPITULO I I ,  

PROCEDIMIENTO EJECUTIVO Y DE OTRAS ACCIONES 

LEGALES Y DERECHOS, TRAMITACIÓN DEL JUICIO 

EJECUTIVO: 

Art .  116.-  La t ramitación del ju ic io e jecut ivo que promueva 

alguna de las ent idades que regula la presente Ley estará 

sujeta a las reglas especia les siguientes:  

a) El término de prueba será de t res días y como excepciones 

únicamente se admit i rán la de pago efect ivo y la de error en la 

l iquidación; 

 

b) No se admit i rá apelación del  decreto de embargo, sentencia 

de remate ni  demás providencias alzables dictadas en el  ju ic io;  

 

c) La sociedad ejecutante será depositar ia de los b ienes 

embargados sin obl igación de rendir  f ianza;  

 

ch) Para la subasta de  los b ienes embargados se tomará como 

base las dos terceras partes del  valúo dado a los b ienes en el 

                                                                                                                                           
65 D . L   N o .  7 6 5  d e  f ec h a  19 / 0 4 / 9 1 .  P u b l i c a d o  e n  e l  D .  O .  N o .  9 2  Tom o  3 11  de l  2 2 / 0 5 / 9 1 .  

Q u e  e n  a d e l a n t e  s e  a b r e v i a r á  L B F.  
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instrumento respect ivo y,  en su defecto,  servirá de base el 

importe de la deuda y un tercio más, s in perju ic io de lo 

d ispuesto en el  art ículo,  638 del Códi go de Procedimientos 

Civi les.  No se admit i rán posturas por valor infer ior a las bases 

indicadas; 

d) No podrá admit i rse tercería a lguna si  no es fundada en t í tu lo 

de dominio,  inscr i to con anter ior idad a la h ipoteca de la 

sociedad ejecutante,  El  Juez de la causa rechazará sin n ingún 

trámite cualquier tercería que no estuviere en este caso;  

 

e) LITERAL DEROGADO. (7)  

 

f )  Ninguna anotación prevent iva, cualquiera que sea su 

procedencia, impedirá la subasta o adjudicación de los b ienes 

embargados por e jecución de la Sociedad ejecutante;  y;  

 

g) Se considerará por renunciado el  domici l io  del  deudor y 

como señalado el  de la sociedad ejecutante.  Cualquier 

est ipulación en contrar io se tendrá por no escr i ta.  

 

 Habiéndose est ipulado la obl igación del  pago de pr imas 

de seguros,  t imbres y otros conceptos por cuenta del  deudor en 

el  documento base de la acción, las t ranscr ipciones, extractos 

y cert i f icaciones extendidas por e l Contador de la inst i tución 

con el visto bueno del Gerente de la misma, bastará para 

establecer e l  sa ldo adeudado para su reclamo judic ia l ,  teniendo 

el  valor de documentos autént icos.   
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La ley era apl icada a los bancos y f inancieras;  esta 

contenía entre sus reglas especia les que en el  t ratamiento de las 

excepciones únicamente se admit ían la de pago efect iv o y la de 

error en la l iquidación.  

 

 La ley de Bancos 66  vigente establece en sus 

considerandos que t iene como objet ivos,  propic iar e l desarrol lo 

económico y socia l ,  dar le sol idez y conf iabi l idad al  s istema 

f inanciero,  a t ravés de un marco legal basado en p r incip ios 

internacionales de regulación y supervis ión bancaria para crear 

condiciones favorables que propic ien un sistema f inanciero sól ido 

y compet i t ivo,  integrado a los mercados global izados.  

 

 El  t rámite del  Juic io e jecut ivo se regula a part i r  del 

art ículo 217 de la Ley de Bancos, estableciendo las 

característ icas especia les con las que se t ramitara.   

 

 En dicha Ley de Bancos y Financieras al igual que en 

las Leyes anter iores se encuentran que las  únicas excepciones 

que se pueden interponer,  que son: l a de pago efect ivo,  la 

prescr ipción de la acción y e l  error en la l iquidación.  

 

 

 

 

                                                
66

 D .L .  No.  697 de l  02 /09/1999.  D.O No .  181 ,  Tom o 344,  de l  30 /09 /1999.  

Que en  ade lante  se  abrev iará  LB.  
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CUADRO COMPARATIVO DE LAS EXCEPCIONES ADMITIDAS 

EN EL JUICIO EJECUTIVO EN EL DESARROLLO HISTÓRICO  

 

Cuerpo Normat ivo Año Excepción 

El Código de 

Procedimientos Civi les  

1882 Citación de evicción,  Excusión, 

Dolo,  Vio lencia,  Cosa juzgada; 

Incapacidad de obl igarse, 

Cesión de bienes, Derecho de 

no ser pr ivado de lo necesario 

para subsist i r,  Incompetencia de 

jur isdicción,  I legi t imidad de la 

persona de alguna de las 

partes,  y Oscuridad e 

Informal idad de la demanda 

La ley del  Banco de 

Fomento Agropecuario  

1973 La de pago efect ivo,  

El  error en la l iquidación  

La ley de las cajas de 

crédi to y de los bancos de 

los t rabajadores 

1991 La de pago efect ivo,   

La de error en la l iquidación y  

La del  p lazo pendiente;  

Ley de Bancos y 

Financieras 

1991 La de pago efect ivo,  

El  error en la l iquidación  

La ley de Bancos 1999 La de pago efect ivo,   

La prescr ipción de la acción y  

El  error en la l iquidación.  

 

 

Desarrollo Histórico del Principio de Igual dad en las 

Constituciones Salvadoreñas  

 

La regulación juríd ica del  pr incip io de igualdad en 

nuestras const i tuciones la encontramos desde la pr imera 

Const i tución Federal  de 1824,  que en su preámbulo destaca la 

importancia del  mismo, como pr incip io informad or de toda 

nuestra legis lación.    
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 Las const i tuciones Federales de 1898 y 1921, también 

recogen este pensamiento,  garant izando a los habitantes de la 

Repúbl ica, la igualdad en sus art ículos 15 y 32. La pr imera de 

el las,  reconocía además la igualdad ante la  ley en su art ículo 33.  

 

 La Const i tución nacional de 1824 por su parte, 

proclamaba la igualdad al  establecer que todos los salvadoreños 

son hombres l ibres e igualmente  c iudadanos del Estado. Art ículo 

8,  y expresaba además, que si  la Repúbl ica y e l  Estado  protegían 

los derechos de l ibertad,  propiedad e igualdad de todos los 

salvadoreños, debían estos someterse a una serie y preceptos y 

obl igaciones, recogidos en el  art ículo 9.  

 

 La Const i tución de 1841 por su parte,  consagraba la 

igualdad ante los tr ibunales de just ic ia a l abol i r  las comisiones y 

t r ibunales especiales,  como contrar ios a l  pr incip io de igualdad, 

de derechos y condiciones. En consecuencia quedaban todos 

somet idos al  mismo orden de procedimientos y de ju ic ios que 

establecía la ley.   

 

 A part i r  de la Const i tución de 1864 y las sucesivas de 

1871, 1872, 1880, 1883. 1886, 1939 y 1945, reconocieron 

derechos y deberes anter iores y superiores a las leyes posi t ivas, 

los cuales tenían por pr incip io la l ibertad,  la igualdad y la 
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f raternidad. Las Const i tuc iones de 1950 y 1962, reconocieron la 

igualdad ante la ley 67.  

 

 Finalmente nuestra const i tución vigente proclamada 

en 1983 reconoce el  pr incip io de igualdad como pr incip io 

informador de toda la legis lación secundaria.  
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 Manua l  de  Derecho Cons t i t uc iona l .  Tom o I I .   José A lb ino  Tine t t i ,  y  o t ros .  

Segunda Ed ic ión  1996.  Ta l le res  Grá f icos  UCA.  San  Sa lvador,  E l  Sa lvador.  

Pág.  799-800 .  
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CAPITULO III  

 

BASES DOCTRINARIAS DEL JUICIO EJECUTIVO, 

EXCEPCIONES Y  PRINCIPIO DE IGUALDAD.  

 

 

EL JUICIO EJECUTIVO 

 

El proceso ejecut ivo,  a d i ferencia de los de conocimiento 

no t iene por objeto la declaración de derechos dudosos o 

controvert idos,  s ino simplemente la real izac ión de los que estén 

establecidos por resoluciones judic ia les o por t í tu los que el 

legis lador prevé, presuponiendo exist i r le un crédi to en vir tud de 

la pecul iar modal idad que revis te e l  documento que lo 

comprueba. 

 

La  mater ia l i t igiosa no se haya represen tada por “e l  

derecho” y sus connotaciones del “ser”,  “val idez”  o “ef icacia”, 

s ino que nada más por la val idez y ef icacia del  “ t í tu lo” 

(documento) en  cuya vi r tud se le ha promovido.  

 

Es,  por lo tanto, un procedimiento para hacer efect ivo un 

crédi to que viene ya establecido o determinado en el  documento,  

con el  que se procede ejecut ivamente,  es decir,  a e jecutar,  no a 

discut i r  n i  a declarar.   
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Su objet ivo fundamental  consiste en faci l i tar una vía  

específ ica a los acreedores para lograr la rápida sat isfacció n de 

su crédi to,  en atención a las pecul iares característ icas que la ley 

le reconoce a ciertos papeles comercia les y c ivi les en vir tud de 

las propias exigencias del  t ráf ico mercant i l  y c ivi l . 68 

 

El  ju ic io e jecut ivo es un proceso especia l ,  sumario (en 

sent ido estr icto) y de ejecución,  mediante el  cual se hace 

efect ivo el cumpl imiento de una obligación documentada en los 

t í tu los ejecut ivos legalmente dotados de fehacencia o 

autent ic idad.  

 

Con respecto a la denominación de “ ju ic io e jecut ivo”, 

esta expresión se  ha conceptual izado  impropiamente por 

a lgunos estudiosos del derecho. Esta innovación se just i f ica s i 

atendemos a la acepción que se da y que realmente merece la 

palabra ju ic io,  término que parece que debe reservarse para las 

cont iendas entre partes,  en que por medio de una discusión lata 

y solemne recae la declaración de un hecho controvert ido. 

Algunos autores agregan que no es correcta su apl icación cuando 

se supone incontrovert ib le la existencia del  derecho y sólo se 

t rata de dar e l  cumpl imiento a la ob l igación. 

 

                                                
68

 For t ín  Magaña,  Rom eo,  Las  Acc iones  E jecut i vas ,  sus  fundam entos  y  

Aspec tos  Jur íd icos .  Doc t r ina  pub l icada en las  rev is tas  e laboradas  por  e l  

Cent ro  de  Docum entac ión  Jud ic ia l ,  Cor te  Suprem a de Jus t ic ia  San  

Sa lvador,  2001 www.cs j .gob.sv/bar  in fe .h tm   

 

http://www.csj.gob.sv/bar%20infe.htm
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Pero resulta suf iciente que exista contradicción a una 

demanda y oposic ión a una ejecución sobre la cual deba oírse a 

las partes, para que el  nombre d e ju ic io dado al  e jecut ivo no sea 

ya tan extraño a este procedimiento 69 

 

El  ju ic io e jecut ivo se  encuentra somet ido a t rámites 

específ icos,  d ist intos de los del  ordinario como por e jemplo, 

menor número de los actos que lo integran, reducción de sus 

dimensiones temporales y formales, etc.,  que le otorgan mayor 

celer idad en su desarrol lo y conclusión.  

 

De estas circunstancias deriva,  precisamente el carácter 

especia l que reviste.  La norma formal que lo reglamenta no t iene 

en cuenta específ icamente el interés del acreedor n i del  deudor,  

enfoca siempre un interés socia l :  en el  caso, la exigencia de 

medios expedit ivos que favorezcan las t ransacciones 

económicas,  quedando supeditados por igual a l  ordenamiento 

legal tanto el  acreedor como el  deudor,  de modo que si  es c ierto 

que éste úl t imo no podrá escapar según su arbi t r io a l  ju ic io 

e jecut ivo,  tampoco el  acreedor podrá real izar por esa vía su 

derecho cuando carezca de t í tu lo.  

 

Este t ipo de proceso, además, presenta la part icular idad 

de una estrecha vinculación entre su estructura y la función a 

que se lo dest ina la real ización del  derecho, en tanto el  t í tu lo lo 

vale como presupuesto de coercib i l idad.  

                                                
69

 For t ín  Magaña,  Rom eo,  Las  Acc iones  E jecut i vas ,  sus  fundam entos  y  

Aspec tos  Jur íd icos .  Op.  C i t .  
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Por ta les propósitos,  aparece caracter izado por un 

t rámite comprimido como corolar io de la contundencia del 

derecho que se invoca como soporte del  mismo, de donde se 

desprende, como pauta, la indiferencia de la ca usa de la 

obl igación y que la defensa se encuentra l imitada en la 

presentación de los recibos o documentos que acrediten la 

ext inción de la obl igación.  

 

Su sumariedad, por otra parte,  radica en el  hecho de 

que, en que el  conocimiento del  juez debe ceñirse,  a una l imitada 

cant idad de defensas, e l  ju ic io e jecut ivo no conf igura vía apta 

para el  examen y solución  del  conf l icto or iginado por e l 

incumpl imiento de la obl igación cuyo cobro se procura,  y la 

sentencia que en él  se pronuncia sólo produce, en pr incip i o, 

efecto de cosa juzgada en sent ido formal.   

 

En conclusión,  se t rata de un proceso de ejecución por 

dos mot ivos:  1) en él  no se persigue una decis ión judic ia l  a que 

t i tu lare la existencia o inexistencia de un derecho sustancia l  

incierto,  s ino la sat isfacción de un crédi to legalmente presumido 

como existente en razón del carácter part icular del  documento 

que lo comprueba; 2) contrar iamente a lo que sucede, en 

general ,  con las pretensiones de conocimiento, e l  efecto 

inmediato del  p lanteamiento de la pretens ión ejecut iva,  una vez 

examinada posi t ivamente por e l  juez la idoneidad del t í tu lo en 

que se basa, consiste en un acto conminator io ( int imación de 

pago) (Esto solo en algunas legis laciones, por e jemplo en el 
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Derecho Procesal Argent ino) y en un acto coact iv o sobre el  

patr imonio del  deudor (embargo). 70 

 

 

REPERCUSIÓN DEL JUICIO EJECUTIVO ANTE LOS 

PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES:  

 

  Para algunos autores el  ju ic io e jecut ivo es más un 

“procedimiento” que un ju ic io estr ictamente hablando, ya que no 

def ine la imputabi l idad de la acción pr incipal .  ¿Cómo es que se 

puede dar or igen a medidas coact ivas,  aún antes de la sentencia, 

en aparente contravención a pr incip ios const i tucionales tan 

sagrados como el  que dispone que nadie pueda ser pr ivado de un 

derecho sin antes haber  s ido oído y vencido en ju ic io? Porque 

hay que tener en cuenta que en el ju ic io e jecut ivo ni s iquiera se 

espera el  fa l lo de la sentencia, s ino que como pr imera 

providencia y antes que la demanda sea not i f icada al 

demandado, se le arrebatan los b ienes sin q ue valga ninguna 

oposic ión,  y se ponen por de pronto en manos de un depositar io 

(para el  caso concreto de la Ley de Bancos, e l  depositar io 

judic ia l  es e l  acreedor mismo, la ent idad bancaria,  Art .  217, l i t .  C, 

Ley de Bancos),  s in perju ic io de que, después d e la sentencia,  la 

cosa embargada sea vendida por e l juez y entregada, contra la 

voluntad del dueño, a un comprador extraño; podría esto 

l levarnos a pensar que estamos ante una vio lación al  pr incip io 

const i tucional ya mencionado antes.  Ahora bien cabe aquí  
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suponer la lucha entre pr incip ios que, en r igor,  son 

i rreconci l iables.  Aquel los pr incip ios absolutos de los cuales es 

uno el  que queda ci tado, or iginados (formalmente) de la 

proclamación de los derechos del hombre e incorporados en la 

mayor parte de las const i tuciones l iberales,  y existen otros 

pr incip ios que nacen y emanan de las necesidades mater ia les 

que buscan la manera de imponerse porque el los son necesarios 

para el  normal funcionamiento de la sociedad.  

 

En otras palabras, existe una oposic ión entre  los pr incip ios 

ideal istas absolutos y e l  l lamado de la necesidad económica y 

mater ia l ista,  oposic ión que t iene, como su resultante natural ,  e l 

a juste medio. Así pues, aquel pr incip io que hemos enunciado, ya 

no es tan absoluto admite salvedades naturales,  con ta l  de que 

se “guarden las apariencias”.  Por su parte,  la vigencia  

preconizada por la necesidad del empleo de medidas drást icas, 

“apacigua sus ímpetus”,  y se conforma con tomar la invest idura 

de procedimiento judic ia l  abreviado.  

 

¿A dónde l levaría la r igidez del  pr incip io absoluto en esa 

mater ia y que el  juez di jera a l  querel lante:  “pr imero hay que 

vencer en ju ic io a l  demandado; después, como consecuencia, 

puede el  Estado prestar e l  concurso de sus medios coerci t ivos”? 

vencer a l  demandado quiere decir,  en r igor,  def in ir  contra éste e l 

asunto debat ido y pronunciar la sentencia que se tenga por 

pasada en autor idad de cosa juzgada: todo otro medio sería 

prejuzgar.  Emplear los medios coercit ivos es ejecutar la decis ión.  

                                                                                                                                           
Aspec tos  Jur íd icos .  Op.C i t .  
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Por consiguiente, ese procedimiento r ígido,  fundado en el 

pr incip io absoluto, no es otro que el  empleo de la norma clásica: 

pr imero,  la acción ordinaria que def ine;  después, la e jecución 

natural  para el  logro del  cumpl imiento de la sentencia. Pero ese 

empecinamiento en conservar como inmutabl e e l  procedimiento, 

tendría como consecuencia e l  atraso de la c ivi l ización.  El  d inero 

dest inado a operaciones mercant i les o de crédi to se retraería por 

fa l ta de medios fáci les de cobro, ese dinero retraído no ejercería 

n inguna función út i l  para el  conglome rado, se escasearían los 

medios de vida, suf r i r ía la economía públ ica y las consecuencias 

de todo eso serían desastrosas.  De todo esto nace la necesidad 

del establecimiento de procedimientos rápidos. 71 

 

Por parte de la ent idad prestamista habría e l deseo de  que 

el  procedimiento coact ivo suprimiera toda forma de ju icio y que la 

ayuda drást ica fuera inmediata. A eso t ienden todas las c láusulas 

de la renunciación contenidas en los contratos y todas esas 

formas esporádicas por las cuales se hace aparecer como 

contratos de diversas naturalezas los que en el  fondo no son sino 

obl igaciones mutuarias,  quedando, muchas veces, mediante ese 

recurso,  suprimido el  ju ic io.  

 

De toda esa lucha entre intereses opuestos nace el  ju ic io 

e jecut ivo.  En r igor absoluto no puede resp onder a l  pr incip io 

const i tucional que ya hemos enunciado, pero es indudable que 

responde de la mejor manera posib le a esa necesidad media, 

entre los imperat ivos establecidos que son necesarios para el  
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efect ivo funcionamiento de las re laciones socia les y ec onómicas 

en una sociedad.  

 

El  ju ic io e jecut ivo t iene dos momentos pr incipales de 

coacción:  e l  embargo y la venta de los b ienes embargados.  

 

El  embargo, aunque sea una sustracción de bienes del 

poder de su dueño, contra su voluntad no puede considerarse 

como una vio lación del  pr incip io const i tucional ya re lacionado, 

porque con esa medida no se pr iva al  dueño de su propiedad, 

pues la cosa se pone  en manos de un depositar io,  este s igue 

administrando o conservando esa cosa en nombre de su legi t imo 

dueño, por consecuencia táci ta del  procedimiento.  Si se 

resolviera que la e jecución es improcedente el  depositar io 

tendría que entregar la cosa a su legít imo dueño, con todas sus 

acciones y f rutos y a d icho dueño está obl igado a rendir  cuentas. 

Esa obl igación la t iene aun cuando la sentencia fuera 

condenator ia,  después de ver i f icada la subasta.  

 

Todos esos hechos están indicando que lo único que queda 

restr ingido con el  embargo es la l ibre administración y la facul tad 

de enajenar:  esas restr icciones no impl ican pr ivac ión de la 

propiedad. Porque en real idad lo que existen son medidas 

cautelares,  con respecto a e l las es necesario hacer un breve 

paréntesis, para algunos estudiosos del derecho ent ienden que 

ta les mediadas son las que autor iza la Ley para que el  t i tu lar de 

un derecho subjet ivo asegure oportunamente su ejercic io cuando 
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carece de un t í tu lo e jecut ivo mediante el  cual pueda de inmediato 

obtener la e jecución. 72  

 

Para estos estudiosos,  pues, e l  embargo de los b ienes en el 

ju ic io e jecut ivo es en sí mismo considerad o un acto ejecut ivo con 

f inal idad procesal e jecut iva,  no sólo por l levarse a cabo dentro 

del  proceso de ejecución;  s ino por tener atr ibuida una función 

estrechamente vinculada a la e jecución forzosa. Por el lo es que 

no ta les autores no asimi lan al  embargo como una medida 

cautelar,  cuando af i rman que ta les medidas “ son las que 

autor iza la ley. . . . . . .cuando (se) carece de un t í tu lo e jecut ivo 

mediante el  cual pueda de inmediato obtener la e jecución.  “  

 

 Como ya sabemos la e jecución no puede promoverse sino 

se t iene un t í tu lo e jecut ivo (este requisi to es indispensable en el 

Juic io Ejecut ivo).   

 

Para otro sector de la doctr ina el  embargo sólo puede ser 

l lamado acto ejecut ivo en cuanto integra el  proceso de ejecución, 

pero no porque tenga un f in e jecut ivo,  entendi endo por ta l una 

f inal idad expropiat iva del  b ien sobre que el  embargo recae; e l 

embargo const i tuye para este grupo una medida cautelar,  con un 

f in propiamente conservat ivo,  dest inado a asegurar los f ines de 

la e jecución forzosa propiamente dicha.  
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En lo que coinciden ambos planteamientos es que el  

embargo t iene un f in conservat ivo y subordinado, no obstante 

según Eduardo Pal larés 73 “El embargo propiamente dicho es un 

acto procesal por vi r tud del  cual se aseguran determinados 

bienes, según la naturaleza de l os mismos para que estén a las 

resultas del  ju ic io.”  En conclusión lo que caracter iza al  embargo 

es que se asegura juríd ica y mater ialmente determinados bienes 

y se les afecta legalmente para hacer efect iva en el los la 

sentencia que se pronuncie en el  proc eso.  

 

La venta de los b ienes embargados (en el  caso de 

inmuebles o bienes muebles como vehículos,  maquinaria,  es 

decir  cosas que no sea dinero) por e l  juez,  t iene por 

consecuencia la privación de la propiedad.  

 

La ley fundamental  impone como requisi to in dispensable 

para poder pr ivar a las personas de su propiedad que se le o iga y 

se le venza en ju ic io. Se l lenan esos requisi tos dando al 

procedimiento ejecut ivo la forma de ju ic io,  con el  establecimiento 

de un t rámite especia l  y corto; se not i f ica a l e jecutado el  decreto 

de embargo, dándose  por sabido que esa not if icación equivale a l  

emplazamiento,  y esta l lenando así a l  requis i to de que el 

demandado sea oído en dicho ju ic io, fa l tando únicamente que el 

e jecutado sea vencido.   
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Establecido así la f inal idad del ju ic io e jecut ivo,  concedido el 

término de pruebas correspondientes,  opuestas las excepciones 

legales,  presentadas las pruebas que corresponden y d iscut idas 

las s i tuaciones part iculares de los contendientes, sólo fa l ta la 

resolución judic ia l que, en atención a la denominación de ju ic io 

que toma el  t rámite,  ha de l levar e l  nombre de sentencia.  Si  ésta 

reconoce que es legal la s i tuación creada y que presenta las 

c ircunstancias juríd icas apuntadas, ordena el  procedimiento de la 

subasta, como medio para efectuar el  pago.  

 

De esa manera se l lena el  requis ito del  vencimiento del  

e jecutado en la cuest ión ,    y el  Estado “sust i tuye” a l  deudor en el 

cumpl imiento  de la obl igación,  vendiendo la cosa embargada (en 

el  caso que se t rate de un inmueble o b ienes muebles y no una 

suma l iquida como un salar io,  por e jemplo) para efectuar e l  pago. 

Y queda así cumpl idas todas las exigencias const i tucionales.   

 

EXCEPCIONES  PROCESALES:  

 

La excepción,  oposic ión 74 o defensa puede def in irse como 

el  acto en vir tud del  cual e l  suje to pasivo de la pretensión 

reclama ante el  órgano jur isdiccional y f rente al  actor,  que se 

desest ime la actuación de aquel.   

 

                                                
74
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Para Eduardo Pal lares 75 la  excepción es el  derecho que 

t iene una persona de impedir  mediante su oposic ión,  e l  e jercic io 

de un derecho que se dir ige en contra de el la.   

 

Se le considera como un contra derecho mater ia l  que no 

anula e l  derecho al  que se opone, pero que t iende a impedir  su 

ejercic io,  haciéndolo en la práct ica inef icaz.   

 

Así pues f rente a la pretensión del  actor,  puede o ponerse el 

demandado, mientras que lo pr imero es un “ataque” lo segundo 

se const i tuye en una defensa. Para Eduardo Couture la 

excepción es “e l poder juríd ico de que se haya invest ido el 

demandado que le habi l i ta para oponerse a la acción promovida 

contra é l . ”  76  

 

De las def in ic iones anter iores podemos conclu ir  en una en 

la cual se ent ienda a la excepción como un acto procesal 

autónomo, producto del  derecho const i tucional de defensa, con 

sus propias connotaciones, como una forma más de oponerse a 

la pretensión del  demandado.  

 

CLASIFICACIÓN DE LAS EXCEPCIONES : 

 

Dentro de las d iversas clasi f icaciones que de las 

excepciones se han dado a t ravés de la h istor ia del Derecho no 

cabe duda que la más ut i l izada corresponde al  Derecho Romano, 
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en la época de Just in iano. 77 La divis ión de las excepciones en 

di lator ias, perentor ias y mixtas, ha permanecido tanto por su uso 

en diferentes cuerpos normat ivos,  como por la introducción de 

ciertos elementos novedosos que de alguna manera la actual izan 

a la real idad contemporánea, ya que el  uso de los nuevos 

vocablos no logra arra igarse como lo ha hecho esta divis ión de 

las excepciones y en consecuencia cont inúa vigente como en 

lace y para su comparación con otras clasif icaciones. Así pues de 

forma general  se encuentran las excepcion es di lator ias, 

excepciones perentor ias y excepciones mixtas.  

 

Las excepciones di lator ias son solo temporalmente 

ef icaces, mediante el las no se niega el  derecho que hace valer el 

actor.  El  propósito de el las es sanear e l  proceso, para lograr un 

ju ic io efect ivo.  Doctr inar iamente las excepciones di lator ias 

generalmente aceptadas suelen ser:  las de incompetencia de 

jur isdicción,  conexidad de la causa, fa l ta de capacidad o 

personería,  benef ic io de divis ión,  benef ic io de excusión, f ianza 

de arra igo,  defecto legal  en el  modo de proponer la demanda.  

 

Las excepciones perentor ias son aquel las  que se dir igen 

contra e l  derecho en el  cual e l  actor fundamenta su demanda de 

ta l  forma que siendo procedentes pueden resultar en una 

sentencia favorable a l  demandado, en la med ida que hayan sido 

probadas, ya que será hasta en la sentencia f inal ,  que serán 

resueltas por e l   juzgador.  Eduardo Couture dice de el las que “a 
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di ferencia de las d i lator ias su enumeración no es taxat iva,  

normalmente no aparecen enunciadas en los códigos ( como en el 

Código de Procedimientos Civi les nuestro) y toman el nombre de 

los hechos ext int ivos de las obl igaciones, en los asuntos de esta 

índole:  pago, compensación, novación,  etc.  Cuando no se invoca 

un hecho ext int ivo,  s ino alguna circunstancia que obs truye el 

nacimiento de la obl igación,  también l levan el  nombre de ésta: 

dolo, fuerza,  error,  etc.”  78 Una enumeración que pretendiera 

comprender las pr incipales excepciones perentor ias deberá 

mencionar e l  pago, la dación en pago, la compensación,  la 

confusión de derechos, la remisión de la deuda, la novación,  la 

revocación,  la perdida de la cosa, la t ransacción,  e l  pacto o 

promesa de no pedir,  la  fa l ta de acción,  la p lus pet ic ión,  e l 

compromiso de someter la cuest ión al  ju ic io de árbi t ros o 

amigables componedores,  la s imulación o inexistencia, la 

fa lsedad del t í tu lo y para algunos autores de incluye entre las 

perentor ias  la de cosa juzgada.  

 

Las excepciones mixtas,  son aquellas que part ic ipan de 

ciertos caracteres tanto de las excepciones perentor ias como de  

las  d i lator ias, ya que se t ramitan de las misma manera que las 

segundas, pero en caso de ser tomadas en cuenta por e l 

juzgador ante quien se somete la controversia y est imar éste su 

procedencia,  a l  efecto que proceden es el  de una excepción 

perentor ia.  La excepción mixta procura en todo caso, la decis ión 

del  proceso por una cuest ión no sustancia l .  En este sent ido,  su 

carácter es común con las excepciones de cosa juzgada y de 
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l i t ispendencia, por e jemplo, no median diferencias formales 

profundas: ambas procuran impedir que siga adelante un ju ic io 

que, en def in i t iva provocará resultados gravosos: s i  las dos 

sentencias ( la del  ju ic io anter ior y la del  nuevo ju ic io) son 

iguales,  la segunda es innecesaria;  s i  son dist intas;  aparejaran la 

col is ión de dos decis iones pasadas en cosa juzgada. Como 

ejemplos de Excepciones mixtas tenemos: las de cosa juzgada y 

t ransacción,  que evi tan,  en todo caso, e l  debate sobre el  derecho 

expuesto en la demanda, quien aduce la cosa juzgada no discute 

el  derecho mismo, s ino que se ampara en un pronunciamiento 

anter ior a su respecto,  que le resuelta favorable y que le ahorra 

una nueva discusión.  Se trata de decid ir  e l  conf l icto por razones 

ajenas al  méri to de la demanda, la excepción mixta no t iene, 

pues, la forma de las d i lator ias y e l  contenido de las perentor ias, 

lo que t iene de ésta es la ef icacia,  no la esencia,  pone f in al 

ju ic io,  pero no mediante un pronunciamiento sobre la existencia o 

inexistencia del  derecho, s ino atendiendo al reconocimiento de 

una si tuación juríd ica que hace  innecesario entrar a anal izar e l 

fondo mismo del derecho 79.  

 

También se clasif ican en Excepciones Personales y Reales, 

las personales son las que únicamente pueden oponer a lgunas 

de las personas obl igadas en la re lación juríd ica mater ia l  del  

proceso, como ejemplo tenemos la remisión de la deuda. Las 

Reales son inherentes a la deuda, cuyo pago demanda el actor,  

pueden oponerlas todos los obl igados. Tales como las de 
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Prescr ipción de la Acción,  Pago, Nul idad de la Obl igación o su 

Ext inción por cualquiera de los medios que la ley determina.  

 

Otra c lasif icación que da la doctr ina es  la  de Excepciones 

Procesales y Mater ia les,  las pr imeras se ref ieren únicamente a 

i rregular idades o vic ios del  procedimiento,  pr incipalmente a la 

fa l ta de presupuesto procesales, y no conciernen a la cuest ión de 

fondo o sea a los derechos l i t igiosos,  como ejemplo podemos 

señalar la excepciones de Conexidad de la causa y la de 

incompetencia de jur isdicción.  80 Las Excepciones Mater ia les se 

ref ieren a los derechos y obl igaciones mater ia de l  juic io o como 

ahora se dice a la re lación juríd ica subyacente del proceso. 

Como ejemplos tenemos las de novación,  compensación, 

prescr ipción,  nul idad, entre otras.  

 

Sobre las excepciones, la doctr ina contempla una gran 

var iedad, de las cuales nuestra leg is lación expresamente solo 

contempla algunas de el las (d i lator ias),  la Ley de Bancos es aun 

más restr ict iva (únicamente se comprende en el  Art iculo 217 

l i teral  a) la de pago efect ivo,  prescr ipción de la acción,  error en 

la  l iquidación).  En el Código de Procedimientos Civi les de forma  

d i fusa se encuentran (c lasif icadas como perentor ias o d i lator ias, 

reales o personales Art .  129 C.Pr.C.) las de citación de evicción,  

excusión,  incompetencia de jur isdicción,  i legi t imidad de la 

persona de alguna de las partes,  oscuridad e informalidad de la 

demanda,  s in embargo el lo no restr inge que puedan alegarse 

otras que la Doctrina contempla, puesto que no se prescr ibe lo 
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contrar io, así pues entre e l las tenemos, tomando como referencia 

lo que dice y Jorge D. Donato en su l ibro “Juic io Ejecut ivo 81”  y 

Eduardo Pal larés,  en su Diccionario de Derecho Procesal Civ i l 82,  

así tenemos:  

 

EXCEPCIÓN DE PAGO :  es una excepción perentor ia,  real  y 

mater ia l  l lamada por a lgunos Pago documentado tota l o parcia l” ,  

e l  requis i to de admisib i l idad de dicha excepción,  es que el  pago 

se hal le documentado en instrumento emanado del acreedor o de 

su legi t imo representante y en el que conste una clara e 

inequívoca imputación al  crédi to que se ejecuta    

 

EXCEPCIÓN DE ERROR EN LA LIQUIDACIÓN :  es una excepción 

mixta,  real  y mater ia l ,  que consiste en alegar por parte del  

demandado un cálculo erróneo en la cant idad l íquida reclamada 

por parte del  acreedor.  

 

EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN :  es perentor ia,  

mater ia l  y real  y consiste por la defensa interp uesta por la parte 

demandada, a legando que el  t iempo o plazo para el  ejercic io de 

la acción se t iene por legalmente prescr ipto según el  caso 

concreto.  

 

EXCEPCIÓN DE NOVACION :  es perentor ia,  real y mater ia l ,  y 

consiste en el  cambio o sust i tución de una obl i gación por otra, 
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hecha con el propósito de ext inguir  la pr imera y sólo es admisib le 

pr ima facie,  cuando al  oponerla como excepción en el  Juic io 

Ejecut ivo el  demandado acompañe el  documento del  cual resul te 

demostrada su existencia.  

 

EXCEPCIÓN DE REMISIÓN DE LA DEUDA:  es perentor ia y 

personal,  que consiste en la renuncia que el  acreedor hace a la 

tota l idad del crédito;  hecha y aceptada la renuncia la obl igación 

queda ext inguida.  

 

EXCEPCIÓN DE FALSEDAD O INHABILIDAD  DEL TITULO:  es 

perentor ia,  mater ia l  y real  que consiste en dos defensas 

dist intas,  en el caso de la fa lsedad se ref iere en la adulteración 

del  documento tota l  o parcia lmente, la cual puede estar fundada 

en el  desconocimiento de la f i rma por parte del  oponente;  en el 

caso de la inhabi l idad del t í tu lo se ref iere a l  desconocimiento 83 

del  t í tu lo por cuest ionarse la idoneidad juríd ica del  mismo, sea 

porque no esta contemplado entre los enumerados por la ley, 

porque carece de  los requisi tos a que esta supedita su fuerza 

ejecut iva (  p. Ej . ,  existencia de  suma l íquida,   exigib le,  etc.) o 

porque el  actor o e l  demandado no gozan de legi t imación 

procesal (  es decir,  no f iguran en el  t í tu lo como acreedor o 

deudor)  

 

COMPENSACIÓN:  mater ia l ,  perentor ia y real ,  se t rata de una 

defensa de naturaleza especia l ,  completamente ajena a al 
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obl igación cambiar ia,  y que resulta procedente cuando se t rata 

de un crédi to l íquido,  exigib le,  que se hal le documentado en un 

t í tu lo que tenga aparejada ejecución y provenga del sujeto a 

quien se opone la defensa.  

 

EXCEPCIÓN DE FALTA DE LEGITIMIDAD PROCESAL :  es una 

excepción personal,  d i lator ia y procesal,  que consiste en la fa l ta 

de capacidad procesal del  demandante para estar en juic io,  o por 

carecer de representación suf ic iente.  

 

COMPROMISO:  es una excepción mixta,  y real  que procede  

cuando las partes acordaron someter la solución del  p le i to a 

árbi t ros o amigables componedores, su oponibi l idad se encuentra 

fundada en un convenio entre acreedor y deudor, impide el 

progreso de la e jecución sin ext inguir  la obl igación.  

 

CONCILIACIÓN:  es una excepción mixta y real  que consiste en la 

terminación anormal del  proceso, pues mediante el la las partes 

pueden concretar un desist imiento,  un al lanamiento o una 

transacción,  o b ien un acto complejo que presente al  mismo 

t iempo, notas propias de aquel l os actos.  

 

EXCEPCIÓN DE NULIDAD DE LA EJECUCIÓN :  es perentor ia, 

real  y mater ia l  y puede fundarse únicamente en: 1) no haberse 

hecho legalmente la int imación de pago, s iempre que en el  acto 

de pedir  la declaración de nul idad, e l e jecutado depositara la 

suma f i jada en el  mandamiento u opusiere excepciones; 2) 

incumpl imiento de las normas establecidas para la preparación 
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de la vía e jecut iva,  s iempre que el  e jecutado desconozca la 

obl igación,  n iegue la autent ic idad de la f i rma, e l  carácter de 

locatar io o e l  cumpl imiento de la prestación.  

 

EXCEPCIÓN DE ARRAIGO:  es d i lator ia,  procesal y consiste en 

que el  demandado no esta obl igado a contestar la demanda 

cuando el  actor – extranjero o t ranseúnte - no le otorga f ianza 

bastante de estar a las resultas del  ju ic io,  o d emuestre que t iene 

bienes suf ic ientes con que pagar las cant idades o prestaciones a 

que fuere condenado. Esta excepción no se encuentra ya en los 

ordenamientos juríd icos de los estados modernos. Pero autores 

como Hugo Alsina84 d icen de el la:  “si  e l  demandan te no t iene 

domici l io  conocido en la capita l ,  será también excepción di lator ia 

la de arra igo del  ju ic io por las responsabi l idades inherentes de la 

demanda. La f ianza que se le exige  

 

EXCEPCIÓN DE CONEXIDAD :  es una excepción di lator ia y 

procesal,  procede cuando la acción intentada en el  ju ic io t iene 

vínculos de conexidad con otra intentada anter iormente en el 

ju ic io.  Hay conexidad cuando en los dos ju ic ios hay ident idad de 

personas y acciones, aunque las cosas sean dist intas;  y cuando 

las acciones provengan  de una misma causa.85 Tiene como f in 

que se acumule el  ju ic io en el  que se opone la excepción,  a l 

ju ic io conexo que con anter ior idad se promovió,  para que el  juez 

                                                
84
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que previno conozca de los dos y los resuelva en una misma 

instancia.86 

EXCEPCIÓN DE DINERO NO ENTREGADO :  es una excepción 

mater ia l ,  real  y perentor ia,  desde el  derecho romano exist ió esta 

excepción que consiste en que el  demandado niega haber 

recib ido el  d inero cuyo pago le exige el  actor por concepto de 

mutuo. 

 

EXCEPCIÓN DE FALTA DE CAPACIDAD PRO CESAL :  es una 

excepción di lator ia y procesal mediante la cual e l  demandado 

sost iene que el  actor carece de capacidad procesal,  y por ende, 

no puede comparecer ante los t r ibunales ni  in ic iar val idamente el 

ju ic io.  Así e l  loco,  e l menor de edad, e l  quebrado t ienen 

personal idad juríd ica pero carecen de la Capacidad procesal.  

 

EXCEPCIÓN DE FALTA DE CUMPLIMIENTO DEL PLAZO:  es una 

excepción di lator ia que procede cuando la obl igación cuyo 

cumpl imiento se exige en la demanda, no esta vencida por no 

haberse cumpl ido  el  p lazo legal o convencional a que esta sujeta.  

 

EXCEPCIÓN DE FALTA DE PERSONALIDAD:  es di lator ia y 

procesal y se la confunde f recuentemente con la excepción de 

fa l ta de capacidad procesal,  pero la doctr ina la d ist ingue. Hay 

fa l ta de personalidad, cuando  el demandante carece de la 

representación juríd ica que ostenta en su demanda. No esta 

legi t imado procesalmente,  por ta l  c i rcunstancia,  no puede in ic iar 
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el  ju ic io con ef icacia juríd ica.  Hay fa l ta de personal idad, cuando 

el  demandante carece de la representación juríd ica que ostenta 

en su demanda. No está legi t imado procesalmente por su 

mandante,  por ta l c i rcunstancia no puede in ic iar e l  ju ic io con 

ef icacia juríd ica.  La fa l ta de personal idad t iene re lación con la 

representación legal o convencional que osten ta el  demandante. 

Por consecuencia,  puede invocarse contra las personas que 

promueven como apoderados judic ia les,  tutores o curadores,  s i 

no acreditan debidamente su personal idad.  

 

EXCEPCIÓN DE LITISPENDENCIA:  es d i lator ia y procesal y para 

que proceda es indispensable que el  ju ic io promovido 

anter iormente no haya conclu ido por sentencia f i rme, porque en 

este caso procede la excepción de cosa juzgada. Si  e l  ju ic io ha 

terminado por desist imiento o caducidad tampoco hay 

l i t ispendencia. En un ju ic io en el  que se den las t res ident idades: 

es decir  personas, acciones y objetos.  

 

EXCEPCIÓN DE OSCURIDAD O DEFECTO LEGAL EN LA 

DEMANDA :  es una excepción di lator ia y procesal,  mediante la 

cual e l  demandado, se niega a contestar la demanda, af i rmando 

que esta es oscura o  no se ajusta a los preceptos legales que 

r igen su forma de presentación,  o cuya ambigüedad o imprecis ión 

en la individual ización del  nombre de las partes o en la 

designación de la cosa demandada podría resultar afectando el 

derecho de defensa del e jecutado. 
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QUITA:  es una excepción di lator ia que consiste en la renuncia o 

remisión parcia l  de la deuda. Tiene que haber s ido otorgada por 

e l  acreedor con poster ior idad a la f i rma de la obl igación,  por lo 

cual no puede fundarse en los antecedentes a que le d ieron  

or igen.  

 

EXCEPCIÓN DE PLUS PETICIÓN :  es d i lator ia  y consiste en 

demandar más de lo que es debido,  o sea una mayor cant idad de 

dinero, una mayor superf ic ie del  inmueble cuya entrega se exige,  

etc.   

 

EXCEPCIÓN MUTATI LIBELI :  d i latoria y procesal y consiste  en la 

defensa que puede oponer e l  demandado al  actor, que pretenda 

modif icar en perju ic io de aquel,  los términos de su demanda.  

 

EXCEPCIÓN NON ADIMPLETI CONTRACTUS:  es perentor ia,  real  

y mater ia l  y consiste en negar la procedencia de la acción 

fundándose en que el  actor no ha cumpl ido,  a su vez,  las 

obl igaciones que contra jo en el  contrato base de la demanda.  

 

EXCEPCIÓN REI IN TRANSACTIONEM DEDUCTAE:  es una 

excepción mixta, mater ia l  que consiste en que la cuest ión 

promovida por e l  actor,  ha sido mater ia de  una transacción que 

t iene para las partes la misma fuerza que la cosa juzgada, por lo 

cual no puede ser de nuevo l levada a ju ic io.  

 

EXCEPCIÓN COSA JUZGADA:  es una excepción mater ia l  que 

algunos autores consideran mixta, o sea, la que t iene su 
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fundamento en que existe una sentencia e jecutor iada, con la 

fuerza y la autor idad de la cosa juzgada, sobre las cuest iones 

l i t igiosas planteadas en el  nuevo ju icio.   

 

EXCEPCIÓN DE BENEFICIO DE DIVISIÓN:  es una excepción 

mixta y personal que consiste en el  derecho que compete a cada 

uno de los f iadores,  cuando son varios,  para exigi r  del  acreedor 

que divida su reclamación entre todos. Para que exista este 

benef ic io es necesario que se de un convenio entre e l  acreedor y 

f iadores que destruya la sol idar idad que como pr inc ipio general  

r ige en las re laciones que entre ambos se dan.  

 

EXCEPCIÓN DE BENEFICIO DE EXCUSIÓN:  Esta excepción 

di lator ia y  personal también de índole procesal de igual 

naturaleza que la que antecede, es la que opone el  f iador 

reconvenido para que se pers iga pr imero al  deudor pr incipal ,  es 

decir  que en base a el la e l  f iador p ide que pr imeramente se t rate 

de que el  deudor pr incipal ,  cumpla con su obl igación y 

justamente si  éste se niega a el lo o por otra causa, es imposible 

que cumpla,  entonces es el f iador  a quien corresponderá el  pago 

de la deuda. 

 

FUNDAMENTOS DOCTRINARIOS DEL PRINCIPIO DE 

IGUALDAD. 

 

A lo largo de la h istor ia,  la igualdad no había exist ido ni 

como fenómeno socia l  o real  n i mucho menos como derecho 
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consagrado juríd icamente.  En el  estado de democracia todos los 

hombres  son considerados iguales ante la ley.  Esa igualdad es 

de derechos civi les y también cívicos (no pol í t icos,  pues estos 

pertenecen a los c iudadanos) y ambos existen para los 

habitantes.  El  c iudadano t iene, pues, dos esferas jurí d icas:  la de 

los derechos pr ivados y la de todos los derechos públ icos, 

comprendiéndose en éstos los derechos polí t icos.  La igualdad es 

pues, un concepto objet ivo,  a d i ferencia de la “ l ibertad”,  que es 

un concepto subjet ivo 87 La concepción contemporánea de la 

igualdad dist ingue entre igualdad ante la ley e igualdad en la ley.   

 

La pr imera,  se interpreta como una apl icación de la Ley 

conforme a la ley,  como una apl icación regular correcta de las 

d isposic iones legales,  s in otras dist inciones de supuestos o 

casos que los determinados por la norma legal;  y la segunda se 

ent iende como un tratamiento juríd ico igual para supuestos de 

hecho iguales y en un t ratamiento juríd ico di ferenciado de esos 

supuestos cuando haya una just i f icación razonable,  como puede 

ser e l  caso de las re laciones juríd icas en el  Derecho Socia l ,  por 

e jemplo.  

 

IGUALDAD  ANTE  LA  LEY 

 

La igualdad ante la ley no es una igualdad formal s ino 

sustancia l ,  no es esta desde luego, una igualdad de hecho, s ino 

de derecho. La igualdad de hecho es siempre re lat iva y var iable, 
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porque el la depende de factores extraños a los conceptos de 

derecho. El derecho natural  concibe a los hombres iguales en lo 

que respecta al  e jercic io de sus facul tades naturales,  f ís icas, 

inte lectuales y morales y a la protección de es e ejercic io.  Pero la 

misma naturaleza y otros factores cont ingencia les hacen a los 

hombres desiguales en estas facul tades, en sus vir tudes,  en sus 

sent imientos,  en sus aspiraciones de vida,  en su tendencia o 

inst intos.  

 

IGUALDAD EN LA LEY 

  

Signif ica que las partes en l i t igio están si tuadas en el 

mismo plano legal,  y que los t r ibunales no se han establecido 

para juzgar a personas de especia l  categoría s ino para juzgar a 

los habitantes.  La igualdad en la ley no solamente signi f ica 

igualdad de jur isdicción s ino también de régimen procesal,  las 

partes están colocadas en el  mismo plano legal,  y pueden ejercer 

los mismos medios de defensa: pet ic ión,  prueba y a legación.   

 

La igualdad es pues, un pr incip io que emana de la 

naturaleza misma del hombre y t iene su fun damento en su 

ident idad de or igen y dest ino.  Se presenta como una re lación en 

vi r tud de la cual cabe reconocer a todos los hombres sus 

derechos fundamentales y su plena dignidad, evi tando 

discr iminaciones arbi t rar ias.  El  mismo impl ica la necesidad de 

dársele igualdad de oportunidades a cada una de las partes para 

el  sólo efecto de que puedan defender sus posic iones y derechos 

que los part iculares est imen tute lables.  Además puede también 
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presentarse como una norma juríd ica de opt imización que, 

cuando encuent ra en su apl icación col is iones con otras 

categorías juríd icas de t rascendencia para la esfera juríd ica del 

individuo y/o la colect ividad, es suscept ib le de una mayor o 

menor concreción plena de su contenido.  La igualdad como el 

reconocimiento y garantía a toda persona humana de su plena 

dignidad y de sus derechos fundamentales,  evi tando todo t ipo de 

discr iminaciones arbi t rar ias,  esta ínt imamente vinculada a la 

just ic ia,  no obstante su naturaleza es de dif íc i l  precis ión pues en 

cuanto es entendida como un pr incip io,  también se le concibe 

como un derecho.88 Dentro del marco de apl icación de las leyes 

la igualdad adquiere el  carácter de derecho fundamental  de la 

persona a no ser arbi t rar iamente discr iminada, vale decir,  a no 

ser exclu ida del  goce y e jercic io de los derechos que se le 

reconocen a los demás que se encuentran en su misma posic ión 

ante la ley.  

 

La igualdad es: un t rato igual en circunstancias iguales,  que 

signi f ica la prohib ic ión de toda decis ión o norma legal de 

carácter d iscr iminator io por parte de  los órganos estatales.   

 

La igualdad ante la ley es un caso de Razonabi l idad de las 

leyes que representa una garantía const i tucional y una valoración 

vigente en todos los países const i tu idos sobre la ideología 
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demol iberal .  Así pues la expresión “ igualdad ante la ley” debe ser 

entendida en sent ido de “ igualdad ante el  derecho”.  

El  pr incip io de igualdad busca garant izar a los iguales el 

goce de los mismos benef ic ios, y a los desiguales diferentes 

benef ic ios s iempre y cuando estos estén just i f icados, 89 d icho 

mandato vincula tanto al legis lador como al operador juríd ico 

encargado de apl icar la. 90  

 

El  cumpl imiento del  pr incip io de igualdad en la formulación 

de la ley,  s igni f ica la facul tad que el  legis lador t iene de dictar 

normas que hagan que las d iferenciaciones  normat ivas se 

correspondan con las desigualdades reales que puedan darse.  

 

 El  pr incip io de igualdad vincula tanto al  legis lador como al 

apl icador de la ley,  s in embargo, la posib i l idad de establecer 

d i ferenciaciones o equiparaciones, esta reservada al  pr imero, 

vinculando ta l pr incip io a l segundo en el sent ido de aplicar la ley 

de igual manera para todos sin rasgos de diferenciación.   

 

El   cumpl imiento del  pr incip io de igualdad en la formulación 

de la ley,  s igni f ica la facul tad que t iene el  legis lador de d ictar 

normas que hagan que las d iferenciaciones normat ivas no sean 
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excesivas,  tanto que puedan l legar a afectar la esfera juríd ica de 

los demás, lo que sin lugar a dudas vendría s iempre a vio lentar 

e l  pr incip io de igualdad. 91  
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CAPITULO IV 

ANÁLISIS JURÍDICO DEL JUICIO EJECUTIVO, 

PRINCIPIO DE IGUALDAD Y  LAS EXCEPCIONES.  

 

Anál is is Del Juic io Ejecut ivo En El Código De Procedimientos 

Civi les.  

 

Modo de Proceder en el Juicio Ejecutivo  

 

Art .  593 Pr.  C. -  “Todo portador legít imo de un t í tu lo que  

tenga según la ley fuerza ejecut iva,  puede pedir  e jecución contra 

la persona responsable o sus sucesores o representantes.  

 Si  demandare cant idad deberá l imitar la a lo que 

legít imamente se le deba, expresando cuánto se le haya pagado 

por cuenta de la obl igación”.  

 Esta disposic ión se ref iere a la exposic ión de los requisi tos 

para ejercer e l derecho de acción por parte del  t i tu lar de un t í tu lo 

e jecut ivo,  que de acuerdo a las disposic iones que veremos a 

cont inuación,  la Ley les concede de manera automát ica,  y s in 

mayor t rámite,  la fuerza suf ic iente,  para reclamar en ju ic io e l  

derecho que cont iene, e jecutándolo s in mas trámite,  n i  d i l igencia, 

que su presentación ante juez competente.  

   

 Art .  586 Pr.  C. -  “Juic io e jecut ivo es aquel en que un 

acreedor con t í tu lo  legal,  persigue a su deudor moroso, o e l  en 
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que se pide el  cumpl imiento de una obl igación por instrumentos 

que según la ley t ienen fuerza bastante para el  efecto”.  

 

El  anter ior art ículo es una def in ic ión como otras disposic iones en 

las que la Ley,  br inda una expl icación de sus preceptos legales.   

 

 

REGULACIÓN LEGAL DE LOS INSTRUMENTOS QUE 

TIENEN FUERZA EJECUTIVA 

 

 Art .  587 Pr.  C. - “Los instrumentos que traen aparejada 

ejecución pertenecen a cuatro c lases,  a saber:  

 1ª  Los instrumentos públ icos;  

 2ª  Los autént icos;  

 3ª  El  reconocimiento;  

 4ª  La sentencia”.  

 

 Art .  588 Pr.  C. -  “A la pr imera clase pertenecen:  

 1º  Las escr i turas públ icas or iginales o de pr imera 

saca otorgadas según las leyes,  y las copias poster iores sacadas 

del protocolo o del  l ibro de t ranscr ipciones con las formal idades 

legales;  

 2º  Las disposic iones testamentar ias legalmente 

comprobadas en todo lo que no sea favorable a la testamentaría;  

 

 3º  Los test imonios de tomas de razón de hipotecas 

expedidos en la forma debida, en el  caso del ar t ículo 276 y los 

test imonios de la cabeza, p ie e h i juela de part ic ión;  
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 4º  Los instrumentos públ icos emanados de país 

extranjero,  cuando se hubieren l lenado las formal idades 

requeridas en el  art ículo 261”.  

 

 Art .  589 Pr.  C. -  “A la segunda clase pertenecen : 

 1º  El  aviso de la Tesorería General  o 

Administradores para el cobro de toda renta f iscal ,  acompañado 

del documento en que conste la obligación o de cert i f icación de 

la part ida del  l ibro respect ivo;  

 2º  Las plani l las de costas judic ia les,  visadas por e l 

Juez respect ivo,  contra la parte que las ha causado, y también 

contra la contrar ia,  s i  se presentaren en unión de la sentencia 

e jecutor iada que la condena al  pago”.  

 

 Art .  590 Pr.  C. -  “A la tercera clase pertenecen:  

 1º  El  instrumento pr ivado reconocido  con juramento 

o s in é l  ante el  Juez competente,  o e l  que la ley da por 

reconocido en los casos de los números 1º y 4º  del  art ículo 265; 

lo mismo que los documentos y atestados reconocidos ante 

abogado, conforme a los decretos legis lat ivos de 23 de abri l  d e 

1904 y 6 de marzo de 1905;  

 2º  Las letras de cambio,  l ibranzas, vales y pagarés 

a la orden contra e l  l ibrador o endosante,  s i  fueren protestados 

en t iempo y forma, previo e l  reconocimiento del  respect ivo 

responsable ante Juez competente,  o s i  se dan por  reconocidos 

en los casos que indica el  número anter ior;  

 3º  Las mismas letras,  l ibranzas, etc.,  contra e l 

aceptante que no hubiere opuesto tacha de fa lsedad a su 
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aceptación al  t iempo del protesto por fa l ta de pago, s in 

necesidad de previo reconocimiento;  

 4º  Los dividendos de cupones vencidos de acciones 

u obl igaciones al  portador,  emit idas por compañías o empresas; y 

las mismas obl igaciones vencidas o las acciones a las que haya 

cabido la suerte de amort ización,  s iempre que ta les documentos 

conf ronten con sus t í tu los o ta lonarios respect ivos.  

 Resultando conforme la conf rontación,  no será obstáculo a 

que se despache la e jecución la protesta de fa lsedad que en el 

acto h ic iere el  d irector o persona que represente a la compañía, 

quien podrá alegar en forma esa protesta como una de las 

excepciones del juic io;  

 5º  Los bi l le tes al  portador emit idos por los bancos 

siempre que conf ronten con los l ibros ta lonarios,  a no ser que, 

como en el  caso anter ior,  se proteste en el acto de la 

conf rontación de la fa lsedad del b i l le te por persona competente;  

 6º  Los documentos pr ivados registrados en la 

Alcaldía Municipal correspondiente, con arreglo a lo prevenido en 

la ley de 19 de febrero de 1881”.  

Art .  591 Pr.  C. -  “A la cuarta c lase pertenecen:  

 1º  Las ejecutor ias de las sentencias de los 

t r ibunales,  Jueces de Primera Instancia y de Paz, árbi t ros 

arbi t radores con tal  que no esté prescr i ta la acción ejecut iva;  

 2º  Las sentencias a que la ley da apelación sólo en 

el  efecto devolut ivo;  

 3º  Los l ibramientos de los Jueces contra los 

depositar ios de los b ienes embargados por su orden;  
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 4º  Los cargos declarados l íquidos por autor idad 

competente;  

 5º  La cert i f icación del  ju ic io conci l ia tor io en el  caso 

del art ículo 179”.   

 

 Art .  592 Pr.  C. -  “No serán ejecut ivas las escr i turas  de 

donación, s ino desde que fue not if icado el  donante de la 

aceptación, n i  las h ipotecarias para perseguir  los b ienes 

hipotecados sin la inscr ipción respect iva,  n i  los t í tu los de que 

habla e l  art ículo 1257 del Código Civi l  s ino previas las 

formal idades que en el  mismo art ículo se previenen”.  

 

 Art .  594. Pr.  C. -  “El  Juez,  reconocida la legi t imidad de la 

persona y la fuerza del  instrumento, agregará éste desde luego, 

s in c i tación contrar ia,  e inmediatamente decretará el  embargo de 

bienes del e jecutado y l ibrará el  mandamiento respect ivo,  aun 

antes de hacer saber a las partes esta providencia.  

Siempre que el  interesado pida que se le devuelva el  instrumento 

ejecut ivo dejando cert i f icación en los autos,  se accederá a el lo, 

debiendo pract icarse la d i l igencia con  citación contrar ia;  y se 

devolverá el  instrumento con una razón del Juez,  puesta al 

margen o al  dorso,  en que se haga constar haberse intentado la 

acción ejecut iva que es objeto del  ju ic io,  cuya razón será 

autor izada por e l  Secretar io y sel lada con el  sel lo del  juzgado, 

procediéndose en lo demás como se dispone en el  inciso 

anter ior.  

El  embargo sobre bienes inmuebles inscr i tos o sobre cosas 

mercant i les o cualesquiera otros bienes o derechos que estén 
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inscr i tos en el  Registro de Comercio también podrá t raba rse 

mediante of ic io que el  Juez de la causa l ibrará a la of ic ina del 

Registro correspondiente,  quien deberá informar a l  Juez de su 

cumpl imiento en el  p lazo máximo de diez días,  y éste nombrará 

en el  acto a un depositar io de los b ienes embargados. Para el 

embargo de sueldos y salar ios,  s i  el  actor lo sol ic i tare,  e l  Juez 

l ibrará orden al  jefe de la of ic ina, inst i tución o lugar donde el 

e jecutado trabajare,  a f in de que retenga la cant idad proporcional 

que señala la ley, y luego remita e l producto de lo embarg ado a 

la of ic ina correspondiente”.   

 

Con las anter iores disposic iones se regulan legalmente los 

requisi tos que debe reunir  todo documento ejecutivo  para 

ostentar de la legi t imidad de que gozan los instrumentos antes 

ci tados,   lo que le conf iere de anteman o, y s in necesidad de 

mayor t rámite, o d i l igencia, s ino bastando el  s imple 

reconocimiento de los requisi tos legales previamente reconocidos 

por e l  juez es suf ic iente,  para decretar juntamente con el  auto de 

admisión de la demanda el  embargo.  

 

 Art .  595.Pr.  C.-  “La not if icación del  decreto de embargo 

hecha al  e jecutado, equivale a l  emplazamiento para que éste 

comparezca a estar a derecho y a contestar la demanda dentro 

de tercero día.  

 Las excepciones de cualquier c lase deberán alegarse al 

contestar la demanda. Si e l demandado, dentro del  término legal 

correspondiente,  no la contestare,  o contestándola confesare su 
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obl igación o no opusiere excepciones, no habrá término del 

encargado. 

 Si  se opusieren excepciones, se abrirá e l  ju ic io a prueba 

por ocho días con  todos cargos,  y e l  demandado podrá alegar 

nuevas excepciones y probarlas dentro del  término probator io”.  

 

La disposic ión antes ci tada establece, e l  momento procesal 

oportuno para oponer excepciones durante el  desarrol lo del  ju ic io 

e jecut ivo,  además de las  formal idades o requisi tos que debe 

reunir  ta l  oposic ión con respecto al  p lazo de su oposición.  

 

Por todo lo antes expuesto,  según la regulación legal,  

decimos que el  ju ic io  e jecut ivo es un procedimiento especial   

que  t iene por objeto obtener  por  vía   de apremio  e l  

cumpl imiento   de una  obl igación convenida; así también  se 

considera como  un procedimiento  de carácter  sumario  de 

excepción  que  t iene  como  base  e l   hecho  de que  e l   actor  

d isponga  de un derecho  ref le jado en un t í tu lo que t ra iga  

aparejada  e jecución.  

 

Se dice  que  t raen  aparejada  e jecución  los  instrumentos  

en vir tud  de los  cuales  se procede  por vía  e jecut iva  contra e l   

deudor moroso, embargando  y  poniendo  a la  venta  sus  

b ienes  para  sat isfacer  a l   acreedor;  e jecución  que  se hace  en 

vi r tud  de un acto  o  instrumento  ta l   cual es,  s in que  haya  

necesidad  de otra  formal idad, n i   de otro t í tu lo.  

Es así que el   ju ic io  e jecut ivo,  t iene  como  f in  e l   pago  

inmediato  y  l lano  de la  obl igación  deman dada,  o  b ien  que  
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se pronuncie  una  sentencia  condenator ia  de remate  de los 

b ienes  que  aseguren  e l pago  de la  c itada  obl igación,  con el 

pago de cant idad l íquida,  o que ordene el cumpl imiento de una 

obl igación de hacer o no hacer.  

 

 

Análisis Específico Del Trámite Y Clasificación De Las 

Excepciones En El Código De Procedimientos Civiles.  

 

 Art .  128 Pr.  C. -  “Excepción es la contradicción por medio de 

la cual e l  reo procura difer i r  o ext inguir  en todo o parte la acción 

intentada. 

Esta disposic ión def ine de forma part icular y específ ica la 

función y e l  objeto pr incipal  de las excepciones en un ju ic io,  y 

consiste en el  e jercic io legít imo del derecho de defensa por parte 

del  reo,  o demandado”.   

 

 Art .  129 Pr.  C. -  “Las excepciones son:  

 1º Perentor ias  o d i lator ias;  

 2º   Reales o personales.  

Son perentor ias,  las que ext inguen la acción; d i lator ias,  las que 

di f ieren o suspenden su curso;  

Reales las que van inherentes a la cosa, de ta l  manera que 

pueden oponerse por todos los que t ienen interés en la mism a 

cosa, esto es,  no sólo por e l  deudor,  s ino también por sus 

herederos y f iadores;  y  Personales,  las que sólo pueden 

oponerse por aquel a quien se han concedido por ley o pacto, y 

no por los demás interesados en la misma cosa”.   
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Esta disposic ión enumera la  c lasi f icación de las 

excepciones de manera general ,  es decir  c lasi f ica las 

excepciones, de acuerdo a su f inal idad en el  ju ic io,  y en re lación 

a la fuente  a la que legít imamente se le adjudica el  derecho de 

poder oponerlas en ju ic io.   

 

Art .  130 Pr.  C. -  “El  demandado deberá alegar de una sola vez 

todas las excepciones di lator ias que tuviere,  dentro del  término 

señalado para la contestación de la demanda; las que propusiere 

en otra forma o fuera de dicho término, le serán rechazadas de 

of ic io y s in t rámite a lguno. 

 

 No oponiéndose la decl inator ia de jur isdicción o 

incompetencia del Juez,  u oponiéndose contra lo prevenido en el  

inciso precedente, quedará prorrogada la jur isdicción, caso que 

pueda prorrogarse”.   

 

 Con el  pr imer inciso se t rata de poner c lar idad  en el 

procedimiento para oponer las Excepciones Di lator ias, ya que en 

algunos casos estas podrían ser ut i l izadas de forma incorrecta,  y 

con la sola f inal idad de di latar e l  proceso.  

 

 En el  segundo inciso se expone la f igura conocida como 

una de las formas de prorrogar la competencia,  es decir  que si  la 

excepción de incompetencia, ya sea por Decl inator ia o por 

Inhib i tor ia,   no se interpone previamente a la contestación de la 

demanda,  se somete  tácitamente la parte demandada a la 

competencia del  juez  a quo. 
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 Art .  131 Pr.  C. -  “Las excepciones perentor ias pueden 

oponerse en cualquier estado del ju ic io y en cualquiera de las 

instancias,  antes de la sentencia”.  

 

 El  art ículo anter ior se ref iere a la etapa  procesal para 

oponer las excepciones perentor ias, la s cuales se establecen, y 

caracter izan como excepciones que atacan directamente la 

pretensión del actor,  y que por lo tanto modif ican 

substancia lmente   e l   proceso, razón por la cual son admisib les 

durante todo el  desarrol lo del  proceso antes de dictar  l a 

sentencia.  

 

 Art .  132 Pr.  C. -  “En los ju ic ios ordinarios las excepciones 

di lator ias deben decid irse oyendo a la parte contrar ia en la 

s iguiente audiencia,  y se abrirá a prueba el  incidente por e l 

término de cuatro días,  s i  fuese necesario;  las d i lator ias  que se 

deducen de la misma demanda y de los documentos presentados, 

serán resueltas s in más trámite que la respect iva audiencia.  En 

ambos casos se resolverá lo procedente dentro de los t res días 

siguientes.  

 

 Las excepciones perentor ias se resolverán en l a sentencia 

def in i t iva”.   

 

 Esta disposic ión establece  e l  procedimiento por medio del 

cual  se t ramita e l  incidente de las excepciones  en el  ju ic io 

ordinario, mediante  e l  t raslado que se le corre a la parte 
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contrar ia por veint icuatro horas,  es decir  a l  día s iguiente,  a eso 

se ref iere en la s iguiente audiencia, y se abre el  ju ic io a pruebas 

por cuatro días,  s i  eso fuese necesario,  o requerido por las 

partes,  o de of ic io;  así mismo las excepciones di lator ias 

deducidas de la demanda y documentos presentados ,  serán 

resueltas de of ic io y de una vez en la audiencia respect iva, 

resolviendo sobre lo anter ior dentro de los t res días siguientes, 

s igni f ica que se ref iere únicamente a las excepciones di lator ias; 

ya que como se sabe las excepciones perentor ias se res uelven 

en la sentencia def in i t iva.  

 

 Art .  133 Pr.  C.-  “En los ju ic ios extraordinarios las 

excepciones di lator ias que se opongan, no suspenderán el  curso 

de la demanda y se sustanciarán y resolverán con la causa 

pr incipal ,  s in que se pueda formar por razón de el las,  art ículo 

especia l  en el  ju ic io;  pero deberá guardarse en la sentencia e l  

orden correspondiente de modo que, declarándose probada la 

excepción,  no entrará el  Juez a conocer de lo pr incipal  de la 

demanda. 

Lo dispuesto en este art ículo no t iene luga r en las 

excepciones de ci tación de evicción, excusión,  incompetencia de 

jur isdicción,  i legi t imidad de la persona de alguna de las partes, 

oscuridad e informal idad de la demanda, en cuyos casos el Juez 

lo resolverá conforme a lo prescr i to en el  art ículo pr ecedente, 

teniendo lugar lo ordenado en el  art ículo 520 de ese Código.  

 

 La resolución que decida el incidente de excepciones 

di lator ias,  no admite apelación,  en ningún caso”.  



 127 

 Con este úl t imo art ículo termina la regulación legal de las 

Excepciones en el  P rocedimiento Civi l  de los Juic ios ya 

Ordinarios,   ya Extraordinarios, y en el  caso de esta últ ima clase 

de ju ic ios,  es decir,  en los Extraordinarios, las excepciones 

di lator ias no suspenden el  curso del  proceso, precisamente  por 

la naturaleza y la celer idad de esta c lase de procesos, por lo que 

deberán resolverse de acuerdo a cada caso en concreto,  en la 

Sentencia,  así pues, también en el  caso de las excepciones de 

ci tación de evicción,  excusión,  incompetencia de jur isdicción, 

i legi t imidad de la persona de alguna de las partes,  oscuridad e 

informal idad de la demanda, en cuyo caso mandan al  juez  a 

resolver las conforme al  art ículo 132 del Código de 

Procedimientos Civi les.   

 

ANÁLISIS DEL JUICIO EJECUTIVO EN LA LEY DE 

PROCEDIMIENTOS MERCANTILES 

 

 

JUICIO EJECUTIVO EN MATERIA MERCANTIL:  

 

Art .  49 LPRM. “En mater ia mercant i l ,  t raen aparejada 

ejecución los documentos siguientes:  

I )  Los comprendidos en los Arts.  588, 589, 590 ordinales 1º. Y 6º. 

Y 591 del Código de Procedimientos Civi les.  

I I )  Los t í tu los valores,  en las condiciones establecidas en el 

art ículo s iguiente.  
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I I I )  Los documentos a que se ref ieren los Art ículos 51 y 52,  en las 

condiciones que en ta les art ículos se establecen.  

IV) Cualesquiera otros documentos a los cuales el  Código de 

Comercio conf iera fuerza ejecut iva,   con los requisi tos y 

a lcances que en el mismo Código determine.”  

 

Ref ir iéndose a ciertos documentos que en mater ia mercant i l  

t ienen fuerza ejecut iva,  a l  igual que los que traen aparejada 

fuerza ejecut iva en mater ia c ivi l .  

 

Art .  50 LPRM.- “Los t í tu los valores tendrán fuerza ejecut iva en 

las condiciones siguientes:   

 

1) La Acción Cambiar ia derivada  de los t í tu los valores es 

ejecut iva sin necesidad de reconocimiento de f i rma ni  de 

ninguna otra exigencia procesal;  pero deberán l lenarse los 

requisi tos establecidos en el  Código de Comercio para conservar 

la acción cambiar ia,  y los señalados en esta Ley.   

 

2) Los t í tu los que requieran ser presentados dentro de cierto 

p lazo para su aceptación o pago, solamente serán ejecut ivos si  

se acompañan con el acta notar ia l d e protesto correspondiente;  

pero no será necesaria la presentación de  d icha acta en los 

casos siguientes:  

a) s i  se anotan con efectos equivalentes al  protesto, 

cuando ta l  anotación sea legalmente procedente;  

b) s i  e l  t í tu lo ha sido emit ido sin obl igación de 

protestar lo;  y  



 129 

c) en los casos en que la fa lta de presentación y de 

protesto solamente hagan caducar las acciones  contra los demás 

signatar ios, pero deje subsistente la acción cambiar ia contra e l 

ú l t imo obl igado,  según se dispone en el  Código de Come rcio.  En 

estos úl t imos casos, tampoco será necesario anotar e l  t í tu lo.  

 

3) Los bonos u obl igaciones negociables y los cupones de los 

mismos para el  cobro de intereses,  tendrán fuerza ejecut iva, 

previo requerimiento de pago que a sol ic i tud del  interesado, h ará 

el  juez al  representante de la ent idad emisora,  la cual deberá 

manifestar dentro del  término que se le señale,  las razones que 

tenga para no efectuar e l  pago respect ivo.  A la demanda se 

acompañarán las d i l igencias or iginales de requerimiento y en el 

término probator io respect ivo,  e l  juez de of ic io o a pet ic ión de 

parte,  pract icará inspección personal en la inst i tución emisora,  a 

f in de establecer s i  los t í tu los presentados conf rontan con los 

ta lonarios o t í tu los de que se desprenden. Si  no conf rontaren,  se 

absolverá al  emisor demandado.  

 

4) Los cupones de las acciones para el  cobro de dividendos 

serán ejecut ivos si  se acompaña la documentación que 

comprueba la cuantía de los d ividendos que incorporan. Tal 

cuantía puede establecerse con la cert i f icación e xtendida por la 

of ic ina que ejerce la vigi lancia del  Estado o por la propia 

sociedad emisora, o mediante los avisos publ icados por esta 

ú l t ima. En todo caso, y como acto previo,  a pet ic ión del 

interesado, se requerirá judic ia lmente  de pago al  representant e 

de la sociedad emisora,  a efecto de que dentro del término de 
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que se le señale,  exprese los motivos que se  tengan para no 

efectuar e l  pago de los cupones,  y se acompañaran a la 

demanda, las d i l igencias or iginales de requerimiento.  Entablando 

el  ju ic io ,  e l  juez de of ic io o a pet ic ión de parte,   pract icará 

inspección en la sociedad emisora en el  término probator io 

respect ivo,  para los mismos f ines indicados en el  número 

anter ior.  

 

5) Las acciones que tengan derecho a ser amort izadas, tota l  o 

parcia lmente ,  serán ejecut ivas por las sumas que hayan de 

amort izarse a cuenta del  capita l  que incorporen, s iempre que se 

acompañe la documentación en que conste su derecho a la 

amort ización, y previo e l  requerimiento judic ia l  que a sol ic i tud del 

interesado, se haga a  la sociedad, para que dentro del  término 

que se le señale,  indique las razones que tuviere para denegarla. 

Entablado el  ju ic io,  en el  término probator io respectivo,  e l  juez 

de of ic io o a pet ic ión de parte,  pract icará inspección en la 

sociedad emisora para   cerciorarse de la procedencia o 

improcedencia de la amort ización.  

6) Las obl igaciones bancarias están sujetas a los mismos 

requisi tos que los bonos u obl igaciones negociables”.  

 

Art .  51 LPRM.- “Las constancias,  l ibretas o recibos extendidos 

por las inst i tuciones legalmente autor izadas cuando reciban 

depósitos de ahorro o de cualquier otra c lase serán ejecut ivos,  

previo requerimiento judic ia l  de pago hecho a quien tenga la 

representación legal de la inst i tución.  El  representante deberá 

manifestar dentro del  término que se le señale,  las razones que  
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aduzca la inst i tución para no efectuar e l  pago requerido y s i  no lo 

h ic iere,  se hará constar así en las d i l igencias.  A la demanda se 

acompañará el documento extendido por la inst i tución y las 

d i l igencias or iginales de requerimiento de pago. No será 

necesario e l   previo reconocimiento de f i rma”.  

 

Art .  52 LPRM.-  “Las pól izas de seguro y de reaseguro serán 

ejecut ivas siempre que se acompañe la documentación que 

demuestre que el  reclamante está al  día en sus pagos y que el  

evento asegurado sea real izado, así como en la cuantía de los 

daños ocasionados. Las pól izas de f ianza y de reaf ianzamiento 

serán ejecut ivas si  se acompañan con la documentación que 

compruebe que la cant idad af ianzada o reaf ianzada  se ha vuelto 

exig ib le.  

 

Los t í tu los- contratos de capita l ización,  de ahorro y 

préstamo y de ahorro para la adquisic ión de bienes, serán 

ejecut ivos,  s iempre que se acompañe la documentación que 

compruebe que el reclamante ha l lenado las condiciones para 

tener derecho a la prestación que pretende.  

 

En todos los casos contemplados en ese art ículo no será 

necesario reconocimiento previo de f irma”.   

 

  Los úl t imos artículos,  establecen otras clases de 

documentos mercant i les, que en algunos casos, la Ley les 

establece, previamente  un procedimiento especia l ,  de di l igencias 

de requerimiento de pago, o requieren de otros documentos que 
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comprueben que se ha vuelto exigib le,  u otros que comprueben 

que el  reclamante  ha l lenado las condiciones para tener derecho 

a la prestación que se pretende, para conseguir  la fuerza 

ejecut iva  necesaria para in ic iar la e jecución.   

 

Art .  53 LPRM.- “Si  como resultado de una tercería de dominio 

excluyente o por cualquier otro mot ivo,  se desembargaren 

algunos o todos los b ienes, e l  juez l ibrará nuevo mandamiento a 

f in de embargar otros bienes pertenecientes al  deudor.  

Siempre que el  acreedor manif ieste que el  valor de los b ienes 

embargados no alcanza a cubrir  e l  adeudo que reclama,  e l  juez, 

previo d ictamen peric ia l  favorable,   decretará la ampl iación de la 

e jecución.  La ampl iación puede decretarse en cualquier estado 

del ju ic io”.  

 

 Este art ículo se ref iere a l  procedimiento que establece la 

Ley,  en caso de aparecer en ju ic io  una tercería excluyente,  que 

or iginara un desembargo, y permite a l acreedor,  p or la causal 

anter ior pedir  nuevo embargo de otros bienes. O bien puede ser 

en el  caso ser insuf ic ientes los b ienes embargados, previo 

d ictamen peric ia l ,  para cubrir  la obl igación  reclamada; en estos 

dos casos: es decir  que si  durante el  desarrol lo del  ju ic io por la 

causal antes dicha se desembargaren bienes, e l  juez ordenará 

embargar otros bienes, para cubrir  a los que se han 

desembargado; o  s i  fuere el  caso que los b ienes embargados no 

fueren suf ic ientes para cubrir  la obl igación,  previo d ictamen 

peric ia l  favorable, e l  juez ordenará se embarguen más bienes 

para cubrir  la insuf ic iencia de bienes para cubrir  la obl igación.  
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Art .  54 LPRM.- “Cuando la e jecución se siga  con t í tulos valores,  

e l  ju ic io e jecut ivo tendrá las modif icaciones especia les 

siguientes:  

1) Solamente serán Admisib les las excepciones contenidas en 

el  Art .  639 del Código de Comercio.         

  Cuando el  demandado oponga la excepción de no ser  

suya la f i rma que se le atr ibuye, n i  de la persona que 

aparezca como su representante,  o cuando los dem andados 

fueren los herederos del  que aparezca como signatar io y 

opusieren ta l excepción, se pract icará en el  ju ic io la prueba 

de cotejo peric ia l  de la f i rma cuya autent ic idad se impugna. 

Esta prueba podrá ser considerada como plena, a ju ic io 

prudencia l  del  juez.  

2) Solamente serán apelables,  la sentencia de remate,  o la que 

declara improcedente el  embargo o sin lugar la e jecución en 

su caso. 

3) Transcurr idos cinco días contados a part i r   de la ú l t ima 

not if icación del  carte l  que anuncia la subasta,  e l  juez a 

sol ic i tud de parte, señalará día y hora para la venta de los 

b ienes embargados, y mandará f i jar nuevos carte les, 

expresando en el los e l  día y hora del  remate,  lo  mismo que 

el  valúo que deba servir  de base”.  

 

Art .  55 LPRM.- “El ju ic io e jecut ivo seguido en vir tu d de crédi to a 

la producción, tendrá las modif icaciones siguientes:  

1) Embargada la prenda se entregará al acreedor.  

2) Si  e l  juez ejecutor no encontrara la prenda o estuviere 

desmejorada, dejará constancia de el lo en acta,  t rabará embargo 
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sobre otros bienes del deudor y dará cuenta de todo al juez de la 

causa. 

3) Devuelto e l  mandamiento de embargo, s i  la  prenda 

hubiere desaparecido o estuviese dañada, e l  juez l ibrará 

cert i f icación de lo conducente al  juez de lo penal, para que 

instruya el  proceso a que haya lugar.   

4) El  término de prueba se reducirá  a cuatro días.  

5) Se apl icará al  ju ic io,  lo preceptuado en el número 

ordinal  3º  del  art ículo anter ior.  

6) En la sentencia def in i t iva,  s i  fuere condenator ia,  el  

juez autor izará al  acreedor,  para vender la prend a por medio de 

dos comerciantes de la p laza. La venta se hará  a l precio de 

cot ización en bolsa o el de mercado, s in tomar en cuenta, e l 

valor en que la prenda se haya apreciado, en el  contrato o 

poster iormente.  Los comerciantes que intervin ieren en la ven ta, 

deberán extender un cert i f icado de ésta al acreedor.  Con el 

producto de la venta se pagará la deuda y sus accesorios, 

devolviéndose al  deudor o a l  const ituyente de la prenda, en su 

caso, e l  remanente si  lo hubiere.  

 

Art .  56 LPRM.- “El  acreedor prendario que quiera hacer uso de 

los derechos que le conf iere el  inciso pr imero del  art ículo 1535 

del Código de Comercio (Contrato de Garantía:  Prenda),  lo pedirá 

por escr i to a l  juez competente,  con los caracteres de una 

demanda. El  juez emplazará al deudor y a l  const i tuyente de la 

prenda, s i  e l  deudor mismo no lo fuere, concediéndoles una 

audiencia de t res días comunes a ambos, para que manif iesten si 
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se al lanan o se oponen a la venta en subasta del  objeto 

p ignorado. 

 

Si  nada manifestaren o cualquiera de el los se  opusiere,   se 

seguirán los t rámites del ju ic io e jecut ivo,  con  las modif icaciones 

establecidas en esta Ley.  Si  se al lanan, se  pronunciará 

inmediatamente la sentencia, en la cual se ordenará la subasta y 

e l  pago de la deuda, y de sus accesorios con el pro ducto de la 

venta devolviéndose al  deudor o a l  const i tuyente de la prenda en 

su caso el  remanente si  lo hubiere.  

 

Si  se t ratare del  caso contemplado en el  inciso segundo del 

c i tado art ículo 1535 del Código de Comercio (notor ia urgencia,  y 

bajo la responsab i l idad del acreedor),  e l  juez,  a pet ic ión del 

acreedor,  podrá ordenar,  s i  lo  considera conveniente,  la subasta 

inmediata del objeto p ignorado, o la venta del  mismo por dos 

comerciantes de la p laza. En este úl t imo caso, la venta se hará 

al  precio corr iente del  día,  s in tomar en cuenta el  valor en que se 

haya apreciado en el  contrato o poster iormente.  

 

Efectuada la subasta o la venta  a que se ref iere e l  inciso 

anter ior se not if icará personalmente al  deudor y a l  const i tuyente 

de la prenda, concediéndoles audiencia de t res días comunes a 

ambos para que se pronuncien sobre la adjudicación del  importe 

obtenido. 

 

Si  nada manifestaren, o se opusieren a que sea adjudicado 

dicho importe a l  acreedor,  se seguirán los t rámites del ju ic io 
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ejecut ivo con las modif icaciones  establecidas en esta Ley.  Si  se 

al lanan, se pronunciará inmediatamente la sentencia ordenando 

el  pago de la deuda en los términos indicados en la parte f inal 

del  inciso segundo de este art ículo”.  

 

Los art ículos anter iores establecen procedimientos 

especia les,  dependiendo de la s ingular idad del caso concreto, 

que incluye var iantes dependientes del  t í tu lo con el  cual se 

in ic iara la acción para el  cumpl imiento de la obl igación,  o de la 

garantía de la obl igación,   pero con igualdad de derechos a las 

partes,  s in conceder pr ivi legios a una u otra parte.     

 

Art .  57 LPRM.- “En los ju ic ios e jecut ivos en mater ia mercant i l ,  

las excepciones de cualquier c lase,  deberán alegarse al 

contestar la demanda.  

Si  e l  demandado, dentro del  término legal correspondiente, 

no la contestare,  o contestándola confesare su obl igación o no 

opusiere excepciones,  no habrá término del encargado.  

Si  se opusieren excepciones, se abrirá e l  ju ic io a prueba, y 

e l  demandado podrá alegar nuevas excepciones y probarlas 

dentro del  término probator io”.  

 

 Se ref iere a la etapa procesal que establece la Ley, para 

oponer las excepciones dentro del Juic io Mercant i l ,  s in 

especif icar,  s i  son excepciones di lator ias o perentor ias,  reales, 

personales o mixtas.   
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Art .  58 LPRM.- “En los contratos de venta a p lazo de bienes 

muebles,  e l  procedimiento se sujetará  a lo d ispuesto en el 

Capitu lo I I  del  Ti tu lo I I I ,  del  L ibro IV,  del  Código de Comercio, 

con las formal idades siguientes:  

 

1) Las sol ic i tudes del acreedor o de sus causahabientes a 

que se ref ieren los art ículos 1042 y 1043 del Código de 

Comercio,  y las del  deudor contempladas en el  art ículo 

1044 del mismo código,  deberán ser presentadas, con 

los caracteres de una demanda.  

 

2) Si  e l  contrato,  e l acuerdo poster ior celebrado por las 

partes,  o e l  a juste peric ia l  imponen a cualquiera de el las 

condiciones mas onerosas que las previstas en el 

art ículo 1026 del Código de Comercio,  e l  per judicado 

podrá demandar en ju ic io sumario la nul idad de la 

c láusula respect iva.  El  juez deberá promover de of ic io,  e l 

ju ic io sumario de nul idad de la c láusula mencionada, a l 

tener conocimiento de el la por cualquier c ircunstancia.  

 

3) Cuando de conformidad con los art ículos 1046 y 1047 del 

Código de Comercio,  se reclame a los endosantes 

anter iores la tota l idad o parte de lo adeudado, se 

procederá mediante los t rámites del  ju ic io e jecut ivo,  con 

las modif icaciones establecidas en esta Ley.  

 

Todo lo establecido anter iormente en el  Capitu lo VII I  del  

Juic io Ejecut ivo de La Ley de Procedimientos Mercant i les, 
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establece la regulación de si tuaciones espe cia les,  las que se 

deben a la naturaleza  misma de la pretensión,  lo que hace para 

nuestro t rabajo de Tesis una dist inción importante,  ya que  no 

obstante  no se t rata en nuestra tesis de verter una expl icación 

tan ampl ia sobre los procedimientos,  es lógic a la t ramitación con 

di ferencias basadas en la naturaleza de la mater ia.  

 

 Lo que si  es importante resaltar es que en la t ramitación, 

se establecen reglas del  mismo t ipo para ambas partes,  quienes 

comparten una legis lación común, de naturaleza mercant i l ,   y s in 

pr ivi legios para una  u otra parte, o sea que aparece plenamente 

ident if icado el  pr incip io de igualdad procesal.   

 

Por otra parte, en el caso de los Títu los valores que t ienen 

mucho auge en el  t raf ico mercant i l ,  decimos que el t í tu lo que 

garant iza la  obl igación,   es e l   documento  que  t rae  aparejada 

ejecución  contra  e l  obl igado, de modo  que  en su  vi r tud  se 

puede  proceder  sumariamente  al   embargo y  venta  de los 

b ienes  del   deudor moroso para  sat isfacer  a l   acreedor. 

Diversos  autores, coinciden  en  señalar  como  característ icas  

del  t í tu lo e jecut ivo  las  s iguientes:  

 

1) TITULO MATERIALMENTE: Es decir  la existencia integra del 

documento en el  cual consta la obl igación,  con todos sus 

requisi tos de exig ib i l idad.  

 

2) CIERTO: Lo es cuando la ley,   le otorga  ta l   carácter  para  

que  se considere prueba  preconsti tu ida  fundator ia  de la  
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acción,  en otras  palabras  es  aquel  que  reviste a lguna  

de las  formas  enumeradas  por la ley como  e jecut ivas.  

 

3) LIQUIDO: Tiene  esa característ ica cuando   su  cuantía se 

determina  por  una  c i f ra   numérica  de moneda que  es la  

suerte pr incipal .  

 

4) EXIGIBLE: Es  cuando  e l   t í tu lo  e jecut ivo  no  se encuentra  

sujeto  a p lazo  o  condición  y  su pago  no puede  

rehusarse, estableciéndose con el lo que el  deudor ya se 

encuentra en mora.  

 

En otras palabras,  para  que proceda la  vía  e jecut iva  no  

basta  que  e l   documento  contenga todos los requisi tos de 

existencia,  s ino que, además es necesario,  que la  deuda  que  

en  e l   se consigne cumpla con los ele mentos antes señalados.  

El  procedimiento  en  e l  ju ic io  e jecut ivo  normalmente  es  

muy  rápido,  ya  que  e l   documento  en que  se funda  es una 

prueba preconst i tuida.  

 

“Este procedimiento  se in ic ia  práct icamente  con lo  que 

otros  concluyen, es decir   por la  e jecución,  por  e l   embargo de 

bienes  para  garant izar  lo  reclamado.  

 

El   carácter  del  t í tu lo  es presupuesto  indispensable de la 

procedencia  de la  vía  e jecut iva.  En consecuencia  presentada  

por  e l   actor  su  demanda,  e l  juez  de of i c io  y  s in audiencia  

del  demandado, deberá proceder  a examinar e l  t í tu lo  a f in  de 
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determinar  s i   reúne las  característ icas de certeza, l iquidez  y  

exig ib i l idad.  

 

Si   del   examen  del  t í tu lo  e l   Juez  concluye, 

provis ionalmente,  que  t iene  carác ter  e jecut ivo,  d ictará   e l  

auto  l lamado  de Admisión de la demanda, que incluye el decreto 

de embargo, para  que se le  embarguen al  deudor b ienes  

suf ic ientes para  cubrir   la   deuda  y accesorios de Ley.  

 

El   derecho  a  contestar la  demanda  en ju i c io  e jecut ivo    

se pierde, s i  no  se ejercita  dentro  del   c i tado  término  de t res  

días  y,   s in  que  sea necesario   acusar  rebeldía, ya habrá  

perdido  e l   derecho  que  en t iempo pudo  haberse  e jerci tado  y  

e l   ju ic io  e jecut ivo   seguirá  su  curso.   

 

Las  excepciones  que  puede  oponer  e l   demandado en el  

ju ic io  e jecut ivo,  son  todas  las  que  tuviere,  sean di lator ias  o  

sean  perentor ias,  reales,  personales o mixtas,  debemos  

considerar  que  todas  las  excepciones   ya  que, conforme  al  

ant iguo  pr incip io  romano “donde  la  ley  no  d ist ingue no  

debemos  de dist inguir” .  Sin embargo: Tomassino opina:  “En unos 

fa l los se sost iene que al  decid irse  en el  art ículo en comento, 

que durante los ocho días deberá el  e jecutado oponer y probar  

las excepciones de toda clase que obren a su favor,  está 

indicando únicamente que las excepciones di lator ias deben 

alegarse en el  mismo término que las perentor ias y no pueden 

formarse incidente aparte para decidir las s ino que t ienen que ser 

resueltas en la sentencia def in i t iva,  cualquiera que sea la 
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di lator ia opuesta;  pero con el lo no se está indicando que toda 

clase de excepciones perentor ias se deben alegar,  pues hay unas 

l lamadas por los expositores de Derecho (excepciones de largo 

examen),  que no pueden discut i rse en un ju ic io de la naturaleza 

del e jecut ivo.  

 

Otros fa l los,  por su parte,  han declarado que sí pueden 

alegarse y probarse toda clase  de excepciones, ya sean 

di lator ias o perentor ias,  pues no dist inguiendo la ley,  no hay 

razón para oponerse a  el la, sobre todo tomando en cuenta que 

nuestra Ley Procesal Civi l  está inspirada, en gran parte,  en la 

ant igua legis lación española,  y en ésta,  no obstante que se 

enumeraban las excepciones  que se podían alegar,   se admit ía y 

se sostenía por eminentes jur isconsultos que la enumeración que 

hacía la ley española de las excepciones, lo hacía por vía de 

ejemplo y no como negación para la admisión de las no 

enumeradas.  

 

Más, otros autores,  d ist inguen tres c lases  de excepciones 

para el  efecto de ser o no admi t idas en el  ju ic io e jecut ivo,  a 

saber:  d irectas,  út i les y de largo examen.  

 

L laman excepciones directas a las que se hal lan 

expresadas  en dicha ley…,  s in otra razón que la de hal larse 

expresadas en el la,  y son: e l  pago, e l  pacto o promesa de no 

pedir,  la  fa lsedad del t í tu lo,  la usura y la fuerza o el miedo que 

se hubiere empleado para arrancar e l  consent imiento o la 

suscr ipción de la obl igación.  
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Út i les a las que no estando l i teralmente expresadas en la 

c i tada ley,  se cont ienen sin embargo, implíc i tas o vi r tualmente en 

el  texto o espír i tu  de el la,  pues después  de haber enumerado 

las excepciones que dejamos mencionadas, añade las 

expresiones “y ta l que de derecho se debe recib ir”  con lo cual 

parece quiere dar  a entender que no solo deben admit i rse las 

excepciones que indica,  s ino también las demás que sean 

equivalentes,  o que destruyan, e ludan o dif ieran la intención del 

e jecutante,  como: la compensación,  la reconvención,  la 

t ransacción,  la novación,  la nulidad del contrato o del 

instrumento,  la s imulación ,  la omisión de la causa, la 

prescr ipción, e l  compromiso, la fa l ta de personal idad en el 

e jecutante, incompetencia,  lo excepción de non numerata 

pecunia,  las fa ltas o defectos que tuviere para ser ejecut ivo el 

instrumento,  y la omisión o inobservancia que en el  mismo ju ic io 

se hubiere producido de alguna de las c ircunstancias, 

formal idades o actuaciones  que la ley prescr ibe como esencia les 

bajo pena de nul idad.  

 

L laman por f in excepciones de largo examen a todas 

aquel las que por su naturaleza exigen una in dagación o 

averiguación detenida y escrupulosa, de modo que no pueden 

probarse y l iquidarse dentro del  término de prueba.  

 

Tales como la excepción de dolo o engaño que hubiere 

intervenido  en el  contrato,  la lesión en más de la mitad del justo 

precio que en los contratos de venta, arrendamientos y otros 

semejantes compete  a l  per judicado, la del  error y especia lmente 
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de los part idores o apreciadores que hubieren est imado en más o 

menos de su valor la cosa que es objeto del  l i t igio,  la rest i tución 

in integrum por lesión y no por menor de edad.  

 

En conclusión:  Como en nuestra legis lación,  desde la 

promulgación del  pr imer Código de Procedimientos Civi les,  se ha 

dispuesto que durante el  término de prueba el  demandado debe 

alegar y probar todas las excepciones que tenga a su favor,  es 

e lemental ,  a mi ju ic io,  que conforme  con nuestra ley e l e jecutado 

debe y puede alegar toda clase de excepciones y los Jueces y 

Tr ibunales están obl igados a admitírselas pues la h istor ia y e l  

fundamento de nuestra ley así lo mandan. ”    

 

 

ANÁLISIS DE LAS EXCEPCIONES DEL JUICIO 

EJECUTIVO MERCANTIL EN LA LEY DE 

PROCEDIMIENTOS MERCANTILES: 

 

Art .  639 C.Cm.- “Cuando se ejerci ten acciones derivadas de 

un t i tu lo valor sólo pueden oponerse las s iguientes excepciones:  

 

 I . -  Las de incompetenc ia de jur isdicción y de fa l ta de 

personal idad del actor.  

 I I . -  Las que se funden en no haber s ido el  demandado quien 

f i rmó el  documento.  
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 I I I . -Las de fa l ta de representación,  de poder bastante o de 

facul tades legales en quien suscr ib ió e l  t í tu lo a nombre d el 

demandado, salvo lo d ispuesto en el  art ículo 979.  

 IV.-  La de haber sido incapaz el  demandado al  suscr ib ir  e l 

t í tu lo.  

 V.-  Las fundadas en la omisión de los requisi tos que el 

t í tu lo o e l  acto incorporado deben l lenar o contener,  y que la ley 

no presuma expresamente,  o que no se hayan sat isfecho dentro 

del  término que señala el  art ículo 627.  

 VI . -  La de al teración del  texto del  documento o de los actos 

que en él  consten, s in perju ic io de lo d ispuesto en el  art ículo 

636. 

 VI I . -Las que se funden en que el  t í tu lo no es negociable.  

 VI I I . -Las que se basen en la qui ta o pago parcia l que 

consten en el  texto mismo del documento, o en el  depósito de su 

importe.  

 IX.-  Las que se funden en la suspensión del pago o en la 

cancelación del  t í tu lo valor,  ordenados judic i a lmente.  

 X.-  Las de prescr ipción y caducidad, y las que se basen en 

la fa lta de los demás requisi tos necesarios para el  e jercic io de la 

acción. 

 XI . -Las personales que tenga el  demandado contra e l  actor”  

 

 Tal  y como queda constancia en el enunciado del a rt ículo 

anter ior estas son además de las enunciadas en el  art ículo 133 

del Código de Procedimientos Civi les,  además de otras que 

pueden alegarse en el  Juic io Ejecut ivo Mercant i l .   
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EXPLICACIÓN DE LAS EXCEPCIONES CONTENIDAS 

EN EL ART. 639 DEL CÓDIGO DE COMERCIO: 

 

I . -  Las de incompetencia de jurisdicción y de falta de 

personalidad del actor :   

 

Las cuales se ref ieren en el  caso de haberse presentado la 

demanda en lugar d ist into del  señalado por la Ley Orgánica 

Judic ia l ,  ya sea por razón de la mater ia,  Civi l ,  M ercant i l ,  etc.,  o 

por competencia terr i tor ia l ,  en el  caso de ser e l  domici l io  del 

demandado el  correcto para demandar,  a menos que se haya 

somet ido expresamente, en el documento base de la acción a la 

competencia de t r ibunal d ist into, del  de su domici l io ; y en cuanto 

a la fa l ta de personal idad del actor,  s igni f ica,  que el  demandante 

carezca por una u otra razón de suf ic iente legi t imación juríd ica 

para comparecer en Juic io,  ya por fa l ta de poder,  poder 

insuf ic iente,   o  incompleto, etc.  

 

 I I . -  Las que se funden en no haber sido el  demandado 

quien firmó el  documento:  Consiste en la defensa que puede 

oponer e l  demandado en ju ic io,  a legando que el  instrumento con 

el  cual se le ha demandado, no ha sido suscr i to o f i rmado por su 

persona. 

 

 I I I . -Las de falta de representación, de poder bastante o 

de facultades legales en quien suscribió el  t í tulo a nombre 

del demandado, salvo lo dispuesto en el  artículo 979: Se 

ref iere a la fa l ta de capacidad para obl igarse por e l  demandado, 
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por haber s ido vic iado el  momento en el  que se obl igó,  en razón 

de carecer de facul tades quién suscr ib iera el  t i tu lo en su nombre.  

  

 IV.-  La de haber sido incapaz el  demandado al  suscribir 

el  t í tulo: Consiste en el  hecho de haberse encontrado el 

demandado, en estado de incapacidad al  suscr ib ir  e l  t í tu lo,  y por 

lo tanto carecer éste de capacidad de obl igarse.  

 

 V.- Las fundadas en la omisión de los requisitos que el 

t í tulo o el  acto incorporado deben l lenar o contener, y que la 

ley no presuma expresamente, o que no se hayan satisfecho 

dentro del término que señala el  artículo 627:  Se ref iere a la 

fa l ta de requisi tos en el t i tu lo que imposibi l i ten su exigib i l idad, ya 

sea por haberse l lenado de forma incompleta, por no haberse 

completado conforme al  Art .  627 del Código de Comercio.  

 VI.-  La de alteración del texto del documento o de los 

actos que en él  consten, sin perjuicio de lo dispuesto en el 

artículo 636:  esta excepción le permite a l  demandado, 

defenderse contra a l teraciones que presente el documento base 

de la acción,  y en vir tud del cual ha sido demandado, ya sea 

enmendaduras,  borrones, tachaduras,  etc. ,  ya que cualquiera de 

estas al teraciones, ponen en duda la legi t imidad de las partes 

que lo han suscr i to,  así como de la obl igación pactada, y 

cant idad exigib le,  en caso de ser d inero.   

  

 VI I . -Las que se funden en que el  t í tulo no es negociable:  

Los t í tu los no negociables,  no se pueden transmit i r  por endoso, y 
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solamente se vuelven exig ib les por la persona a favor de quien 

han sido expedidos.      

 

 VII I . -Las que se basen en la quita o pago parcial  que 

consten en el texto mismo del documento, o en el  depósito de 

su importe:  Con esta excepción se pretende establecerle a l 

juzgador,  que la cant idad exigida por e l  demandante,  no es la 

correcta, s ino una dist inta,  agregando  los comprobantes del 

pago parcia l ,  o e l  importe depositado.  

 

 IX.-  Las que se funden en la suspensión del pago o en la 

cancelación del t ítulo valor,  ordenados judicialmente:  Es decir 

que por decreto judic ia l  ha sido previamente ordenado, que se 

suspenda el  pago, o b ien,  porque el t í t u lo valor se ha cancelado 

judic ia lmente.  

 

 X.- Las de prescripción y caducidad, y las que se basen 

en la falta de los demás requisitos necesarios para el 

ejercicio de la acción:  Los t í tu los valores prescr iben conforme 

al  Art .  777 del Código de Comercio, es  decir a los t res años, a 

part i r  del  vencimiento del  t i tu lo valor,  en el caso de la letra de 

cambio,  pagaré,  y caducan  con las condiciones del Art .  774 y 

775 del Código de Comercio;  en el  caso del cheque prescr ibe en 

un año, Art .  820 del Código de Comerci o, y caduca por las 

condiciones establecidas en el  Art .  819 del mismo Código,   
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 XI . -  Las personales que tenga el  demandado contra el 

actor:  Tales como: Falta de Personería,  Compensación, 

Transacción,  Conci l iación,  etc.  

 

 

CONCEPTO DEL JUICIO  EJECUTIVO  MERCANTIL 

 

NATURALEZA DEL JUICIO EJECUTIVO 

 

  El   ju ic io  e jecut ivo  es un procedimiento pr ivi legiado, que  

t iene por  objeto  imponer  a l   renuente,  a l  cumpl imiento  de la 

obl igación  contraída  cuando  e l la  consta  en un documento  

fehaciente,  y,  además se ref iere  a prestaciones  de  p lazo 

cumpl ido,  c iertas  y  no  sujetas a condición,   debiendo  

despacharse la  e jecución  por  cant idad  l iquida.   

 

Estos procedimientos  sobre todo  en mater ia  mercant i l ,  

por  su propia  naturaleza,  restr ingen la act ivid ad procesal  de 

las partes pues  el las  no  gozan  de toda la ampl i tud  de acción  

de que  las puedan  usar  en los  ju ic ios  declarat ivos, y,   ya  que  

dada  la  modal idad  establecida  por  e l   art ículo  54 de la Ley 

de Procedimientos Mercant i les,  en el caso de refer i rse al  caso de 

in ic iarse una acción ejecut iva con un t í tu lo valor como documento 

base de la acción, se establece  e l cr i ter io  con el   que  ha  de 

juzgarse su  contenido procesal.  
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OBJETO  DEL  JUICIO  EJECUTIVO   

 

El  ju ic io  e jecut ivo,   de acuerdo  con la  técnica procesal,  

persigue el  propósito de obtener e l  pago  inmediato  y  l lano del  

crédi to  reclamado, pronunciándose  una sentencia que asegure 

en su caso el  pago  del   c i tado crédi to y  no puede sujetarse  

d icho fa l lo  a las  condic iones  de que  e l   acreedor   entregue las 

garantías  del  crédi to para  que proceda  a efectuarse  e l  

remate,  toda  vez  que  esta  condición  además  de no  estar  

apoyada por precepto legal  que  así  lo  d isponga contrar ia  a la  

naturaleza del  ju ic io e jecut ivo  que  impone  a l   Juzgador  d ictar 

la  sentencia  con puntos  resolut ivos que  condenen en su caso, 

a l  haberse embargado dinero,  a l pago inmediato  de las 

prestaciones  reclamadas,  y  de no  ser así,   a l   remate  de los  

b ienes  embargados  en  garantía,  o  secuestrados, ya que no 

obstante aparecer una ejecución previa,  d icha ejecución es de 

carácter prevent iva,  y e l lo se debe a la naturaleza misma del 

ju ic io,  pero además no obsta para cont inuar con el desarrol lo 

completo de todas las etapas del  ju ic io,  hasta culminar con la 

sentencia correspondiente.  

    

ANÁLISIS DE LA IGUALDAD PROCESAL CON BASE EN 

EL ARTÍCULO 3 DE LA CONSTITUCIÓN.  

 

Art .  3 Cn. - “Todas las personas son iguales ante la ley. Para 

el  goce de los derechos civi les no podrán establecer se 

restr icciones que se basen en diferencias de nacional idad, raza, 

sexo o re l igión.  
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No se reconocen empleos ni  pr ivi legios hereditar ios.”  

 

IGUALDAD JURÍDICA PROCESAL:  

 

“Pr incip io esencia l  en la t ramitación de los juic ios, 

cualesquiera que sea su índole,  según  e l  cual las partes que 

intervienen en el   proceso, ya sea como demandante o 

demandada, ya que sea como acusada o acusadora,   t iene 

idént ica posic ión y las mismas facultades para ejercer sus 

respect ivos derechos. Un trato desigual impedirá una justa 

solución  y l levar ía   a la nul idad de las actuaciones.”  

(Diccionario Juríd ico Elemental  de Gui l lermo Cabanel las de 

Torres) 

 

SENTENCIAS DE LA SALA DE LO CONSTITUCIONAL 

DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA REFERENTES 

AL PRINCIPIO DE IGUALDAD.  

 

 

 

PRINCIPIO DE IGUALDAD: INCONSTITUCIONALIDADES 

 

I )  La igualdad designa un concepto re lacional,  no una 

cual idad de las personas, por lo que aquel la ha de refer i rse 

necesariamente a uno o var ios rasgos o cal idades, lo que obl iga 

a recurr i r  a un término de comparación -comúnmente denominado 

tert ium comparat ionis - y éste no viene impuesto por la naturaleza 
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de las real idades que se comparan, s ino su determinación es una 

decis ión  l ibre,  aunque arbi t rar ia de quien el ige el  cr i ter io de 

valoración;  en consecuencia,  se ha dicho que lo  que está 

const i tucionalmente prohib ido –en razón del derecho a la 

igualdad en la formulación de la ley - es el  t ratamiento desigual 

carente de razón suf ic iente,  es decir,  la  d i ferenciación arbi t rar ia, 

que existe  cuando no es posib le encontrar  para el la u n mot ivo 

razonable, que surja  de la naturaleza de la real idad o que al 

menos, sea concretamente comprensib le,  concluyendo  que en la 

Const i tución salvadoreña el  derecho de igualdad en la 

formulación de la ley debe entenderse, pues, como la exigencia 

de Razonabi l idad de la d iferenciación.  

 

(Sentencia de inconst i tucional idad del 20/VII /  1999,  Ref.  5 - 99; 

22/X/1999, Ref .  3 - 93).  

 

I I )  Entendida la igualdad como el  reconocimiento y garantía a 

toda persona humana de su plena dignidad y de sus derechos 

fundamentales,  evi tando todo t ipo de discr iminaciones arbi t rar ias, 

es c laro que dicha categoría juríd ica  está ínt imamente vinculada  

a la just ic ia;  no obstante,   su naturaleza juríd ica se presenta de 

di f íc i l  precis ión,  pues en cuanto entendida como un pr incip io, 

también se la concibe como un derecho.  

 

 Sin pretender en esta sentencia zanjar la d iscusión 

f i losóf ico juríd ica en re lación con la igualdad, es claro que, en 

una pr imera aproximación,  en nuestro s istema juríd ico, la misma 

se presenta como una norma juríd ica del  individuo y/  o  la 
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colect ividad, es suscept ib le de una mayor o menor concreción 

plena de su contenido.   

 

A el lo obl iga la existencia de dist intos elementos de orden 

const i tucional  que deben apl icarse  s imultáneamente a otros de 

la misma ent idad, pud iendo a veces col is ionar;  por lo cual,  yante 

la imposibi l idad  de resolver ta l col is ión con la exclusión de uno 

por e l otro –en razón de que no existe prevalencia entre e l los -,  

debe procurarse  opt imizar los  de manera ta l   que puedan 

coexist i r  s imultáneamente,  aún sacr i f icando  la apl icación  total 

de cada uno de el los en vir tud de la importancia que también 

signi f ica  e l  otro.  

 

A part i r  de ta l caracter ización,  puede cal i f icarse a la 

igualdad como un pr incip io. No obstante,  en cuanto a la 

exigencia que del  mismo se or igina,  se proyecta en la esfera 

juríd ica de toda persona, deviene un derecho fundamental  de la 

persona a no ser arbi t rar iamente  d iscr iminada, vale decir,  a  no 

ser in just i f icada o i rrazonable exclu ido del  goce y e jercic io de los 

derechos que se le reconocen a los demás.  

 

El  art ículo 3 Cn., establece una enumeración –por c ierto 

incompleta- de posib les causas de discr iminación bajo las cuales 

comúnmente se ha manifestado la desigualdad: nacional idad, 

raza, sexo y re l igión.  Pero cabe aclarar que n o es una 

enumeración taxat iva,  cerrada, pues pueden exist i r  otras posib les 

causas de discr iminación, cuya determinación –principalmente 

por la legis lación y la jur isprudencia const i tucional -  debe ser 
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conectada con los parámetros  que se derivan del ju ic io de 

Razonabi l idad.  

 

Sin embargo, la Const i tución  no se l imita a consagrar este 

pr incip io de forma general ,  pues en su art iculado se encuentran 

di ferentes manifestaciones del mismo; como ejemplos se pueden 

ci tar  entre otros,  la igualdad juríd ica de los có nyuges  como 

base del matr imonio - Art .  32-;  la igualdad de derechos que t ienen 

los h i jos,  ya sean nacidos dentro  o fuera del  matr imonio  o con 

f i l iación adopt iva –Art .36-;  o la igualdad de remuneración que 

debe corresponder a la real ización de igual traba jo,  s in 

d ist inciones de raza, sexo, credo o nacional idad –Art .  38 Ord.  1º -

.  De ta les regulaciones se concluye  que pr ima facie,  la 

Const i tución salvadoreña prescr ibe manifestaciones de la 

igualdad que se concretan a br indar a los dest inatar ios de la 

norma,  la condición juríd ica de paridad f rente a sus semejantes.  

 No obstante,  re i terada jur isprudencia de esta Sala ha 

señalado,  respecto del  mandato de igualdad consagrado en el 

Art .  3 Cn., que la formula const i tucional que lo consagra  

“contempla tanto un mandato en la apl icación de la ley –por parte 

de las autor idades administrat ivas y judic ia les - como un mandato 

de igualdad  en la formulación de la Ley,   regla que vincula a l 

legis lador”;   pero que este úl t imo “no signi f ica que el legis lador  

t iene que colocar a todas las personas en las mismas posic iones 

juríd icas,  n i  que todas presenten las mismas cual idades o se 

encuentren  en las mismas si tuaciones fáct icas”. Y es que –se ha 

re i terado-,   “no puede obviarse que nunca  dos sujetos juríd icos 

son iguales  en todos los respectos,  s ino que tanto la igualdad 
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como la desigualdad de los individuos y s i tuaciones  personales 

es siempre igualdad de los individuos y s i tuaciones personales 

es siempre  igualdad y desigualdad con respecto a determinadas 

propiedades”;  por e l lo,  e l  pr incipio de igualdad no puede 

entenderse de manera absoluta y corresponde al  legis lador  

determinar tanto el  cr i ter io de valoración como las condiciones 

del t ratamiento normat ivo desigual( . .)  dotar de re levancia juríd ica 

a cualquier  d iferencia f áct ica  que la real idad of rezca “.  En 

consecuencia,  se ha conclu ido que “ lo que está 

const i tucionalmente prohib ido (…) es el  t ratamiento desigual  

carente de razón suf ic iente,  la d iferenciación arbi t rar ia, (es decir,  

que) la const i tución salvadoreña prohíb e  la d iferenciación 

arbi t rar ia,  la que existe  cuando no es posib le  encontrar  para 

el la  un mot ivo razonable,  que surja de la naturaleza de la 

real idad o que, a l menos sea concretamente comprensib le;  (es 

decir,  que el  pr incip io de igualdad) debe entende rse como la 

exigencia de la d iferenciación”.  

 

A lo d icho cabe agregar que, en la Ley Suprema  el 

pr incip io de igualdad busca garant izar a los iguales el  goce de 

los mismos benef ic ios –equiparación-,  y a los desiguales 

di ferentes benef icios –diferenciación just i f icada o i rrazonable 

(s ic). ;  en sus dos dimensiones, d icho mandato vincula tanto al 

legis lador –en su cal idad de creador de la ley - ,  como al  operador  

juríd ico encargado de apl icar la,  vale decir,  que tanto el  legis lador  

como el operador son verdaderos apl icadores del  pr incip io de 

igualdad, con los mat ices que corresponden a la función que 

respect ivamente real izan.  
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En cuanto a la vinculación que importa  e l  pr incip io de  

igualdad al  legis lador - lo que esta Sala  ha enunciado  en 

anter iores resoluciones como un “mandato de igualdad en la 

formulación de la ley” - ,  constatado que existen di ferencias 

fáct icas, reales, entre los individuos, y  que las mismas no se 

pueden  e l iminar  por la sola emisión  de normas juríd icas de 

equiparación,  e l  cumpl imiento  de l  pr incip io  de igualdad en la 

formulación de la ley  -en su carácter de norma de opt imización - 

s igni f ica la facultad que el   legis lador d icte normas que hagan las 

d i ferenciaciones normat ivas correspondientes a las 

desigualdades reales señaladas. Lo contra r io  podría conducir  a 

la in just ic ia de aplicar  un t ratamiento normat ivo igual  a sujetos 

entre los cuales  existe  d isparidades cual i tat ivas,  lo que 

colocaría  en desventaja  a unos respecto de otros,  es decir  la 

formulación de la ley en términos  de igu aldad pari tar ia podría  

in justamente l legar a afectar la esfera de quienes, a l momento de 

la apl icación de la ley,  fueron afectados por esas diferencias,  

pues en real idad, ése igual t ratamiento únicamente los colocaría 

en desventaja f rente a los demás.  

 

En consecuencia, la igualdad ante la ley o igualdad en la 

formulación de la ley impl ica,  en pr imer lugar,   un tratamiento 

igual s i  no hay ninguna razón suf ic iente que habi l i te un 

t ratamiento normat ivo  desigual.  De el lo se sigue que, s i 

concurr iendo  los requisi tos previos  de una igualdad real  de 

si tuación entre los sujetos  afectados por una norma, se produce 

un t ratamiento diferenciado de los mismos en la formulación de la 

ley,  estamos en presencia de una conducta arbi t rar ia e 
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i rrazonable  por parte de los poderes públ icos;  pero si concurren  

desigualdades reales ta les que just i f iquen  un tratamiento 

di ferenciado, la equiparación  deviene  en vulneración del  Art.  3 

Cn.  

 

Ahora bien,  s iendo el  legis lador quien establece hasta qué 

punto  las d iferencias reales deben ser consideradas  

suscept ib les o no de un t ratamiento  igual,  una formulación de la 

ley que impl ique  un t ratamiento  desigual solamente va a estar 

just i f icada por la existencia de una razón deducida precisamente  

de la real idad, es decir,  de las m ismas diferencias fáct icas  que 

colocan, bajo e l  supuesto  de una igualdad general   o formal,  en 

una clara desventaja a quienes las suf ren,  es decir,  que los 

coloque  fuera del  rango de homogeneidad que puede se 

suscept ib le de igual t ratamiento.  

 

En esa l ínea de fundamentación de la presente sentencia, 

e l  anál is is de la igualdad ante la ley no puede obviar una 

exigencia que incide  cuando ya el  legis lador  ha decid ido 

establecer una tratamiento normat ivo diferenciado: e l  pr incip io de 

proporcional idad,  que t iene re lación con los l ímites hasta donde 

puede formularse un t ratamiento desigual.  Dicho pr incip io  puede  

entenderse con Ernesto Pedraz Penalva –según expl ica en su 

t rabajo jur isdicción,  const i tución, Proceso - ,  como un “cr i ter io de 

just ic ia de una re lación adecuada medios- f ines en los supuestos 

de in jerencias de la autor idad en el  esfera juríd ica privada (…) 

de acuerdo con un patrón de moderación que posib i l i te e l  control 
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de cualquier exceso mediante la contraposic ión del  mot ivo y de 

los efectos  de la  intromisión”.  

 

Y es que, s i  b ien el  pr incip io de igualdad en la formulación 

de la ley permite  a l legis lador establecer desigualdades en el 

t rato,  ta les diferenciaciones no pueden ser excesivas,  tanto que 

puedan l legar a conculcar la esfera juríd ica  de l os demás, lo que 

sin lugar a dudas  vendría  s iempre a vio lentar   e l pr incip io de 

igualdad. La medida que debe respetar e l  legis lador es la medida 

que le  establece el  const i tuyente, pues, los a lcances  de las 

d i ferenciaciones  que pueda real izar  con bas e a una razón 

suf ic iente  no puedan conculcar  derechos  y garantías  

establecidos  para las personas, ya que con el lo impl icaría  una 

desproporcional idad de los medios ut i l izados  para la 

consecución de los f ines perseguidos mediante la d iferenciación.  

 

(Sentencia de inconst i tucional idad del 24/XI/99.  Ref . 3 - 95)   

 

I I I )  El  derecho de igualdad no es un derecho de carácter 

absoluto,  lo que const i tucionalmente se prohíbe es que en la 

formulación de la ley se haga un t ratamiento desigual  entre 

sujetos ubicados en una misma posic ión respecto del  e jercic io 

del  derecho; es decir,  que se haga una diferenciación arbi t rar ia,  

i r razonable y desproporcional.   

 

El derecho de igualdad contempla  tanto un mandato de 

igualdad en la aplicación de la ley por parte de las 

autoridades administrativas y judiciales,  como un mandato de 
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igualdad en la formulación de la ley,  regla que vincula al 

legislador.  

(Sentencia de Inconst i tucional idad de fecha 31 de Agosto de 

2001, Ref.  33- 2000 AC).  

 

IV) La igualdad es un derecho subjet ivo que posee todo 

ciudadano  a obtener un t rato igual,  que obl iga y l imita a los 

poderes públ icos  a respetar lo,  y exige que los  supuestos  de 

hecho iguales  sean tratados idént icamente  en sus 

consecuencias juríd icas,  abarcando también  la igualdad en la 

apl icación de la ley,  de manera que un órgano jur isdiccional no 

puede, en casos sustancia lmente iguales, modif icar 

arbi t rar iamente el sent ido de sus resoluciones, salvo cuando su 

apartamiento de los  precedentes  posea una fundamentación 

suf ic iente y razonada. En los supuestos  de decis iones 

desiguales,  debidas a órganos plurales,  corresponde  a la 

jur isprudencia de los órganos  jur isdiccionales establecer la 

necesaria uniformidad en la apl icación de la ley,  en pro de la 

seguridad juríd ica.  Por tanto,   puede conclu irse que el  derecho a 

la igualdad t iene dos perspect ivas const i tucionales:  la igualdad 

ante la  ley y la igualdad en la apl icación de la ley.  Conforme  a 

la pr imera,  f rente  a supuestos de hechos iguales,  las 

consecuencias deben ser las mismas, evi ta ndo toda desigualdad 

arbi t rar ia y subjet iva.  Según la segunda, cuya apl icación se hace 

(pr incipalmente)  en el  ámbito judic ial ,  las resoluciones judic ia les 

deben ser las mismas al  entrar a l  anál is is de los mismos 

presupuestos de hecho,  aunque  sean órgano s jur isdiccionales 

dist intos los que entraren en conocimiento del asunto,  evi tando 
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cualquier vio lación consistente en que un mismo precepto legal 

se apl ique  en casos iguales con evidente desigualdad.  

(Sentencia de Inconst i tucional idad ref .  41 - 2000Ac de fecha 13 

de Noviembre de 2001)  

 

PRINCIPIO DE IGUALDAD: AMPAROS 

 

I )  La igualdad es un pr incip io que emana de la naturaleza 

misma del hombre y t iene su fundamento en su ident idad de 

or igen y dest ino.  Se presenta como una re lación en vir tud de la 

cual cabe reconocer  a todos los hombres sus derechos 

fundamentales y su plena dignidad, evi tando discr iminaciones 

arbi t rar ias.  

 Tratar igual a los desiguales es tan in justo como tratar 

desigual a los iguales. El  derecho de igualdad posee rango 

const i tucional y está previsto en el  art ículo 3 de la Const i tución. 

Tal art ículo at inada y escuetamente prevé que se garant iza la 

igualdad de todas las personas ante la Ley.  El  const i tuyente con 

sabiduría se aparto de otra declaración más ampl ia de igualdad. 

De haberlo hecho hubiésemos caído en el  margen de lo utópico.  

Con propiedad puede decirse que const i tuye una de las 

re ivindicaciones por las que el  hombre ha luchado en su devenir  

h istór ico.  Const i tuye realmente una labor jur isdiccional a l  dar le 

posi t ividad a ta l  derecho. El lo  básicamente porque la igualdad 

nace de la estructura y conformación de dos conceptos 

universalmente reconocidos,  a saber:  la equidad y la just ic ia; 

conceptos que en su conjunto const i tuyen, la p iedra angular 

sobre la que descansa,  o sobre la que debe des cansar la 
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act ividad jur isdiccional.  Cada uno de estos son semejantes por 

converger en el  intento de conseguir  lo más adecuado y e l  mejor 

t ratamiento al individuo en la resolución de reyertas socia les. 

Ambos poseen un t inte amalgamado por estar interre lacio nados 

de modo sol idar io,   y conforman las directr ices, expresas o 

táci tas que todo juez debe ut i l izar en administrar just ic ia.  

 

La igualdad -acota Bobbio-  es un concepto emot ivamente 

posi t ivo,  porque es algo que se desea; y está ínt imamente 

vinculado con la just ic ia.  En ta l  sent ido debe decirse que tal 

derecho se desplaza y anida, o debería en cada uno de los 

procesos jur isdiccionales. Debe dársele igualdad de 

oportunidades  a cada una de las partes para el  sólo efecto  de 

que puedan argüir  o defender,  en su caso, cada uno de sus 

derechos que est ima tute lables.  

 

Mal sucedería entonces que una de las partes se viera 

imposibi l i tada de alegar o resist i r  la  invocación de un derecho o 

imposibi l idad de recurr i r  en caso de disconformidad. Peor 

sucedería s i  se le  inhibe a cualquiera de las partes,  de recurr i r  

respecto de la decis ión que causa agravio,  por e l  s imple hecho 

de haberse renunciado ant ic ipadamente y s in estar vinculado aún 

al  proceso que mot ivó ta l  resolución (Sentencia en el  Proceso de 

Amparo del  25/V/1999. Ref .  167-97) 

 

I I )  La igualdad como pr incip io se presenta en nuestro 

ordenamiento como una norma juríd ica de opt imización,  cuando 

encuentra en su apl icación col is iones con otras categorías 
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juríd icas  de t rascendencia para la esfera juríd ica del  individu o 

y/o de la colect ividad, es suscept ib le de una mayor o menor 

concreción plena de su contenido el  pr incip io de igualdad busca 

garant izar a los iguales el  goce de los mismos benef ic ios,   y a 

los desiguales diferentes benef ic ios -d i ferenciación just i f icada o  

razonable-  en sus dos dimensiones  d icho mandato vincula tanto 

al  legis lador como al  operador juríd ico encargado de apl icar la.   

 

El  cumpl imiento del  pr incip io de igualdad en la formulación 

de la Ley,  s igni f ica la facultad que el  legis lador d icte normas q ue 

hagan que las d iferenciaciones normat ivas  se correspondan con 

las desigualdades reales señaladas.  

 

Si  b ien el  pr incip io de igualdad en la formulación de la Ley 

permite a l  legis lador establecer desigualdades en el t rato,  ta les 

di ferenciaciones no pueden  ser excesivas,  tanto que pueden 

l legar a conculcar la esfera juríd ica de los demás lo que sin lugar 

a dudas vendría s iempre a vio lentar e l  pr incip io de desigualdad.  

 

La medida que debe respetar e l  legis lador es la medida que 

le establece el  const i tuyente,  pues los a lcances  de las 

d i ferenciaciones que pueda real izar no pueden conculcar los 

derechos y garantías establecidos para las personas, ya que el lo 

impl icaría una desproporcional idad de los  medios ut i l izados.  

 

El  pr incip io de igualdad vincula tanto al  legis lador como al 

apl icador de la ley,  s in embargo, la posib i l idad de establecer 

d i ferenciaciones o equiparaciones  está reservada al  pr imero 
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vinculando ta l  pr incip io  a l  segundo en el  sent ido de apl icar la 

ley,  de igual manera para todos sin rasgos de d iferenciación.   

(Sentencia de amparo de fecha 19 de Octubre de 2000, Ref.  82 - 

99) 

 

I I I )  El  pr incip io de igualdad es un l ímite a l  propio legis lador y 

debe entenderse como una”Pari f icación ante el ordenamiento 

posi t ivo en idént icas circunstancias,  con las mi sma cual idades, 

méri tos o servic ios,  y con parale lo comportamiento o conducta,  

es decir  que si  los casos o supuestos son idént icos,  e l  

t ratamiento legal debe ser e l  mismo para todos”  

(Sobreseimiento de Amparo  de fecha 29  de noviembre de dos 

mi l  uno ref .  153- 2000).  

 

IV)  El  pr incip io de igualdad no prohíbe cualquier  desigualdad 

de t rato,  s ino sólo aquel las desigualdades que resulten 

arbi t rar ias o in just i f icadas  por no estar fundadas en cr i ter ios 

objet ivos y suf ic ientemente razonables.  

(Sentencia de Amparo de fecha 30 de noviembre de 2001, ref .  

245- 2000) 

 

PRINCIPIO DE IGUALDAD: IGUALDAD EN LA 

APLICACIÓN DE LA LEY 

 

 En re lación al  pr incip io de igualdad, esta  Sala ha 

dist inguido  en su jur isprudencia  entre la igualdad en la 

formulación de la ley y la igua ldad en la apl icación de la ley.   
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 La igualdad en la apl icación de la ley no impl ica una 

igualdad absoluta,  que obl igue siempre t ratar de igual forma 

todos los supuestos  idént icos,  lo que si  supone es que en 

aquel los  casos en que se t raten de forma dist i nta  dos 

si tuaciones entre las que exista  una ident idad  sustancia l ,  esta 

d i ferencia debe estar suf ic ientemente razonada o mot ivada. De 

ahí,  e l  deber  de la Administración de mot ivar todos los actos  

d ictados que se separen del cr i ter io seguido en actuaci ones 

anter iores, lo que en la doctr ina  se ha denominado el  precedente  

administrat ivo,  es  decir  aquel la actuación de la Administración 

que, de algún modo, vincula en lo sucesivo sus actuaciones, en 

cuanto  a fundamentar  sus resoluciones en contenidos si mi lares 

para casos semejantes,  carácter vinculante  que viene dado por 

la estrecha interre lación  en mater ia  t r ibutar ia entre el  pr incip io 

de igualdad con los de prohib ic ión de la arbi t rar iedad y de 

seguridad juríd ica.  

 En ta l  sent ido,  cuando exista una completa s imi l i tud en los 

sujetos  y en las c ircunstancias objet ivas de dos casos 

concretos,  lo más consecuente es que el  cr i ter io adoptado en el 

precedente sea el  mismo en ambas si tuaciones. Sin embargo, s i 

la  administración conviene  efectuar un cambio de  cr i ter io 

respecto del  mantenido  en resoluciones anter iores,  debe 

fundamentar la just i f icación  para modif icar lo,  es decir  poner de 

manif iesto las razones objet ivas que la han l levado a actuar de 

forma dist inta y a desechar e l  cr i ter io sostenido hasta ent onces, 

debido a la t rascendencia  de derechos y pr incip ios  

const i tucionales que pueden verse conculcados. (Sentencia de 

Amparo de fecha 30 de noviembre de 2001, ref .  245 - 2000) 
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ANÁLISIS DEL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL 

REGULADO EN LA LEY DE BANCOS:  

 

Procedimiento Ejecutivo Y De Otras Acciones Legales Y 

Derechos, Tramitación del Juicio Ejecutivo:  

 

Art .  217 LB. - “La t ramitación del ju ic io e jecut ivo que 

promueva un banco estará sujeta a las reglas comunes, con las  

modif icaciones  s iguientes:  

a) El  término de p rueba será de ocho días y como 

excepción únicamente se admit i rán la de pago efect ivo,  la 

prescr ipción de la acción y e l  error en la l iquidación;   

 

b) El  banco ejecutante será depositar io de los bienes 

embargados sin obl igación de rendir f ianza, pero 

responderá por los deter ioros que éstos suf ran;  

 

c) Para la subasta de los b ienes embargados se tomará 

como base el  valúo efectuado por dos peri tos registrados en 

la Superintendencia.  En caso de discrepancia entre éstos, 

e l  Juez tomará como base el  menor valuó;  pero si  la 

d iscrepancia es mayor del  veint ic inco por c iento del menor 

valúo,  nombrará un tercer peri to y tomará su valúo como 

base para la subasta. En todo caso, se tomará como base 

para la subasta el  valúo establecido en el  instrumento 

respect ivo,  s i  éste  fuere mayor que los señalados por los 

peri tos,  salvo que se haya determinado judic ia lmente la 
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devaluación de la garantía.  No se admit i rán posturas por un 

valor infer ior a l  valor determinado por los peri tos y cuando 

los b ienes sean vendidos a un tercero a un precio superior 

a l  valor del  saldo de capita l  más intereses y otros gastos,  e l 

remanente será devuelto a l deudor. De no exist i r  posturas, 

s i  e l  banco acreedor p id iere se le adjudique el  b ien, 

también se devolverá al  deudor e l  remanente, s i  lo hubiere, 

una vez deducido del precio base el  o los créditos y 

accesorios a cargo del deudor,  así como los gastos 

generados en razón del b ien adjudicado. Si  sacado a 

remate el  b ien por t res veces no se vendiere o no se 

adjudicare,  se real izará un nuevo valúo para otr as 

subastas; este procedimiento se repet i rá hasta que se 

remate o se adjudique el  b ien;  

d) No podrá admit i rse tercería a lguna si  no es fundada en 

t í tu lo de dominio,  inscr i to con anter ior idad a la h ipoteca del 

banco ejecutante;  y  

e) Ninguna anotación preven t iva,  cualquiera que sea su 

procedencia,  impedirá la subasta o adjudicación de los 

b ienes embargados por e jecución del banco ejecutante, 

excepto que se t rate de obl igaciones al iment ic ias,  salar ios, 

prestaciones socia les y cuando se demandare en juic io la 

propiedad de bienes inmuebles.   

 

Habiéndose est ipulado la obl igación del  pago de pr imas de 

seguros y otros conceptos por cuenta del  deudor en el  documento 

base de la acción,  las t ranscr ipciones, extractos y constancias 

extendidas por e l contador de la inst i tución con el visto bueno del 
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gerente de la misma, bastarán para establecer e l  saldo adeudado 

para su reclamo judic ia l .  Se procederá de la misma manera 

cuando se t rate de probar la var iabi l idad de la tasa de interés.  

 

En todo contrato en que un banco sea a creedor,  las 

c láusulas que establezcan la renuncia ant ic ipada de derechos de 

los deudores,  se tendrán por no escri tas.  

 

Análisis De La Restricción De Las Excepciones En La 

Ley De Bancos: 

a) Pago efectivo:  

Esta excepción está refer ida al hecho de haberse efect uado 

un pago de la deuda, que no ha sido computado en el  s istema del 

banco, pero que puede el  demandado, probar en ju ic io,  mediante 

el  comprobante de ingreso, cosa que es un tanto dif íc i l ,  no 

obstante,  es una de las excepciones que puede alegar todo 

demandado por un banco, o b ien se ref iere a l  hecho de que 

durante el  t ranscurso de la demanda, hasta el  embargo, o la 

not if icación del  decreto de embargo, e l  demandado haya 

cancelado la obl igación con el  banco.    

 

b) Prescripción de la acción:  

 

Como puede ser pos ib le que un banco, deje t ranscurr i r  

tanto t iempo para recuperar su capita l ,  casi increíble,  pero bien 

esta es otra excepción,  o medio de defensa a que t ienen derecho 

los usuarios del  s istema f inanciero.  

 



 167 

c) Error en la l iquidación:  

Otra de las cosas más dif íc i les que podrían ocurr i r,  es que 

en los registro de las t ransacciones bancarias,  ocurra un tan solo 

error,  pero no bastando eso, ya el  Art .  217 inc 2,  de la Ley de 

Bancos  se establece ya las formal idades  de las constancias, 

para establecer e l saldo adeudado para su reclamo judic ia l .  Pero 

esta es otra de las excepciones que puede alegar e l  demandado, 

para defenderse de la acción intentada en su contra por un 

banco. 

 

Por lógica juríd ica a s imple vista se denota que las única 

excepciones a las que el  demandado t iene derecho a  a legar en 

el  ju ic io e jecut ivo,  t ramitado en su contra por un Banco, son 

básicamente excepciones, que más bien parecen imposibles de 

poder l legar a ser a legadas,  y de ser lo en el caso, en la ú l t ima 

excepción para poder l legar a ser probadas, no se necesita de un 

estudio exhaust ivo,  para conclu ir  que ta les excepciones son las 

que se admiten únicamente, por ser las únicas,  que o le 

convienen al  banco (Pago Efect ivo),  es casi  imposible que 

ocurran (Prescr ipción de la Acción),  o muy dif íc i les de probar 

(Error en la L iquidación).  

 

    Esta es nuestra aportación más importante de este t rabajo 

de tesis,  con la cual se pretende establecer desde nuestro punto 

de vista del  anál isis juríd ico de la legis lación,  que los pr ivi legios 

legales otorgados  a l  sector f inanciero de nuestro país no t ienen 

una base juríd ica procesal,  que permita just i f icar la restr icción en 

el  t ipo y número de excepciones que se pueden alegar en el  
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ju ic io e jecut ivo mercant i l  en la Ley de Bancos, es así que se 

desprende desde muchos ejemplos que se encuentran en la 

pract ica judic ia l  actual  en la cual deja fuera estos pr ivi legios,  ya 

que los jueces apl ican de of ic io la inapl icabi l idad de la 

d isposic ión ci tada que restr inge las excepciones, admit iendo, y 

dándole el  t rámite respect ivo a las excepciones restantes a las 

de pago efect ivo,  prescr ipción de la acción, y error en la 

l iquidación.  

 

Así también, en cuanto al  anál is is del  pr incip io de la 

igualdad procesal se reconoce por la doctr ina que este es un 

pr incip io procesal por demás importante,  mejor decir necesario, 

tanto para el  respeto al  debido proceso, como para que la just ic ia 

se imparta de manera equi l ibrada, y s in pr ivi legios a una y a otra 

parte,  ya como parte demandante,  ya como parte demandada, no 

hay sent ido lógico juríd ico que indique desde ningún punto de 

vista la admisión de restr icciones al derecho de defensa que se 

basen en razones económicas, o de cualquier otra índole que 

dejen en indefensión a los usuarios del s istema f inanciero,  que 

en pr imer lugar t iene más que protegido su crédi to y la 

real ización de la obl igación.  

 

Ahora,  que nos indica juríd icamente que se restr inja e l  

derecho de defensa de una parte en un proceso, ¿porqué 

l imitar lo?,  es que acaso, ¿con el lo se aceleraría e l  proceso?, es 

que ta lvez se deja en pe l igro o se pone en r iesgo la real ización 

del  cumpl imiento de la obl igación que se busca con la sentencia, 

s i  b ien en los ju ic ios e jecut ivos civi les,  o mercant i les en los que 
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no interviene un banco, todas las excepciones se oponen al 

contestar la demanda, con el lo se comprueba que juríd icamente, 

no hay razón lógica de ta l  restr icción.  

 

L legando por f in a l punto que dio or igen al  presente t rabajo,  

es decir,  e l  porque ta l  pr ivi legio en el  ju ic io e jecut ivo mercant i l  

en el  cual e l  banco es la parte acreedora.   

 

No será que se hizo pensando en algo más que un benef ic io 

a l  b ien públ ico,  y garant izar a la estructura económica más 

poderosa de nuestro país,  e l  completo disf rute s in problemas de 

oposic ión o defensa de los usuarios del  s istema f inanciero que 

los l levarían a adueñarse cada vez con mayor faci l idad de los 

recursos productores del  país,  que requieren de un t rato de igual 

a igual ante la Ley,  a efecto de hacer valer su derecho.    

CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIÓN:  

 

Una herramienta,  muy út i l  que sabiamente d ejo constancia 

e l  Const i tuyente,  que pretende, de manera senci l la , d irecta y 

efect iva,  e l  contro l de la apl icación de just ic ia,   y de supremacía 

const i tucional,  a t ravés de la l lamada: “ INAPLICABILIDAD DE LA 

LEY” 

 

Art .  185 Cn. “Dentro de la potestad de adm inistrar just ic ia, 

corresponde  a los t r ibunales,  en los casos en que tengan que 

pronunciar sentencia,  declarar la inapl icabi l idad de cualquier ley 

o d isposic ión de los otros Órganos, contrar ia  a los preceptos 

const i tucionales”.  
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Tal y como lo establece el  art ículo anter ior e l cual 

corresponde a uno de los contro les de const i tucional,  l lamado 

contro l  d ifuso,  y mediante el  cual se le ha facultado al  Juzgador,  

declarar inapl icable,  una ley,  o d isposic ión en caso que 

considere,  que los mismos son contrar ios,  o  que vulneran los 

pr incip ios Const i tucionales;  facul tad que también ya ha sido 

previamente respaldada, por e l  art ículo 235 Cn. “Todo funcionario 

c ivi l  o mi l i tar  antes de tomar posesión de su cargo, protestará 

bajo su palabra de honor,  ser f ie l   a la repub l ica,  cumpl ir  y hacer 

cumpl ir  la Const i tución,  ateniéndose a su texto cualesquiera  que 

fueren las leyes,  decretos,  órdenes o resoluciones que la 

contraríen promet iendo, además el  exacto cumpl imiento  de los 

deberes que el  cargo le imponga, por cuya inf rac ción será 

responsable conforme a las leyes”.       

 Cualquier Juez o Tr ibunal de la Repúbl ica, y los 

funcionarios a quienes  se ref iere e l art ículo doscientos t re inta y 

c inco de la Const itución t ienen plena potestad para real izar –de 

of ic io o instado- un examen de compat ib i l idad entre la normat iva 

preconst i tucional y la Ley Suprema, y constatar la derogación de 

ta les disposic iones, s i  como resultado de dicho examen 

encuentra contravención a  la Const i tución.  (Sentencia de 

Inconst i tucional idad de fecha 19 de mayo de dos mi l ,  Ref.  18 - 95)

            

 En cuanto a la declaración de la INAPLICABILIDAD DE LA 

NORMA, en la mayoría de procesos donde es un Banco es parte, 

y buscan que se apl ique el  Art .  217 de la Ley de Bancos, los 

Jueces apl ican el  pr incip io de la Sup remacía const i tucional,  

declarando la inapl icabi l idad de la misma, para salvaguardar e l 
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derecho de defensa, establecido en los Art.  11 y12 de la 

Const i tución de la Republ ica.    

 

Cuando un caso no t iene una norma a part i r  de la cual 

pueda solucionarse ni  expresa ni táci tamente o que teniéndola 

ésta es manif iestamente errát ica y/o contrar ia a la Const i tución;  

en ta l caso aparece incluso la facul tad inapl icadota del  Juez,  con 

la consecuente obl igación del  juzgador de cubrir  e l  vacío que se 

haya generado.  

 

Cuando advierte la Sala de lo Consti tucional que una norma 

secundaria base de una actuación impugnada no es conforme a 

la Const i tución y su elast ic idad no permite tampoco hacerlo, la 

misma ya no puede ser apl icada.  

Una pretensión de amparo puede estar basada  en la 

apl icación de una norma secundaria inconst i tucional o en una 

interpretación no conforme a la Const i tución 92.  

 

(Sentencia de Amparo Ref :787 -99 de fecha 11 de Jul io de 2000)  

 

Cualquier Juez o tr ibunal de la Republ ica,  y los funcionarios 

a quienes se ref iere e l art ículo doscientos t re inta y cinco de la 

Const i tución t ienen plena potestad para real izar –de of ic io o 

instado- un examen de compat ib i l idad entre la normat iva 

preconst i tucional y la Ley Suprema, y constatar la derogación de 

                                                
92

 L l í neas  y Cr i t e r ios  Jur isprudenc ia les  de la  Sa la  de lo  Cons t i tuc iona l ,  Año 

2000 ,  Cent ro  de docum entac ión  Jud ic ia l ,  Cor te  Suprem a de Jus t i c ia .  
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ta les disposic iones, s i  como resultado de dicho examen 

encuentra contravención a la Const i tución.  

 

(Sentencia de inconst i tucional idad ref :  18 -95 de fecha 19 de 

mayo de 2000) 
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CAPITULO V 

TRABAJO DE CAMPO 

 

 

FUENTES DE INFORMACIÓN 

 

  L ic.  Raúl Antonio Chatara Flores, Consultor nacional de la 

UTE, Catedrát ico de la Universidad de El Salvador.  

  L ic.  José Reinerio Carranza, Jefe del Departamento de 

Derecho Privado y Procesal de la Facultad de 

Jur isprudencia y Ciencias Socia les, de la Universidad de El 

Salvador. -  

  L ic.  Juan José Castro Galdámez, catedrát ico de la Facultad 

de Jur isprudencia y Ciencias Sociales,  de La Universidad 

de El Salvador,  L i t igante en Mater ia Bancaria.  

  Dr.  Carlos  Amilcar Amaya, Especia l ista en Derecho 

Procesal,  Consultor del  nuevo Código Procesal Civi l  Y 

Mercant i l ,  Catedrát ico de la Facultad de Jur isprudencia y 

Ciencias Socia les de la Universidad de El Salvador.  

  L ic.  Alex Mauric io Larios Romero, Anal ista Juríd ico de la 

Superintendencia del  Sistema Financiero  

  L ic.  Javier Castro,  Anal ista y Asesor Juríd ico de FUSADES  

  L ic.  Carlos Gui l lermo Cordero Recinos,   Asesor de Alto  

Nivel  de la Asamblea Legislat iva,  Catedrát ico de la Facultad 

de Jur isprudencia y Ciencias Socia les de La Universidad de 

El Salvador.  
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  L icenciada María Flor Si lvestre López Barr iere,  Juez 1º de 

Lo Mercant i l  

  L icenciado Oscar Lacayo Meyer Juez 2º  de Lo Mercant i l  

  L icda. Ana María Cordón  Escobar,  Juez Tercero de lo 

Mercant i l  de San Salvador 

  L icenciado Eduardo Jaime Escalante Díaz Juez 4º de Lo 

Mercant i l  

  Dr.  Salvador Cano Gut iérrez,   Juez 5ª de Lo Mercant i l  

 

METODOLOGÍA DE INVESTIGACIÓN:  

 

* GUÍA DE ENTREVISTA:  

 

1) Ident if icación de la fuente de información;  

 

2) Concepción del Pr incip io  de Igualdad Procesal;  

 

3) Enfoque procesal  del  Juic io Ejecut ivo Mercant i l ;  

 

4) Enfoque de la Ley de Bancos y del  Juic io Ejecut ivo en 

la Ley de Bancos;  

 

5) Importancia de las excepciones en el  Derecho 

Procesal y e l  Debido Proceso;  

 

6) Just if icación Jurídico Procesal de la Restr icción en el 

t ipo y número de Excepciones en el  Juic io Ejecut ivo en la 

Ley de Bancos.  
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  CEDULA DE ENTREVISTA 

 

ENTREVISTA A PERSONAS CON CONOCIMIENTO EN EL TEMA 

DE INVESTIGACIÓN,  Y/O  EXPERIENCIA EN LA 

PROBLEMÁTICA. 

TEMA: “LA RESTRICCIÓN DE LAS EXCEPCIONES  EN EL 

JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL REGULADO EN LA LEY DE 

BANCOS, COMO VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE IGUALDAD 

ESTABLECIDO EN LA CONSTITUCIÓN DE LA REPUBLICA”  

 

Nombre:_______________________________________________  

Inst i tución:  ____________________________________________  

Cargo:__________________________   Tel :_________________  

1) ¿Cuál es la importancia que le merece, e l  pr incip io de 

igualdad procesal dentro de un proceso?  

2) ¿Desde su punto de vista,  e l  ju ic io e jecut ivo mercant i l  es 

substancia lmente di ferente con el  ju ic io e jecut ivo civi l ,  en 

re lación al  pr incip io de igualdad procesal? /Sí,  No,  ¿Porqué?  

3) ¿Considera juríd icamente just i f icable la d iferencia anter ior? 

Sí,  No, ¿Porqué? 

4) ¿En el  caso del Juic io Ejecut ivo Mercant i l  regulado en  la 

Ley de Bancos, desde su punto de vista merece una tramitación 

especia l?. /  Sí,  No, ¿Por qué?  

5) ¿Qué factores considera que inf luyen en esa t ramitación 

especia l  del  ju ic io e jecut ivo mercant i l  en la Ley de Bancos?  

6) ¿Desde su punto de vista existe vio la ción a los derechos 

const i tucionales en la t ramitación del  ju ic io e jecut ivo mercant i l  

regulado en la Ley de Bancos?./Sí,  No, ¿Porqué?  
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7) ¿Qué derechos const i tucionales son vio lentados y de que 

forma? 

8) ¿Desde su punto de vista considera que existe una bas e 

juríd ica que just i f ique la restr icción en el  número y t ipo de 

excepciones en la t ramitación del ju ic io e jecut ivo mercant i l ,  

regulado en la Ley de Bancos.. /  Sí,  No, ¿Porqué?  

9) ¿Considera que ta l  restr icción en la t ramitación del  ju ic io 

e jecut ivo mercant i l  regulado en la Ley de Bancos, podría ser 

declarado inconst itucional?.  /  Sí,  No, ¿Porqué?  

10) ¿Considera usted que la restr icción en el  t ipo y número de 

excepciones en la t ramitación del ju ic io e jecut ivo mercant i l  

regulado en la Ley de Bancos, es atentato r io contra el  pr incip io 

de igualdad establecido en la Const i tución de la República?. /  Sí,  

No, ¿Porqué? 

11) ¿Cuál es la sal ida juríd ica que  como profesional del  

derecho apl icaría, s i  se encontrará en la posic ión de la parte 

demandada,  en un ju ic io e jecu t ivo mercant i l ,  que promueve un 

Banco, en cuanto a la restr icción en el número y t ipo de 

excepciones? 

12) ¿Qué solución o t ipo de reforma recomendaría como 

profesional del  derecho, a esta problemát ica?  

 

 

GUÍA DE OBSERVACIÓN 

 

Según las entrevistas,  s intet izar la concepción de los 

entrevistados de:  

A) Princip io de Igualdad 
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B) Diferencias entre Juic io Ejecut ivo Civi l  y Juic io Ejecut ivo 

Mercant i l .  

C) Concepción del Juic io Ejecut ivo Mercant i l  en la Ley de 

Bancos. 

D) Just i f icación de la restr icción de las excepci ones. 

E) Vio lación al  Pr incip io de Igualdad  regulado en la Const i tución  

F) Declarator ia de Inconst i tucional idad  de la restr icción en el   

t ipo y número de las excepciones  

 

 

TRABAJO DE CAMPO: 

 

Entrevistado: Licenciado José Reinerio Carranza, Jefe del 

Departamento de Derecho Privado y Procesal,  de la 

Universidad de El Salvador  

 

A) Princip io de Igualdad 

  

Determina la t rascendental  importancia del  pr incip io de 

igualdad dentro de un proceso;  

 

B) Diferencias entre Juic io Ejecut ivo Civi l  y Juic io Ejecut ivo 

Mercant i l .  

 

La estructura del proceso civi l  e jecut ivo y e l  proceso 

mercant i l  e jecut ivo es la misma, por lo tanto cualquier d i ferencia 

que pueda hacerse en cuanto a estructura no es just i f icable y por 

lo tanto no requiere de una tramitación especia l .  
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C) Concepción del Juic io Ejecut ivo Mercant i l  en la Ley de 

Bancos. 

 

Los ju ic ios e jecut ivos t ramitados mediante la Ley de Bancos 

deberían de t ramitarse mediante el  ju ic io e jecut ivo mercant i l  

especia l izado.  

 

D) Just i f icación de la restr icción de las excepciones.  

 

La restr icción en el  t ipo y numero de excepciones es debido 

a la fama mercanti l  del  banco ya que el  mismo no demandara si 

no t iene amparado su derecho, por lo que las que determina el 

art ículo 217 de la Ley de Bancos son la que el  Banco puede 

cometer;   

 

E) Vio lación al  Pr incip io de Igualdad  regulado en la Const i tución  

 

No existe v io lación a Derechos Const i tucionales ya que no 

coarta e l derecho de defensa, se exige el  cumpl imiento de una 

obl igación posi t iva y de no exist i r  permite la defensa;  

 

F) Declarator ia de Inconst i tucional idad  de la restr icción en el   

t ipo y número de las excepciones  

 

No puede ser declarado inconst i tucional por que en la 

práct ica los jueces velan por e l respeto y cumpl imiento de los 

derechos y garantías.  
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Entrevistado: Licenciado Alex Mauricio Larios Romero, 

Asesor Jurídico de la Superintendencia del Sistema 

Financiero.  

 

A) Princip io de Igualdad  

  

Determina la t rascendencia del  Pr incip io de Igualdad dentro 

del  Debido Proceso, como medio idóneo de acceso real  a la 

Just ic ia;  

 

B) Diferencias entre Juic io Ejecut ivo Civi l  y Juic io Ejecut ivo 

Mercant i l .  

  

Establece que no hay di ferencia substancia l  entre e l  ju ic io 

e jecut ivo de naturaleza mercant i l  y c iv i l ,  por lo tanto debe 

dársele e l  mismo tramite;  

 

C) Concepción del Juic io Ejecut ivo Mercant i l  en la Ley de 

Bancos. 

   

El  ju ic io e jecut ivo regulado en la Ley de Bancos es a todas 

luces un ju ic io e jecut ivo mercant i l  por lo que debería ser t ratado 

igual que como se t rata en la ley de procedimientos mercant i les,  

  

D) Just i f icación de la restr icción de las excepciones.  

No existe just i f icación alguna para un t ramite d iferente,  lo 

que predomina en el  t rato especia l  es la importancia económica 

de los bancos;  
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E) Vio lación al  Pr incip io de Igualdad  regulado en la Const i tución  

 

Af i rma que este t rámite especia l  pr ivi legiado de los Bancos 

vio lenta derechos Const i tucionales como el  Derecho de Defensa, 

e l  Derecho de Igualdad, e l  derecho de Legal idad, e l  Debido 

Proceso.  

 

F) Declarator ia de Inconst i tucional idad  de la restr icción en el   

t ipo y número de las excepciones  

 

 Sí puede ser declarado inconst i tucional e l  art ículo 217 de la 

Ley de Bancos por restr ingir  derechos const i tucionales;  

 

Entrevistado: Licenciado Raúl Antonio Chatara Flores, 

Catedrático de la Universidad de El Salvador y Consultor de 

la Unidad Técnica Ejecutiva del Sector Justicia, Ministerio de 

Gobernación,  

 

A) Princip io de Igualdad  

Menciona que el Pr incip io de Igualdad es un pr incip io 

básico para hablar de un ju ic io justo;  

 

B) Diferencias entre Juic io Ejecut ivo Civi l  y Juic io Ejecut ivo 

Mercant i l .  

 

Entre e l  ju ic io e jecut ivo civ i l  y mercant i l  no hay diferencias 

substancia les,  existen var iantes pero que estas no son 

substancia les.  Por lo que no existe di ferencia entre uno y otro.  
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C) Concepción del Juic io Ejecut ivo Mercant i l  en la Ley de 

Bancos. 

 

La t ramitación especia l  del  ju ic io e jecut ivo en la Ley de 

Bancos se ha regulado así en re lación a la mejor garantía a favor 

de los Bancos, pero de exist i r  una excepción no regulada en el 

art ículo 217 de la Ley de Bancos puede alegarse si  se just i f ica 

debidamente y en la práct ica los jueces las aceptan.  

 

D) Just i f icación de la restr icción de las excepciones.  

La restr icción se hace en razón de agi l idad y economía procesal.  

 

E) Vio lación al  Pr incip io de Igualdad  regulado en la Const i tución  

No existe vio lación al  pr incip io de igualdad.  

 

F) Declarator ia de Inconst i tucional idad  de la restr icción en el   

t ipo y número de las excepciones  

 

No puede declararse inconst i tucional e l  art ículo en mención 

o la ley en sí,  por que no vio lenta derechos  const i tucionales.  

 

Entrevistado: Doctor Carlos Amilcar Amaya, Catedrático de la 

Universidad de El Salvador,  Consultor integrante de la 

comisión redactora del nuevo Código de Procedimientos 

Civi les y Mercanti les,  

 

A) Princip io de Igualdad El pr incip io de Igualdad procesal que 

deriva del  pr incip io de igualdad general  de la Const i tución,  es de 
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gran importancia por que permite un adecuado equi l ibr io dentro 

del  proceso;  

 

B) Diferencias entre Juic io Ejecut ivo Civi l  y Juic io Ejecut ivo 

Mercant i l .  

 

El  ju ic io Ejecut ivo Civi l  y Mercant i l  es igual 

procedimentalmente hablando, no hay di ferencia substancia l ,  y 

se r igen por los mismos pr incip ios juríd icos;  

 

C) Concepción del Juic io Ejecut ivo Mercant i l  en la Ley de 

Bancos. 

 

La dist inción o el  t ramite especia l  que se da en la Ley de 

Bancos responde a pol í t ica procesal no a técnica procesal,  e l 

proceso es el  mismo, lo que si  exis te es una clara intención del  

legis lador por pr ivi legiar a los Bancos;  

 

D) Just i f icación de la restr icción de las excepciones.  

No hay just i f icación juríd ica que permita hacer  una 

di ferencia entre e l  ju ic io e jecut ivo civi l  y e l  mercant i l .  

 

E) Vio lación al  Pr incip io de Igualdad  regulado en la Const i tución  

 

La restr icción en el  t ipo y numero de excepciones que se da 

en la ley de bancos si  lesiona el  pr incip io de igualdad tute lad o en 

la Const i tución de la Repúbl ica, por lo tanto debería de 

plantearse una reforma en cuanto a que el  procedimiento no t iene 
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razón de ser,  debería de obedecer a lo establecido en el código 

de comercio y la ley de procedimientos mercant i les y dejarse 

t ramitar por medio del  procedimiento común.  

 

F) Declarator ia de Inconst i tucional idad  de la restr icción en el   

t ipo y número de las excepciones  

 

El  art ículo 217 de la Ley de Bancos pudiera ser declarado 

Inconst i tucional pero en la pract ica lo que sucede es que  los 

jueces declaran inapl icable e l  l i tera l a del  art iculo en mención y 

aceptan todas las excepciones que se les a leguen siempre y 

cuando estén bien fundamentadas, y es mas senci l la  la sal ida de 

declarar la no apl icabi l idad que la inconst i tucional idad;  

 

Entrevistada: Licenciada María Flor Silvestre López Barriere, 

Juez  Primero de lo Mercanti l ,   

 

A) Princip io de Igualdad 

La importancia de este pr incip io es poner en forma 

equitat iva tanto los derechos del demandado como los del 

demandante  en el  proceso y poder valorar la prueba vert ida para 

pronunciar un fa l lo conforme a derecho. - 

 

B) Diferencias entre Juic io Ejecut ivo Civi l  y Juic io Ejecut ivo 

Mercant i l .  

 

El  Juic io Ejecut ivo Mercant i l  es un ju ic io meramente 

especia l  que r ige por una ley especia l ,  para el  cas o concreto la 
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Ley de Bancos,  en re lación al  pr incip io de igualdad tanto el 

e jecut ivo civi l  como el  mercant i l  merecen el  mismo tratamiento, 

por que los pr incip ios consagrados en la Const i tución merecen 

ser cumpl idos no importando el  ju ic io que se t ramite.  

 

C) Concepción del Juic io Ejecut ivo Mercant i l  en la Ley de 

Bancos. 

 

El  ju ic io e jecut ivo es un proceso brevís imo que se t ramita 

con documentos que t ienen fuerza ejecut iva,  por eso se dice que 

son prueba preconst i tu ida se t rata de recuperar,  con dicho 

procedimiento,  lo que se encuentra en mora,  es decir  hacer 

cumpl ir  e l  pr incip io de equidad procesal. -  

 

D)  Just if icación de la restr icción de las excepciones.  

 

No existe,  e l  Art ículo 639 del Código de Procedimientos 

establece que cuando se entable ju ic io con t í tu los valores se 

alegaran únicamente las excepciones contempladas en  esa 

disposic ión,  y así igual e l  Art .  217 l i t .  a) de la Ley de Bancos es 

decir  hay una base legal pero no juríd ica o mejor d icho que tenga 

base const i tucional,  aún así e l  juzgador t iene la facul tad de tener 

por opuestas cualquier excepción que el  demandado alegue en 

razón de no lesionar e l  derecho de audiencia y defensa,  con 

fundamento en el  Art ículo 11 de la Const i tución.  

 

E) Vio lación al  Pr incip io de Igualdad  regulado en la 

Const i tución 
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Si y mejor ser ia hablar de lesión,  en razón de queda en 

desventaja e l  demandado de poder a legar solamente las 

excepciones que preceptúa el  Art .  217 l i t .  a) de la Ley de 

Bancos. 

 

F) Declarator ia de Inconst i tucional idad  de la restr icción en el  

t ipo y número de las excepciones 

 

Si  pero aun así los jueces mediante el  contro l  d ifuso de la 

Const i tución pueden hacer uso de la inapl icabi l idad de la norma y 

dejar s in efecto la d isposic ión ya relacionada, en la pract ica ta l  

norma no se apl ica  

 

Entrevistado: Licenciado Oscar Lacayo Meyer.  Juzgado 

Segundo de lo Mercanti l .  

 

A) Princip io de Igualdad 

Considera que la importancia del Pr incip io de Igualdad 

procesal es garant izar los derechos const i tucionales que 

establecen que en úl t imas instancias todos somos iguales ant e la 

ley,  Art .  3 de la Const i tución.  

 

B) Diferencias entre Juic io Ejecut ivo Civi l  y Juic io Ejecut ivo 

Mercant i l .  

 

Al  cr i ter io del  Juez no hay diferencia entre e l  Juic io 

Ejecut ivo Mercant i l  y e l  Juic io Ejecut ivo Civi l  por que el 

procedimiento establecido para ambos procesos es simi lar,  los 
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plazos son los mismos ta l  y como lo establece el  Art .  593 Código 

de Procedimientos Civi les y s iguientes  

 

C) Concepción del Juic io Ejecut ivo Mercant i l  en la Ley de 

Bancos. 

 

El  Juic io Ejecut ivo Mercant i l   de la Ley de Bancos no 

merece una tramitación especia l  porque si  se apl ica el  l i tera l  a) 

se estaría rompiendo con el  pr incipio de igualdad, ya que dicha 

disposic ión garant iza únicamente los derechos de los acreedores. 

El  juez es del  cr i ter io que el  hecho de que un juez real ic e un 

examen en el  cual establezca que la ley de bancos no es 

compat ib le con la norma const i tucional,  e l lo inf luye en la 

t ramitación especia l  del  Juic io Ejecut ivo Mercant i l   de la Ley de 

Bancos 

 

 

D) Just i f icación de la restr icción de las excepciones.  

 

El  Juez aclara además que no hay fundamento 

const i tucional que permita la restr icción de la interposic ión de 

excepciones, lo cual vulnera y restr inge además el  derecho de 

audiencia y defensa  

 

E) Vio lación al  Pr incip io de Igualdad  regulado en la Const i tución  

 

Si  existe v io lación a derechos const i tucionales en ese 

t ramite especia l porque no se garant izan y que sirven de l ímite 
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f rente a la ley.  Tales derechos vulnerados son la igualdad de las 

partes en le proceso, e l  derecho de defensa y de audiencia.  

 

F) Declarator ia de Inconst i tucional idad  de la restr icción en el   

t ipo y número de las excepciones  

 

El  Juez aclara además que no hay fundamento 

const i tucional que permita la restr icción de la interposic ión de 

excepciones, lo cual vulnera y restr inge el  derecho de aud iencia 

y defensa. Por e l lo a cr i ter io del  Juez es que ta l  norma podría ser 

declarada inconsti tucional pues es contrar ia a los preceptos 

const i tucionales por que l imita pues al  demandado para ejercer 

sus derechos de defensa y de audiencia pues taxat ivamente  le 

establece un mínimo de excepciones que puede alegar para 

defenderse. Como sal ida juríd ica en el  caso de la parte 

demandada apl icaría hacer uso del recurso de Apelación  para 

segunda instancia,  y del  amparo const i tucional.  El  Juez 

recomienda hacer una revis ión de la Ley de Bancos ya que esta 

permite l imitar la esfera juríd ica de una persona restr ingiéndole 

derechos const i tucionales.  

 

Entrevistado: Licenciada Ana María Cordón Escobar.  Juzgado 

Tercero de lo Mercanti l  

 

A) Princip io de Igualdad  

 

Para la  Juez Tercero de lo Mercant i l  la  importancia que le 

merece el  pr incip io de igualdad procesal es que hace 
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equivalentes las oportunidades de las partes dentro del  proceso. 

O sea presupone una no discr iminación:  t ratar como iguales a los 

iguales y desiguales.  As í en el  Juzgado igual servic io se presta a 

una persona juríd ica con grandes posib i l idades económicas como 

a una persona que carece de el las o que se encuentra en una 

posic ión infer ior.  

 

B) Diferencias entre Juic io Ejecut ivo Civi l  y Juic io Ejecut ivo 

Mercant i l .  

 

Con respecto a s i  e l  ju ic io ejecut ivo mercant i l  es 

substancia lmente di ferente con el  ju ic io e jecut ivo civi l  en re lación 

al  pr incip io de igualdad procesal,  la suscr i ta juez considera que 

sustancia lmente no, únicamente en cuanto a forma, aunque si ,  

admite que en el  ju ic io e jecut ivo mercant i l  existen menos 

mecanismos de defensa por los intereses difusos que se 

pretenden proteger con el  ju ic io e jecut ivo mercant i l ,  por que ese 

interés no es otro que el  de los usuarios de los bancos ( los 

depositantes )  su patr imonio que es con el  cual funcionan los 

bancos y que es lo que se busca proteger.  Con lo que se just i f ica 

además la d iferencia que existe entre ambos procedimientos  

 

C) Concepción del Juic io Ejecut ivo Mercant i l  en la Ley de 

Bancos. 

 

A cr i ter io de la Juez,  considera que el  ju ic io e jecut ivo 

mercant i l   merece una tramitación especia l ,  por que protege el  

patr imonio de los depositantes y por e l lo t iene que ser e l  Juic io 
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Ejecut ivo Mercant i l ,  más rápido,  por la necesidad de recuperar e l  

e lemento monetar io o d inero de una forma más rápida y d i l igente.   

 

D) Just i f icación de la restr icción de las excepciones.  

 

No existe just i f icación alguna para la restr icción en el  t ipo y 

numero de excepciones en la ley de  bancos.  

 

E) Vio lación al  Pr incip io de Igualdad  regulado en la Const i tución 

 

Con respecto a s i  existe v io lación a derechos 

const i tucionales en la t ramitación del  Juic io Ejecut ivo Mercant i l .    

La Ley de Bancos al  cr i ter io de la Sra.  Juez ta l  vio lación no 

existe y s i  la hubiese ta l d isposic ión o norma no se apl ica ría en 

la subordinación que todas las leyes secundarias deben a la 

const i tución. Como no existe de una forma sustancia l  o real 

vio lación a derechos const i tucionales la Juez no encuentra que 

derechos const i tucionales puedan ser,  de forma aparente eso si ,  

aclara,  e l  derecho de defensa pero solo de forma aparente pues 

en la práct ica al  contestar la demanda si  e l  demandado alega 

otras excepciones de las que se encuentran en el  Art .  217 Ley de 

Bancos, en el  Juzgado se las t iene por a legadas y opuestas 

todas siempre y cuando este contestando en t iempo, se admiten 

todas sin n inguna restr icción por lo que ta l  Art ículo queda sin 

apl icación real  

 

F) Declarator ia de Inconst i tucional idad  de la restr icción en el   

t ipo y número de las excepciones  
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La Juez también es del  c r i ter io que la restr icción del  l i tera l 

a) del  Art ículo 217 puede ser declarado inconst i tucional pues al 

tenor de su l i tera l idad l imita e l  derecho de defensa. Es por e l lo 

que – según su cri ter io - atenta contra e l  pr incip io de igualdad y 

por lo que no se apl ica (en el  Juzgado) como ya se di jo 

anter iormente Como sal ida juríd ica en el  supuesto de la s i tuación 

de la parte demandada, la Juez es del  cr i ter io que debe hacerse 

uso del recurso de apelación para 2ª.  Instancia,  y también del 

recurso de Amparo con el  cual se pueden hacer valer los 

derechos vio lentados en 1ª.  Instancia aunque aclara que en este 

juzgado nunca se ha apl icado el  l i tera l .  a) Del art ículo 217 y que 

por lo tanto no se ha tenido ningún ju ic io que se haya ido a 2ª. 

Instancia por habérsele restr ingido al  demandado defensa 

alguna. Como solución la Juez Tercero de lo Mercant i l  

recomienda unif icar procedimientos en vez de reformar,  es decir 

crear un procedimiento que sea val ido para todos, por que hay 

que considerar que en el  juzgado un 80% de los pro cesos son 

promovidos por los bancos y e l  resto por ser una pequeña parte 

debería de asimi larse y uni f icar todo en una sola forma procesal 

para no di latar la administración de just ic ia innecesariamente.  

 

Entrevistado: Licenciado Eduardo Jaime Escalante Díaz ,  

Juzgado Cuarto de lo Mercanti l .  

 

A) Princip io de Igualdad 

 

El  pr incip io de igualdad es importante porque es un 

pr incip io const i tucional y atendiendo a que toda norma debe 
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subordinación a la Const i tución es por e l lo que debe garant izarse 

en todo proceso pues permite que las partes estén en un mismo 

nivel  a l  momento de hacer valer sus derechos  

 

B) Diferencias entre Juic io Ejecut ivo Civi l  y Juic io Ejecut ivo 

Mercant i l .  

 

También es del  cr i ter io que en sustancia tanto el  Juic io 

Ejecut ivo Mercant i l  como el  c ivi l ,  en ambos formalmente 

hablando los encontramos con el  mismo proceso sumario pero en 

el  Juic io Ejecut ivo Mercant i l   regulado en la Ley de Bancos se 

regula de forma mas l imitada las defensas de la parte demandada 

en el  sent ido que restr ingen las excepcione s que se pueden 

alegar;  en cambio,  en el  Juic io Ejecut ivo Civi l  la  posib i l idad de 

defenderse de las pretensiones de la parte demandante es mas 

ampl ia.   

C) Concepción del Juic io Ejecut ivo Mercant i l  en la Ley de 

Bancos. 

 

El  Juic io Ejecut ivo Mercant i l  de la Ley de Bancos debe ser 

mas rápido en vista de que la general idad es que los 

demandados se obl igan y deben, y no hay razón alguna para 

di latar e l  proceso. Y teniendo en cuenta que el  patr imonio con el 

que funcionan los bancos es de los depositantes y eso es lo que 

se pretende recuperar con el  Juic io Ejecut ivo Mercant i l .  Según el 

Juez es el  mismo sistema económico del país, e l  hecho de los 

bancos tengan un gran poder económico, es lo que inf luye en la 

creación de disposic iones como el  Art iculo 217 l i teral  a) d e la Ley 
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de Bancos y la consecuente t ramitación especia l del  Juic io 

Ejecut ivo Mercant i l  

 

D) Just i f icación de la restr icción de las excepciones.  

 

También es del  cr i ter io que no existe fundamento juríd ico 

alguno que just i f ique la restr icción de las excepcion es del Juic io 

Ejecut ivo Mercanti l  de la Ley de Bancos; que únicamente se 

puede expl icar ta l restr icción por los grandes intereses de los 

bancos en el  s istema económico.  

 

E) Vio lación al  Pr incip io de Igualdad  regulado en la Const i tución  

 

A cr i ter io del  Juez no existe v io lación de derechos 

const i tucionales en el  t rámite especia l  del JEM por que aunque la 

ley de bancos restr inge las excepciones que se pueden alegar u 

oponer,  los jueces como directores del  proceso pueden aceptar 

toda defensa con fundamento en la Const i tución.  Es por e l lo que 

al  preguntar que derechos const itucionales son vio lentados, 

responde que únicamente en el  caso de un juez que fuera muy 

l i teral ista pudiera vio lentarse el  derecho de defensa.  

 

F) Declarator ia de Inconst i tucional idad  de la  restr icción en el   

t ipo y número de las excepciones  

 

Tal  restr icción además considera,  pudiera ser declarada 

inconst i tucional pues en lo aparente vulnera el  derecho de 

defensa y e l  pr incip io de igualdad. El Juez considera además que 
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únicamente en el caso de un juez demasiado legal ista (o que de 

estr icto cumpl imiento a la ley secundaria) podría dar lugar a una 

vio lación al  pr incipio de igualdad. Como sal ida juríd ica en el  caso 

de la parte demandada, en el  caso de que se haya restr ingido las 

defensas, apl ica ría hacer uso del amparo const i tucional.  El  Juez 

recomendaría una reforma a la Ley de Bancos en cuanto a que 

las excepciones que regule o permita sean iguales a las que 

establece la ley general  es decir  e l  Código de Procedimientos 

Civi les.  

 

Entrevistado: Dr.  Salvador Cano Gutiérrez,   Juzgado 5° de lo 

Mercanti l  

A) Princip io de Igualdad 

El Juez quinto de lo Mercant i l  considera que la importancia 

del  pr incip io de igualdad  esta en equipara con la igualdad de 

derechos que las partes t iene respect ivamente.   

B) Diferencias entre Juic io Ejecut ivo Civi l  y Juic io Ejecut ivo 

Mercant i l .  

 

A su cr i ter io e l Juic io Ejecut ivo Mercant i l  de la Ley de 

Bancos no merece una tramitación especia l ,  pues se estaría 

cayendo en desigualdad de derechos, y que considera que existe 

en la real idad,  pues está regulado en el ya ci tado Art ículo 217 

Li teral  a).  

 

C) Concepción del Juic io Ejecut ivo Mercant i l  en la Ley de 

Bancos. 
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Para el  Juez quinto de lo Mercant i l  no existe d iferencia 

entre e l Juic io Ejecut ivo Mercant i l  Y el  c ivi l  pues en ambos  se 

apl ica el  mismo procedimiento sumario o breve.  

 

D) Just i f icación de la restr icción de las excepciones.  

Es del  cr i ter io que no existe  just i f icación alguna para tal 

restr icción.  

 

E) Vio lación al  Pr incip io de Igualdad  regulado en la Const i tución  

 

Además es del  cri ter io que si  existe vio lación a derechos 

const i tucionales por que l imita las defensas de la parte 

demandada, y por e l lo no puede exist i r  base juríd ica de tal 

restr icción. ,  y que no obstante sea legal e l lo no signi f ica que sea 

justo por igualdad 

F) Declarator ia de Inconst i tucional idad  de la restr icción en el   

t ipo y número de las excepciones  

 

Además ta l  restr icción puede ser declarada inconst i tucional 

por que atenta contra e l  pr incip io de igualdad por que atenta 

contra los desprotegidos,  vio lentando los derechos que poseen 

en su defensa. Vio lenta pues el  Art ículo 3 de la Consti tución,  en 

donde se establece que todos somos iguales ante la ley.  Como 

sal ida juríd ica apl icaría a legar tantas excepciones se tengan, 

pues si  la ley secundaria contradice l a Const i tución,  aquel la 

queda sin efecto por lo que ta l  restr icción no se apl icaría en la 

real idad. Como recomendación está el  crear una norma donde se 

regule de forma equivalente los derechos de todas las partes 
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porque si  b ien es cierto existe una ley esp ecia l  esta sustentada a 

conveniencia de y benef ic io de una él i te económica, por e l lo 

considera como solución crear una norma nueva donde se 

apl ique la igualdad y just ic ia para una sana administración 

judic ia l .  

 

Entrevistado: Lic. Javier Castro,  Asesor Jur ídico FUSADES 

 

A) Princip io de Igualdad:  

 

Es un pr incip io regulado en la Const i tución,  Igualdad de la 

Ley,  por lo tanto,  la Ley Secundaria, no debe establecer 

pr ivi legios,  f rente a  la desigualdad real  previamente existente,  

que contraríe a la Const i tución,  s igni f ica que, debe apl icarse un 

t rato s imi lar para casos iguales,  no porque hayan preferencias de 

carácter económicos,   s i  b ien es cierto existen procedimientos 

di ferentes,  por la naturaleza misma del ju ic io,  es inconcebible 

que el lo se or igine en más pr ivi legios juríd icos para los bancos.  

 

B) Diferencias entre Juic io Ejecut ivo Civi l  y Juic io Ejecut ivo 

Mercant i l :   

 

No existe una diferencia sustancia l,  se t rata nada más de 

actores diferentes,  por la naturaleza de las partes,  y los actos 

que le dan or igen  al  ju ic io,   se basan en cosas típ icamente 

mercant i les,  y su regulación legal,  sobre cosas o actos de 

comercio,  que regula e l  Código de Comercio,  pero 

pr imordia lmente la Ley de Bancos.  
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C) Concepción del Juic io Ejecut ivo Mercant i l  en la Ley de 

Bancos:   

 

Ciertamente merece ser un procedimiento más corto, y 

apl icar la celer idad procesal,  s iempre y cuando se respeten las 

garantías procesales para ambas partes,  s in d iferencias que 

signi f iquen pr ivi legios para una u otra parte.  

 

D) Just i f icación de la restr icción de las excepciones:  

No, no la  hay.  

 

E) Vio lación al  Pr incip io de Igualdad  regulado en la Const i tución: 

Sí,  en razón de los pr ivi legios que se conceden a un determinado 

sector,  vio lentando el  pr incip io de igualdad, así como el  derecho 

a un debido proceso, contemplados en la Const i tución.  

 

F) Declarator ia de Inconst i tucional idad  de la restr icción en 

el   t ipo y número de las excepciones: a menos que se apoyara en 

el  Amparo Contra Ley,   e l  cual es un instrumento procesal a 

t ravés del  cual se atacan todas aquel las d isposic iones emanadas 

de cualquier órgano con potestades  normat ivas,  que inf r in jan  

derechos consagrados en la normat iva  const i tucional;  O a menos 

que el  juez de of icio apl icara el  contro l  d i fuso de la Const i tución,  

mediante un proceso de inapl icabil idad, ya que en razón al 

pr incip io de legal idad, se debe acatar la Ley,  máxime cuando se 

ref iere a  la Ley  Especia l ,  y a un caso concreto,  mientras que ta l 

d isposic ión no sea declarada inconst i tucional se encuentra 

vigente,  y fa l lar contra e l la, s in  haber seguido el  t rámite 
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respect ivo,  regulado en la Ley, por lo tanto es necesario 

promover e impulsar un proceso de Inconst i tucional idad en contra 

de los Privi legios que concede ta l  d isposic ión al  sector 

f inanciero.  

 

Entrevistado: Lic.  Carlos Guillermo Cordero Recinos 

Catedrático de la Facultad de Jurisprudencia y Ciencias 

Sociales de La Universidad de El Salvador,   Asesor de Alto 

nivel de La Junta Directiva De La Asamblea Legislativa.  

A) Princip io de Igualdad 

 Establece que las partes t ienen la igualdad de oportunidades 

para evacuar cualquier acción que sea incoada en su contra.  

B) Diferencias entre Juic io Ejecut ivo Civi l  y Juic io Ejecut ivo 

Mercant i l .  

 

Sí,  porque dif iere  en cuanto a la cal idad de las partes,  e l  

capita l  de los comerciantes es defendido po r e l  régimen 

económico impuesto en el  país.  

 

C) Concepción del Juic io Ejecut ivo Mercant i l  en la Ley de 

Bancos. 

 

No existe necesidad de darle un t rámite especia l  a l  ju ic io 

e jecut ivo mercanti l  en la Ley de Bancos, porque ya está 

determinado dentro del  derecho mercant i l ,  en el  Código de 

Comercio,  y la Ley de Procedimientos Mercant i les,  y e l lo marca 

una diferencia innecesaria,  basada en una exclusividad hacia la 

c lase f inanciera del  país.  
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D) Just i f icación de la restr icción de las excepciones.  

No, no existe  

 

E) Vio lación al  Pr incip io de Igualdad  regulado en la Const i tución  

Sí,  está a favor del  sector f inanciero  

 

F) Declarator ia de Inconst i tucional idad  de la restr icción en el   

t ipo y número de las excepciones  

Es necesario Proponer un recurso de Inconst i tucional i dad 

para derogar e l  Capitu lo I I  de la Ley de Bancos, y sujetarse al 

Juic io Ejecut ivo Mercant i l  común.  

Entrevistado: Juan José Castro Galdámez, Catedrático de La 

Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales, de la 

Universidad de El Salvador  

 

A) Princip io de Igualdad 

 

Este pr incip io es uno de los más fundamentales al  inter ior 

del  proceso; pues, su consecuencia es estr ictamente la 

contradicción procesal.  Esto s igni f ica que es imperat ivo que la 

legis lación procesal y e l  proceso aseguren a las partes igualdad 

de condiciones juríd ico - procesales,  y garant icen efect ivamente 

que las partes puedan contradecir  las pretensiones de las otras.  

 

B) Diferencias entre Juic io Ejecut ivo Civi l  y Juic io Ejecut ivo 

Mercant i l .  
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Sí,  es d i ferente,  porque la naturaleza misma del pr oceso es 

ser especia l .  El  ju ic io e jecut ivo mercant i l ,  es un ju ic io 

especia l ís imo y más aún, cuando es t ramitado por Bancos.  

 

C) Concepción del Juic io Ejecut ivo Mercant i l  en la Ley de 

Bancos. 

 

Lo que ocurre es que se crea la Ley de Bancos, con la 

f inal idad de asegurar los intereses de éstos y por e l lo se 

introducen reformas en la sustanciación del  proceso. Opino que 

no debe merecer una tramitación especia l .  

 

D) Just i f icación de la restr icción de las excepciones.  

 

No existe n ingún fundamento Juríd ico.  Solamen te el  deseo 

de Benef ic iar a los Bancos, Los Libros y Exposic iones de Mot ivos 

de la Ley de Bancos,  just i f ican pr ivi legios,  estableciendo teorías 

de ejecución y poniendo en ventaja al  acreedor;  pero,  en el las se 

olvidan del pr incipio de igualdad y contradic ción procesal,  véase 

a Tomasino por Ejemplo.  

 

E) Vio lación al  Pr incip io de Igualdad  regulado en la Const i tución  

Sí,  se discr imina  en perju ic io de los e jecutados, y se 

favorece al  Banco Ejecutante.  

 

F) Declarator ia de Inconst i tucional idad  de la restr icci ón en el   

t ipo y número de las excepciones  
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Le recordaría a l Juez por escr i to, su potestad  de pedir  la 

inapl icabi l idad de la Ley,  sol ic i tándole que lo declare  y que me 

admita más excepciones; además puedo hacer uso del amparo o 

en defecto,  hasta de la Inconst i tucional idad de la Ley.  
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CAPITULO VI  

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 

Dada  la  naturaleza del  ju ic io  e jecut ivo mercant i l ,  

podemos conclu ir   que  es uno  de los  procedimientos  que más  

se hacen valer   ante  los  Tr ibunales,   en razón  de los  d i st intos  

actos de comercio que se celebran a diar io  y  la d i f íc i l    

s i tuación económica por la  que  atraviesa nuestro País;   Por  

e l lo  la importancia  de estos  ju ic ios en la  actual idad,  ya  que  

además  de su celer idad  en  su sustanciación comprende n  un 

procedimiento  pr ivi legiado que  t iene  por  objeto  que  se de 

cumpl imiento  a una obl igación de carácter credi t ic ia,  que  consta  

en  un documento  que  t ra iga aparejada  e jecución,  además  de 

que  d icho  ju ic io  t iene como   f in ,    e l   cumpl imient o o pago  de 

la obl igación  reclamada o  b ien  que  se pronuncie  una 

sentencia  que puede ser de t ipo  condenator ia, resolutor ia,  

inhib i tor ia,  etc. ;  mediante la cual de ser favorable a l  actor 

condenará al deudor a l  pago  inmediato  de las  prestaciones  

reclamadas, en caso de ser d inero, lo que se hubiere embargado, 

o  en  su  defecto  e l   remate  de los  b ienes  embargados  para  

que  con su producto  se pague  a l  acreedor las prestaciones  

que  reclama, o b ien sea obl igando al  e jecutado al  cumpl imiento  

de la obl igación reclamada.   

 

Ahora,  en cuanto a la restr icción del  t ipo y número de 

Excepciones, existen diferentes opin iones en cuanto a s i  la 

restr icción en el  t ipo y numero de excepciones lesiona o no 
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derechos const i tucionales, estamos claros en que la Ley de 

Bancos sí fue hecha para pr ivi legiar a los Bancos, por la 

importancia económica que estos representan en nuestro país, 

pero también es cierto que esto no just i f ica e l  pr ivi legio otorgado 

por e l  legis lador,  ya que no obedece a técnica juríd ica pro cesal 

s ino a intereses económicos.  

 

En el  derecho no hay verdades absolutas,  s iempre están 

sujetas a debate y d iscusión con argumentos y contra 

argumentos,  por lo que nunca encontraremos una posic ión 

uniforme en cuanto a nuestro tema, hay f iguras del derec ho a 

favor y otras en contra,  unas que perciben que hay vio lación o 

lesión a los derechos const i tucionales con la t ramitación especia l 

del  ju ic io e jecut ivo en la ley de bancos y otros que no, por lo que 

nosotros nos or ientamos más a la postura de mantener que la 

restr icción de las excepciones en el  ju ic io e jecut ivo mercant i l  

regulado en la Ley de bancos, sí vio lenta el  pr incip io de igualdad 

establecido en el  art ículo t res de la const i tución de la Repúbl ica, 

por que si  e l procedimiento del ju ic io e jecut ivo d e naturaleza civi l  

es idént ico que el  mercant i l ,  s iendo el  mismo proceso con 

variantes como sujetos, documentos bases de la acción, 

competencia de jueces que sí son di ferencias,  pero manteniendo 

el  mismo proceso, no es just i f icable juríd icamente una 

tramitación especia l  para los que son tramitados por los Bancos, 

por que solo obedece a pr ivi legios que nacen de la fuerza 

económica de los mismos, no así de técnica procesal.  
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En cuanto a las entrevistas con los informantes claves, 

estos coinciden en que la importancia del  pr incip io de igualdad 

consiste en darle una posic ión equivalente al actor y demandado 

dentro del  proceso, atendiendo a que ambos, en la real idad están 

en un plano completamente desigual,  pues no t ienen la misma 

capacidad económica, por e l lo es  que existen disposic iones como 

el  Art .   217 l i teral  a) de la Ley de Bancos, que en la pract ica 

(coinciden todos) deja de ser apl icado por imperat ivo 

const i tucional en cuanto a que restr inge la defensa del 

demandado en el  Juic io Ejecut ivo Mercant i l .  Hay di ferencias en 

cuanto a la concepción del Juic io Ejecut ivo Mercant i l  desde 

cr i ter ios muy procesal istas  como el  de la Juez Tercero de lo 

Mercant i l  quien es de la opin ión que si  b ien es cierto ta l  

d isposic ión es restr ict iva,  existen a su vez restr icciones a l os 

bancos como puede ser e l  valuó de los b ienes embargados en el 

Juic io Ejecut ivo Mercant i l  que se regula en el  l i tera l  c) del  Art .  

217 de la Ley de Bancos, que consti tuye una l imitante para los 

bancos, y que además agrega  “muchas veces el  procedimiento o  

las formas procesales se desf iguran en razón de que no se 

at iende a la l i tera l idad de la ley y const i tuye todo el lo un absurdo 

pues la ley deja de apl icarse a favor de la norma const i tucional 

que es la que al  f inal  predomina, la Juez considera pues, que p or 

los intereses difusos ( no obstante que los bancos deban tener 

un capita l  socia l  de cien mi l lones de colones como mínimo) que 

se buscan proteger con el Juic io Ejecut ivo Mercant i l  e l patr imonio 

de los Bancos, e l  d inero de los depositantes –según el la -;  por 

e l lo es que ta l  procedimiento debe ser mas ági l ,  rápido y 

d i l igente aunque  vaya en perju ic io de los demandados al  menos 
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en apariencia,  pues en la práct ica al  contestar la demanda, e l 

demandado si  interpone excepciones, se le t ienen por opuestas y 

a legadas todas sin n ingún t ipo de restr icción con lo que 

táci tamente nos encontramos con una inapl icabi l idad de la ley 

secundaria. Simi lar postura se encuentra en los demás juzgados 

aunque no comparten el  mismo cr i terio de que debe protegerse a 

toda costa el  d inero de los depositantes de los bancos.  

Además, la mayoría de los entrevistados coinciden en que 

se vulnera:  e l  derecho de defensa, la igualdad procesal de las 

partes.  Pero eso si ,  solo en apariencia,  a l  tenor de la l i tera l idad 

de la ley,  no en la real idad  pues el  Art .  217 l i teral  a) queda sin 

apl icación. Por lo menos dos de los entrevistados coinciden en 

que entre los factores que inf luyen en el  t rámite especia l  del 

Juic io Ejecut ivo Mercant i l  de la Ley de Bancos, es el  poder 

económico de los bancos. Otros en cambio af i rman que ta l 

t rámite especia l  se debe a la necesidad de recuperar los 

procesos o sea hacer más rápido y d i l igente el  procedimiento 

para proteger e l  patr imonio de los bancos que a f in de cuentas 

proviene de los depositantes -s in agregar a lgo al  respecto sobre 

el  capita l  socia l  de los bancos -.  La mayoría de los entrevistados 

coincide también que en el  caso de darse una restr icción a 

derechos const i tucionales como el  derecho de defensa se puede 

hacer uso del recurso de apelación o del  amparo const i tucional 

para hacer valer los derechos vulnerados en pr imera instancia. 

Así también coinciden en que más que una reforma se necesita 

unif icar e l  proceso, es decir,  crear una norma que sea val ida para 

todo procedimiento,  ya sea para agi l izar la administrac ión de 

just ic ia (haciendo mas rápido y uni forme el  proceso, pues la 
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mayoría de los Juic ios son promovidos por los bancos) como para 

que ese proceso sea val ido para todos, dejando a un lado el 

t ramite especia l y se retome la norma general  y no se de lugar a  

restr ingir  n ingún derecho a las partes (aunque sea de forma 

aparente) y así lograr una sana administración de just ic ia.  

Si  b ien es cierto,  los Bancos son en gran medida el  motor 

de la economía nacional por la importancia de su act ividad 

f inanciera,  esta importancia just i f ica la especia l idad en su 

regulación a t ravés de la Ley de Bancos. Pero esta s ingular idad 

no just i f ica e l  otorgamiento de pr ivi legios juríd icos f rente a otras 

personas que no son bancos, estos pr ivi legios los vemos 

mater ia l izados en el  Art .  217 de la Ley de Bancos, donde 

establece una restr icción en el  t ipo y numero de excepciones que 

el  demandado puede oponer;  lo que vio lenta el  derecho de 

igualdad ante la ley,  consagrado en el  Art .  3 de la Consti tución ya 

que igualdad no signi f ica únicamente  igualdad formal,  o mejor, 

su simple reconocimiento,  s ino que impl ica una igualdad real ,  por 

la que efect ivamente debe mater ia l izarse,  es decir,  que ante 

sujetos iguales,  si tuaciones iguales deben tratarse de manera 

igual,  y a l  contrario sensu, ante s i tuaciones dist intas y sujetos 

dist intos debe darse un t rato desigual para compensar las 

desigualdades y ponerlos a ambos en planos iguales, solo así se 

apl ica de forma real  e l  pr incip io de igualdad, por lo tanto,  la 

restr icción en el numero y t ipo de excep ciones regulado en la ley 

de Bancos no t iene razón de ser porque el  ju ic io e jecut ivo 

mercant i l  es e l mismo regulado en la Ley de Procedimientos 

Mercant i les,  con la única part icular idad que el  acreedor es un 

banco. Los bancos se encuentran en una posic ión e conómica 
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superior a la de los usuarios del s istema f inanciero,  por lo tanto 

la ley secundaria, en lugar de darle pr ivi legios juríd icos a los 

bancos, debería de otorgar ventajas generales a los usuarios 

quienes se encuentran en obvia desventaja,  s iguiendo c on el 

orden de ideas; s i  los usuarios del  Sistema Financiero se 

encuentran en clara desventaja, la ley debería supl i r  las 

desventajas,  equiparando la posic ión de la parte en desventaja 

f rente al banco, para procurar la apl icación real  del  pr incip io de 

igualdad ante la ley como en la ley, que es el espír i tu que recoge 

la Const i tución de la Republ ica,  y que la Ley de Bancos no 

integra.  Los bancos desde un pr incip io t ienen aseguradas sus 

inversiones hipotecando propiedades que superan el  monto de lo 

adeudado, exigiendo f iadores,  valuando las propiedades que 

sirven de garantía por e l  monto de la deuda y No con su valor 

real  etc.  Y a esto se le suma la ventaja juríd ica que les 

proporciona el  L i teral  “a” del  Art .  217 de la Ley de Bancos; la 

restr icción al  t ipo y número de excepciones, vio lenta además el 

derecho de defensa. Finalmente es una ventaja juríd ica f rente a 

cualquier otra persona que no sea un banco; recib iendo un t rato 

desigual ante hechos semejantes.  

 

Por todo lo antes mencionado, las recomendaciones que  

of recemos con la culminación de nuestro t rabajo de graduación, 

son: Los conocedores de ésta área del derecho coinciden en que 

existe una grave vio lación al  pr incip io de igualdad, aunque la 

restr icción en el  t ipo y número de excepciones se debe a que las 

inst i tuciones bancarias t ienen de por medio de su negocio 

bancario,  d inero captado de fondos del públ ico,  y que por lo tanto 
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más que pr ivi legios,  se t rata de asegurar d ichos act ivos,  pero 

que este hecho no facul ta a l  legis lador y mucho menos al  

apl icador de Justic ia a otorgar pr ivi legios que permiten una 

tramitación especia l ,  ya que de hecho lo es, nuestro grupo 

concluye que la restr icción en el  número y t ipo de excepciones es 

inconst i tucional,  y que no basta con la apl icación del  contro l 

d i fuso de la Const i tución,  a t ravés de la inapl icabi l idad del L i teral 

“a” del  Art .  217 de la Ley de Bancos, como en algunos casos se 

hace; en estr icto sent ido si  se admiten las excepciones, se 

comete una aberración, en vir tud del  pr incip io de Legal idad, ya 

que la Ley especia l ,   pr iva sobre la general ,   por a lo cual los 

bancos, tendrían ventaja, s in embargo, la inapl icabi l idad se da 

por supremacía const i tucional,  por e l lo es que mientras no se 

promueva un proceso de Inconst i tucional idad, se debería 

declarar como Doctr ina Lega l la Inaplicabi l idad de ta l  d isposic ión, 

aunque lo más efect ivo es promover un recurso de 

Inconst i tucional idad del L i teral “a” del  Art ículo 217 de la Ley de 

Bancos, y en esa medida resolver por la vía legal 

correspondiente,  la vio lación al  art ículo 3 de la  Const i tución.   

 Se recomienda además a todos los miembros del  gremio de 

profesionales del derecho, ya sean abogados en el  e jercic io 

l iberal  de la profesión,  jueces, consultores,  asesores y 

legis ladores en especia l ,  procurar ser part íc ipes de la 

modernizac ión de nuestra legis lación,  pero,  manteniendo respeto 

al  debido proceso, a la legal idad, a la igualdad, a la Supremacía 

Const i tucional,  e l  respeto al  derecho de defensa, como requisi to 

s ine cua non de un Ordenamiento Juríd ico que vele por e l 

Bienestar de los gobernados y l lamados directamente al 
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cumpl imiento del mismo; así como el  resto de pr incip ios 

informadores del  derecho, y que garant iza nuestra const i tución, 

dejando de un lado pr ivi legios para determinados sectores 

económicamente poderosos, para que ju ntos logremos crear un 

país en el  que verdaderamente se viva un estado de derecho, con 

igualdad de oportunidades para todos los sectores que lo 

conformamos.   
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